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Los delitos de violencia sexual han sido ocultados o minimizados, en muchos 
casos aún al interior de las propias familias en las que suceden. Se trata de una 
realidad difícil de aceptar, que involucra dolores del cuerpo y del alma -a veces 
también para el agresor. Los organismos de administración de justicia del 
Estado tienen frente a la violencia sexual una actitud tan ambigua como la 
sociedad y la familia.
La atención a los delitos de violencia sexual durante los conflictos armados 
resulta incómoda pero necesaria. Si bien es un hecho que los varones también 
son víctimas de violencia sexual en los conflictos armados y que esta realidad 
que permanece en la penumbra debe ser abordada como parte integral de la 
problemática, la violencia sexual que se dirige hacia las mujeres tiene unas 
connotaciones particulares, como expresión de una cultura discriminatoria 
que tolera, permite y valida la violencia hacia las mujeres. En este contexto, la 
violencia que ocurre contra la mujer tanto por el hecho de serlo como porque 
la afecte de manera desproporcionada debido a condiciones particulares de 
vulnerabilidad originadas en la discriminación histórica, amerita un abordaje 
particular que es el que se propone este documento.
La academia, activistas de derechos humanos, feministas y personas 
conscientes de que la verdad oficial sobre lo ocurrido tiene que ser alimentada 
por las experiencias de todas las víctimas han propuesto el tema en diversos 
espacios de discusión. La administración de justicia se ha visto concernida 
principalmente en el ámbito de la justicia internacional a partir del derecho 
internacional de los derechos humanos, y de la justicia penal Internacional.
Los avances de la Corte Penal Internacional en relación con la previsión de 
responsabilidades individuales para quienes cometan crímenes de guerra, de 
lesa humanidad y genocidio, sumados a la consideración de los delitos de
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violencia sexual como parte de estos graves crímenes contra la humanidad, 
ha facilitado en gran medida el abordaje de estos temas que, tal como eran 
contemplados anteriormente, es decir exclusivamente a la luz de las 
responsabilidades de los Estados, ofrecían un abordaje complejo. No ha 
ocurrido así con el Derecho Internacional Humanitario, DIH, que ha alimentado 
escasamente estos desarrollos. A su vez la evolución de los sistemas penales 
internos en lo que respecta a la tipificación de delitos y su tratamiento 
jurisprudencial sustenta los avances de la justicia frente a la violencia sexual 
en los conflictos armados.
En Colombia, la mirada al tratamiento que la administración de justicia da a la 
violencia sexual ocurrida durante el conflicto armado interno es 
particularmente difícil pues estamos ante un conflicto presente. A la 
indiferencia social frente al tema se suma el miedo. Las posibilidades de 
denunciar la violencia sexual en el conflicto armado interno en el país, están 
definitivamente determinadas por la ausencia de protección de las eventuales 
víctimas ante actores armados que ejercen control territorial, bien sea político, 
económico o militar.
No obstante las dificultades para documentar lo que ocurre permanentemente, 
organizaciones de derechos humanos, organizaciones que trabajan con 
víctimas, con poblaciones indígena y afrocolombiana, con jóvenes y niños y 
niñas entre otros, han incorporado en sus agendas la temática de la violencia 
sexual, especialmente contra las mujeres. Las organizaciones feministas y por 
los derechos humanos de las mujeres nutren estas agendas, y realizan acciones 
permanentes de documentación, incidencia y activismo que llaman la atención 
sobre lo que ocurre a las mujeres en los conflictos armados internos y sobre la 
necesidad de atender estos problemas como asuntos que conciernen a toda la 
sociedad.
En el terreno de la administración de justicia el país ha realizado reformas 
normativas que avanzan en la protección de las mujeres contra la violencia 
sexual, tanto en términos de tipificación de conductas como en lo relativo a 
establecimiento de sanciones; sin embargo no es posible reportar 
repercusiones significativas en lo que respecta este tipo de afectación por la 
grave impunidad en esta materia, tanto en lo que se denomina tiempos de paz 
como de guerra.
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Además de avanzar en la tipificación de las conductas, es necesario atender a 
las prácticas judiciales, por medio de las que -en no pocos casos- se cierran las 
puertas que han entreabierto los avances legislativos. Problemas recurrentes 
en log procedimientos judiciales como generalizar la concepción de que no 
existe una afectación específica para las mujeres, en términos de violencia, 
que se ampara en una supuesta “neutralidad de la justicia” en la 
“revictimización” de las denunciantes de violencia sexual, en la creencia de 
que si se opone suficiente resistencia se puede evitar que ocurra el episodio de 
violencia sexual. Estos prejuicios, entre otros, impiden a operadores/as de la 
justicia percibir adecuadamente la especificidad del daño, así como la 
necesidad de trato y protección particulares a las víctimas. En cuanto a la 
violencia sexual en el conflicto armado, la impunidad es grave: indagaciones a 
operadores/as de justicia muestran una creencia generalizada de que la 
violencia sexual en el conflicto armado colombiano no existe o es mínima, 
percepción que encuentra su justificación en la ausencia de denuncias.
A partir de un recuento sobre la ocurrencia de violencia sexual contra las 
mujeres en el conflicto armado interno en Colombia, este documento propone 
un mirada sobre la normatividad penal del país a la luz de la experiencia de 
justiciabilidad en conflictos armados recientes y de los avances en el 
cumplimiento de estándares internacionales, así como de las recomendaciones 
de organismos internacionales de derechos humanos con el fin de brindar 
herramientas para las víctimas, defensores/as, operadores/as de justicia y el 
Estado para que en el ejercicio de la debida diligencia, avance en la prevención, 
investigación, sanción, reparación y garantía de no repetición de tales hechos 
a las mujeres víctimas de delitos de violencia sexual.
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1. Lo que se conoce
Los testimonios recabados y los relatos de las mujeres que habitan en zonas ocu­
padas por los actores armados y víctimas del desplazamiento forzado, indican que 
la violencia sexual es mucho más frecuente de lo que se cree, de lo que los medios 
de comunicación difunden y de lo que las estadísticas y los registros oficiales su­
gieren. (Relatoría CIDH, 2006).
El primer problema que se enfrenta para conocer la situación de violencia 
contra las mujeres en el conflicto armado es la falta de interés de la sociedad 
colombiana, reflejada en la ausencia de documentación oficial y no oficial al 
respecto, la cual encuentra relación con el hecho de que la experiencia de las 
mujeres en el conflicto armado en Colombia apenas comienza a ser incorporada 
en los análisis sobre el tema. Desde 2002, la Relatora Especial sobre violencia 
contra la mujer de las Naciones Unidas señaló su sorpresa y profunda 
preocupación por “ la falta de interés en este asunto demostrada por todas las 
partes en e l conflicto, por la comunidad colombiana en general y  por los medios 
deinformación"(Ke\aXora especial ONU, 2002). Para el año 2005, tal como fue 
constatado también por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
en la visita de la Relatoría sobre los derechos de la mujer al país, existe un 
subregistro de casos de violencia perpetrada contra las mujeres dentro del 
conflicto armado colombiano. De igual manera llamó la atención respecto de 
que las estadísticas oficiales disponibles no dan cuenta de la magnitud del 
problema. (Relatoría CIDH, 2006).
Los registros oficiales presentan graves problemas internos que parten de la 
existencia de un subregistro generalizado de denuncias por violencia sexual 
que se incrementa en el contexto del conflicto armado. Según lo referido por 
el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses el subregistro en 
los casos de violencia sexual para Colombia llegaría a ser del 95%'. De manera 
similar la segmentación de la información, debido a incompatibilidad entre 
los sistemas de información de las diversas entidades competentes al interior 
de la administración de justicia - Instituto Nacional de Medicina Legal y 
Ciencias Forenses, Fiscalía General de la Nación y Consejo Superior de la 
Judicatura- impide comparar unos datos con otros y hacer seguimiento a una
1. Según “El devenir de normas y valores tradicionales sobre la sexualidad en Colombia", artículo publicado por el Instituto 
Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses “Se sabe por ejemplo que en los Estados Unidos, uno de cada cuatro delitos 
sexuales es denunciado y en Colombia esta proporción puede llegar a ser uno de cada veinte" (Instituto Nacional de Medicina 
• Legal y Ciencias Forenses s.f.)
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denuncia hasta la culminación del proceso. Por último, se señala entre los 
problemas internos la falta de independencia de estos sistemas de información 
(Restrepo y Cuellar, 2004). La obtención de información relacionada con ét 
conflicto armado interno se dificulta aún más debido al control territorial que 
ejercen en algunas zonas del país los diversos actores armados, quienes 
disuaden a la población de presentar denuncias generando miedo y 
amenazando sus vidas y la de funcionarios y funcionarias ubicados en esos 
territorios. De manera adicional, la información suministrada por fuentes no 
oficiales adolece de desagregación por sexo y por delitos específicos.
La Relatoría sobre los derechos de la mujer de la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos señala también la dependencia económica y afectiva que 
pueden tener las mujeres con los perpetradores, la aceptación social de la 
violencia contra las mujeres y el desconocimiento de las víctimas de sus 
derechos, entre otros, como factores de peso en el altísimo subregistro de casos 
de violencia contra las mujeres. (Relatoría CIDH, 2006).
Una primera información sobre dictámenes sexológicos es suministrada por 
el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses -INM L-. La 
información sobre dictámenes sexológicos según agresor reportada para el 
año 2006 es la siguiente:
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IN S TITU TO  N A C IO N A L DE M EDICINA L E G A L  Y C IEN CIA S FO R E N C ES  
S U B D IR E C C IÓ N  DE SER VICIO S FO R E N C ES  
DIVISIÓN DE R E F E R E N C IA  DE IN FORM ACIÓN PERICIAL
Dictámenes sexológicos por agresor. Colombia. 2006
A G R E S O R
VÍCTIM AS
TO TA L
FEM ENINO M ASCULINO SIN D ATO
A bue lo  (a) 345 47 392
A g re so r dudoso  o desconoc ido 2319 418 2737
Am ante 71 9 80
Am igo 1200 266 1 1467
Arrendador-arrendatario 163 44 207
C lien te 33 4 37
Com pañe ro  (a) de  trabajo 49 14 63
Com pañe ro  de estud io 104 78 182
Com pañe ro  perm anente 97 3 100
Conoc ido  sin  n ingún trato 1284 288 1572
Cuñ ado  (a) 123 4 127
D e lincuenc ia  com ún 147 13 160
E L N 2 2
Em p leado  (a) 45 15 60
Em p leado r 58 6 64
Enca rqado  m enor 38 12 50
E sp o so  (a) 56 1 57
E x  e sp o so (a ) 75 75
Ex-am ante 15 1 16
Ex-com pañero  sentim ental 1 1
Ex-nov io  (a) 108 108
PARC 2 2
Fuerzas Militares 19 4 23
G rupos de seguridad  privada 6 1 7
G ua rd iane s -  Inpec 1 1
Herm ano (a) 266 89 355
Hijo (a) 3 3
M adrastra 5 3 8
M adre 16 10 26
N arcotraficantes 4 4
Nov io  (a) 560 3 563
N s  / Nr - S in  inform ación 1132 260 1392
Otras guerrillas 4 4
O tros fam ilia res c iv ile s o con sangu ín eos 561 119 680
Padrastro 1412 121 1533
Padre 1248 140 1388
Pand illa s 10 2 12
Paramilitares - Autodefensas 2 2
Policía 25 2 27
Prim o  (a) 388 138 526
P ro feso r 98 44 142
P roveedor 8 3 11
S e rv ic io s  de  inte ligencia 1 1 • 2
Su eg ro  (a) 9 1 10
T ío  (a) 649 140 789
V ec in o 1615 500 2115
En  b lanco 4 4
T O T A L 14381 2804 1 17186
H
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La información del INML da cuenta de 83.7% de mujeres y niñas víctimas frente 
a un 16.3 %  de víctimas niños y hombres. Si se desagregan los dictámenes en 
los cuales se reporta como presunto agresor a un actor armado es decir, quienes 
aparecen resaltados en el cuadro, se reportan 60 dictámenes en los cuales las 
víctimas atribuyen la responsabilidad a actores armados. De estos, el 90% de 
víctimas son mujeres y niñas (54 dictámenes) y 10% son hombres y niños (10%). 
Aunque éstos no necesariamente cometen los delitos de violencia sexual en el 
marco del conflicto armado interno, el desglose de los otros victimarios excluye 
los eventos en los cuales actores armados como la policía han podido cometer 
el delito por fuera del marco del conflicto armado interno en su condición de 
esposos, familiares, vecinos o con otra relación con las víctimas. La información 
da cuenta de un alto volumen de dictámenes en los cuales se responsabiliza a 
familiares o personas cercanas al núcleo familiar, es decir, en contextos 
familiares que en principio no tienen relación con el conflicto armado interno. 
Si bien el subregistro distorsiona el conocimiento de la realidad de la violencia 
sexual en todos los ámbitos, en relación con la violencia sexual ocurrida con 
ocasión o en desarrollo del conflicto armado, el miedo a represalias, 
especialmente en zonas en las cuales los actores armados continúan 
manteniendo el control territorial, puede desmotivar en mayor medida la 
denuncia o el señalamiento del responsable, evento en el cual es muy probable 
que las mujeres que soliciten un dictámen sexológico para iniciar un proceso 
judicial sean la mínima parte de quienes han sufrido la violencia sexual.
Aún no es posible conocer sobre la existencia de violencia sexual previa a la 
ocurrencia de asesinatos de mujeres cometidos por actores armados. Tal como 
fue señalado por la Relatora especial sobre la violencia contra la Mujer de las 
Naciones Unidas en su visita al país, la información que se recoge sobre 
asesinatos y masacres con ocasión del conflicto armado interno no da cuenta 
de la violencia sexual que las mujeres víctimas pueden haber sufrido con 
anterioridad a su asesinato (Relatora ONU, 2002). Por su parte la Relatoría de 
la CIDH corroboró que las cifras oficiales no están desagregadas según factores 
como raza y etnia y que, por tanto, no reflejan la magnitud del problema de la 
violencia contra las mujeres dentro de las comunidades indígenas y 
afrodescendientes. (Relatoría CIDH, 2006).
Al respecto, según reporta el Comité de América Latina y el Caribe para la 
defensa de los derechos de la mujer -CLADEM-, La Mesa de Trabajo Mujer y
15
VIOLENCIA SEXUAL, CONFLICTO ARMADO Y JUSTICIA EN COLOMBIA
Conflicto Armado solicitó al INML “inform ación sobre la existencia de un 
sistema estadístico en e l que se indiquen lasposibles violaciones a los derechos 
humanos de las mujeres cometidas antes de los asesinatos".
La respuesta de la entidad fue: “ Con relación a su derecho de petición, le 
comunico que este registro no está incluido en nuestro sistema de información 
porque únicamente se captura evidencia física del cadáver y  de la escena del 
crimen y  no aspectos psicológicos de la víctim a. (CLADEM. 2007).
En relación con las fuentes no oficiales que dan cuenta de violencia 
sociopolítica en el ámbito nacional se destacan el Banco de Datos del Centro 
de Investigación y Capacitación Popular -CINEP- y el Sistema de Información 
de la Comisión Colombiana de Juristas -CCJ-. Si bien en la actualidad ambos 
sistemas de información contemplan como variable la violencia sexual, el 
registro de estos delitos es mínimo respecto de su ocurrencia. Revisados sus 
reportes, se encuentra que la información sobre delitos sexuales es menor 
incluso que la de las fuentes oficiales2.
El registro de casos individuales aporta de manera significativa al conocimiento 
de la realidad de la violencia sexual en el país. El anexo 1 contiene la 
documentación y/o registro sobre violencia sexual contra mujeres en Colombia 
contenida en informes de organizaciones gubernamentales internacionales y 
organizaciones no gubernamentales nacionales e internacionales.
La importancia del registro y/o la documentación de casos con miras a la 
búsqueda de justicia para las mujeres es una tarea inaplazable en el país. El 
ejemplo de organizaciones locales de mujeres y grupos de víctimas de violencia 
sexual en la República Central Africana -RCA- es diciente. Estas 
organizaciones han documentado más de 1.000 violaciones sexuales. A partir 
de esta información, el fiscal de la Corte Penal Internacional anunció la 
intención de investigar los crímenes de violencia sexual como una de las 
prioridades de su actuación en el marco de las investigaciones por delitos de 
genocidio, guerra y lesa humanidad en ese país3.
2. Para consultar las bases de datos no oficiales:
Banco de Datos del CINEP: http://www.nocheyniebIa.org/menubasedatos.html
Banco de Datos de la CCJ: http://www.coljuristas.org/documentos/docurnentos_pag/protocolccj.pdf
3. Womens Iniciatives for Gender Justicie. Comunicado de prensa mayo 22 de 2007. httpy/www.iccnow. org/documents/
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2. De la judicialización de casos de violencia sexual en el 
conflicto armado
La Fiscalía General de la Nación reporta información sobre denuncias de 
violencia sexual contra mujeres por parte de actores armados durante el 
período comprendido entre el año 2000 y el 2006, (ver anexo 2: “ violencia 
sexual contra mujeres período 2001- 2006).
El desglose de la información suministrada por la Fiscalía según actores 
armados es el siguiente:
Delitos de violencia sexual com etidos por actores arm ados  
2001 -2 0 0 6
Autor Número %
EJERCITO NACIONAL 51 40,2%
POLICIA NACIONAL 50 39,4%
DAS 1 0,8%
TOTAL AGENTES DEL ESTADO 102 80,3%
AUC 18 14,2%
TOTAL PARAMILITARES 18 14,2%
FARC 4 3,1%
ELN 1 0,8%
TOTAL GUERRILLAS 5 3,9%
No se sabe si Guerrilla o Para 1 0,8%
REINSERTADO 1 0,8%
TOTAL OTROS 2 1,6%
TOTAL GENERAL 127 100%
Elaboró Sisma Mujer con base en respuesta de ia Dirección Nacional de Fiscalías de 4 de junio de 2007.
De acuerdo con esta información, durante un período de cinco años, se han 
iniciado 127 investigaciones por estos hechos, lo que puede dar una idea
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aproximada de los casos que llegan al conocimiento de la justicia, sin dejar de 
tomar en consideración que pese a que los presuntos responsables son 
señalados como actores armados, es posible que algunos de los eventos 
investigados no tengan relación directa con el conflicto armado habiendo sido 
cometidos por estos actores. Los presuntos responsables son: agentes del Estado 
en 102 casos; paramilitares en 18; guerrillas en 5, y aparece un reinsertado4, quien 
técnicamente no debería ser catalogado como actor armado.
El mínimo volumen de denuncias con respecto a la realidad de la ocurrencia 
de violencia sexual es evidente, si comparamos las cifras del INML (descontado 
el subregistro) y las de la Fiscalía. Mientras ésta reporta un promedio de 25 
denuncias por año, en las que las víctimas son mujeres, el IMML da cuenta de 
54 dictámenes sexológicos de mujeres en los que se señalan como presuntos 
responsables a actores armados legales o ilegales sólo para el año 2006.
Desagregada la información según delito y actor se observa lo siguiente:
Delitos de violencia sexual según delito y autor 
2001 - 2 0 0 6
Delito
Actor armado






carnal 39 39 1 17 4 1 1 1 103
Actos





Total 51 50 1 18 4 1 1 1 127
Elaboró Sisma Mujer con base en respuesta de la Dirección Nacional de Fiscalías de 4 de junio de 2007
En cuanto a la desagregación de los delitos de violencia sexual, llama la atención 
la ausencia de investigaciones por esclavitud sexual, prostitución forzada y 
trata de personas. Además surge el interrogante sobre la tipificación de estos 
delitos, toda vez que sería necesario establecer si fueron cometidos por estos
4. Actor armado ilegal que ha dejado las armas y es integrado a la legalidad.
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actores armados en el marco del conflicto bélico o en otras circunstancias: en 
el caso de haber sido cometidos con ocasión o en desarrollo del conflicto 
armado, se esperaría que se enmarcaran bajo el título "D elitos contra e l 
Derecho Internacional Humanitario "entre los cuales se encuentran tipificadas 
las mismas modalidades de violencia sexual pero según tal código con una pena 
mayor por haberse cometido en contra de persona protegida. Tal como están 
descritos los delitos, todos, sin distinción, incluso aquellos cometidos por 
integrantes de las guerrillas y de los grupos paramilitares hacen parte del título: 
“Delitos contra la libertad, integridad y  formación sexuales”. La tipificación 
de conductas de violencia sexual cometidas con ocasión o en desarrollo del 
conflicto armado como delitos no asociados a esta circunstancia puede 
contribuir en alguna medida a agravar la impunidad sobre estos delitos en el 
conflicto armado interno en el país. Al respecto, Giulia Tamayo señala:
Incluso aunque, aparentemente, se den pasos legales hacia el reconocimiento de 
los delitos según el marco internacional, no será posible acabar la impunidad a 
menos que las reformas jurídicas se lleven a la práctica de forma efectiva. Un ejem­
plo es la inclusión por el Código Penal colombiano de 2000 de la tipificación de 
delitos contra el derecho internacional humanitario, entre ellos los delitos sexua­
les contra civiles por parte de combatientes. La no aplicación práctica de estos 
tipos penales, al parecer ha ido de la mano de la posición por parte del gobierno 
colombiano de no reconocer la existencia de un conflicto armado en su territorio. 
(Tamayo y Díaz, 2007).
En cuanto a la actividad de la justicia con respecto a los casos reportados por 
la Fiscalía, la información sobre el estado de las investigaciones es la siguiente:
Delitos de violencia sexual según estado del proceso  
















Inactiva / Enviado con acusación al Juzgado del Circuito 2 1,6%
Activa / Etapa de Instrucción 1 0,8%
Activa / Etapa de investigación previa 1 0,8%
Investigación 1 0,8%
Activa pero en Justicia Penal Militar 1 0,8%
Causa 1 0,8%
Elaboró Sisma Mujer con base en respuesta de la Dirección Nacional de Fiscalías de 4 de junio de 2007
Según el estado de la investigación de los casos informados por la Fiscalía, 
sumadas las investigaciones que se encuentran inactivas (30) más las que se 
reseñan como “inhibitorio” -es decir también inactivas (10)- más las archivadas 
(10), se encuentra un alto porcentaje de las investigaciones en este estado. 
Aparece un caso de violencia sexual puesto en conocimiento de la Justicia Penal 
Militar, situación irregular en la medida en que tal instancia asume la 
investigación, pues se considera así la violencia sexual como un acto 
relacionado con el servicio.
3. Modalidades de violencia sexual en el conflicto 
armado en Colombia
La madre de las niñas regresó a su casa a la 1:30 p.m. y sus hijas ya no se encontra­
ban (...) sintiendo un mal presentimiento salieron a buscarlas, en el camino hacia 
La Cruz se cruzaron con las dos victimarios, que provenían del lugar de los hechos 
(...) todos vieron a los presuntos culpables. Eran conocidos, sabían quiénes eran, y 
antes de responder a algunas preguntas, huyeron (...) unos treinta minutos a pie, 
el cuerpo de la niña de cinco años fue encontrado sin vida. Presentaba varios gol­
pes en todo su cuerpo, incluyendo la cabeza. La frente era un sólo moretón. La 
molieron a palos y me la mataron relataría su madre, muriendo asfixiada (...) La 
búsqueda prosiguió hasta encontrar la niña de 13. Aún estaba viva. Se encontraba 
desnuda y presentaba un moretón en la frente, tenía mordiscos en la mejillas, una 
herida abierta en la nuca, su cuello tenía signos de intento de estrangulamiento y 
su cuerpo estaba molido a palos (...) la trasladaron al Hospital Santa María de El 
Tambo, debido a la gravedad fue remitida al Hospital San José de Popayán, donde 
murió. (Banco de Datos CINEP. www.nocheyniebla.org.)
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Durante el prolongado conflicto armado interno que ha vivido el país la 
violencia sexual contra las mujeres ha permanecido invisible. Los estudios 
sobre el conflicto han ignorado el tema de manera sistemática. La información 
que se ha recogido observando de manera particular la situación de las mujeres 
proviene de informes de organizaciones gubernamentales internacionales y 
organizaciones no gubernamentales nacionales e internacionales.
En su misión en Colombia en el año 2001, la Relatora Especial sobre la Violencia 
contra la Mujer de las Naciones Unidas instó al gobierno, a las organizaciones 
no gubernamentales y a los organismos de las Naciones Unidas, “para que lleven 
a cabo investigaciones ypubliquen las conclusiones empíricas sobre incidentes 
de violencia contra la m ujer con e l fin  de evaluar la verdadera índole del 
problema a que hace frente la sociedad colombiana'.' (Relatora especial ONU, 2002).
Durante el mes de abril de 2007, el Relator sobre derechos de la mujer de la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos presentó el informe “Las 
mujeres frente a la violencia y  la discrim inación derivadas del conflicto armado 
en Colombia "(Relatoría CIDH, 2006).
Después de la misión de la Relatora especial sobre la violencia contra la mujer 
en el año 2001 se han presentado importantes avances construidos desde la 
sociedad civil, principalmente en el terreno de la documentación sobre los 
delitos de índole sexual contra las mujeres en desarrollo del conflicto bélico 
colombiano. La Mesa de Trabajo Mujer y  Conflicto Armado* ha publicado hasta 
la fecha seis informes sobre la situación de las mujeres en el conflicto, los cuales 
se han convertido en punto de referencia en la materia.
Por su parte, el Observatorio de los Derechos Humanos de las Mujeres en 
Colombia “En situaciones de conflicto armado las mujeres también tienen
5. Espacio de confluencia de diversas organizaciones sociales y de mujeres interesadas en hacer visible el impacto del 
conflicto armado enla vida de las mujeres. Está conformado por la Asociación Nacional de Mujeres Campesinas e Indígenas 
de Colombia (ANMUCIC), el Programa Mujer Campesina de la Asociación Nacional de Usuarios Campesinos- Unidad y 
Reconstrucción (ANUC-UR), la Corporación Casa de la Mujer, Colectivo de Mujeres Excombatientes, el Observatorio de los 
Derechos Humanos de las Mujeres/ Sisma Mujer, la Corporación de Apoyo a Comunidades Populares (CODACOP), la 
Corporación para la Vida “Mujeres que Crean”, la Fundación Educación y Desarrollo (FEDES), la Fundación Mujer y Futuro 
(Bucaramanga), Humanizar, el Instituto Latinoamericano de Servicios Legales Alternativos (ILSA), la Asociación Juana de 
Arco, la Liga de Mujeres Desplazadas por la Violencia - Seccional Bolívar, la Liga Internacional de Mujeres por la Paz y la 
Libertad (LIMPAL), Mujeres Libres, Mujeres Pazíficas (Cali), la Organización Femenina Popular (OFP), el Proyecto Pasos, el 
Grupo de Mujeres de AFRODES, la Red de Educación Popular entre Mujeres (REPEM), la Red Nacional de Mujeres y Ruta 
Pacífica de las Mujeres.
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derechos”, coordinado por Sisma Mujer, realiza un permanente seguimiento a 
la situación particular de las mujeres en situación de desplazamiento y ha 
impulsado la realización de diversos informes sobre el tema que han sido 
presentados ante organismos internacionales. A finales de 2004 Amnistía 
Internacional publicó el informe Cuerpos marcados, crímenes silenciados 
sobre violencia sexual contra las mujeres en el conflicto armado.6
Una investigación realizada por la Defensoría del Pueblo entre niñas, niños y 
adolescentes desvinculados de los grupos armados ilegales en trece ciudades 
del país, encontró que un 22.4% de la/os y los adolescentes entrevistadas/os 
afirmó haber usado un método anticonceptivo en contra de su voluntad, de 
ellos el 72.1% eran mujeres y el 27.9% hombres. Con respecto a la violencia 
sexual dentro de los grupos armados el informe señala que:
resulta indicativo para efectos del análisis, que un 25.5% de las personas que afir­
maron haber sido obligadas a realizar acciones con su cuerpo o con el de otras 
personas en contra de su voluntad, haya señalado haber sido víctima de acceso 
carnal violento. Es igualmente revelador que al indagar por el impacto diferencia­
do por sexo de este último hallazgo se obtuviera que los agresores más frecuentes 
fueron los familiares, incluso por encima, de los actores armados; que las víctimas 
fueron en su mayoría niñas y adolescentes mujeres, y que, un porcentaje impor­
tante de éstas (28,8%) no señalaron al agresor. (Defensoría, 2006).
Los diversos informes citados, tanto provenientes de organismos 
gubernamentales internacionales - ONU, OEA - como de organizaciones no 
gubernamentales nacionales e internacionales y de manera independiente de 
las fuentes y/o del mayor o menor carácter vinculante de las mismas, coinciden 
en una constatación común: si bien existen una serie de afectaciones a toda la 
población, los efectos son diferentes para los diversos grupos poblacionales. 
En el caso de las mujeres la subsistencia crónica de situaciones de 
discriminación y violencia por el sólo hecho de ser mujeres se exacerba durante 
el conflicto armado como un elemento que hace más grave y perpetúa esta 
historia. Tal como lo afirma el informe de la Relatoría sobre los derechos de 
las mujeres de la CIDH:1 La violencia y  discrim inación contra las mujeres no 
surge sólo del conflicto armado; es un elemento fijo  en la vida de las mujeres 
durante tiempos de paz que empeora y  degenera durante e l enfrentamiento 
interno"(JZIDH, 2006).
6. Para consulta de estos documentos, ver referencias bibliográficas en el anexo 1.
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A pesar de que estos informes se realizaron en años diferentes, en todos ellos 
es posible encontrar descripciones de modalidades de violencia sexual 
coincidentes.
«
Según los informes de organizaciones internacionales gubernamentales, en 
el año 2002 la Relatora especial sobre violencia contra la mujer de las Naciones 
Unidas encontró la existencia de esclavitud sexual, esclavitud doméstica, 
violación, mutilación sexual, abuso sexual y violación de derechos 
reproductivos de mujeres combatientes (como la anticoncepción y la 
esterilización forzadas).7 También señaló como característica especial de la 
violencia ejercida por paramilitares en las regiones en su poder la imposición 
de límites territoriales a la libertad de circulación y de toques de queda bajo 
pena de muerte como castigo, imposición de regímenes rigurosos de 
comportamiento social con restricciones en lo que pueden o no pueden vestir 
las mujeres, y castigos por «mala conducta», así como la reafirmación de los 
valores tradicionales sobre los que deben ser los roles de las mujeres y de los 
varones. También señaló como modalidad de violencia diversas operaciones 
de depuración socia Y!1 Por ejemplo, se ha hecho desfilar por todo e l pueblo 
desnudas y  montadas en camiones a prostitutas y  m ujeres acusadas de 
adulterio con un cartel colgado a l cuello en que se las acusa de destrozar 
hogares'.' (Relatora especial ONU, 2002).
En su visita al país hacia mediados de 2005, la Relatoría sobre derechos de las 
mujeres de la CIDH encontró como modalidades de violencia sexual: violación, 
trata de personas, prostitución forzada, esclavitud sexual y doméstica, y 
mujeres y niñas reclutadas forzosamente, violadas y obligadas a emplear 
dispositivos intrauterinos, e incluso a practicarse abortos. «Los líderes 
param ilitares [...] mandan a buscar a niñas de entre 12y  14 años para que 
residan con ellos a fin  de prestar servicios sexuales y  hacerse cargo de tareas 
domésticas». (CIDH, 2006).
7. Grupos de hombres armados secuestran a mujeres a quienes mantienen en detención durante algún tiempo en condiciones 
de esclavitud sexual, las someten a violación y las obligan a realizar tareas domésticas. Se escoge a las mujeres que tienen 
parentesco con personas «del otro bando». Tras ser violadas, algunas mujeres han sido mutiladas sexualmente antes de 
matarlas. Además, las supervivientes explican cómo los paramilitares llegan a una aldea, la controlan por completo y 
aterrorizan a la población cometiendo violaciones de los derechos humanos con total impunidad. La Relatora Especial 
también destaca la experiencia particular de mujeres que combaten en las distintas facciones en guerra, que sufren abusos 
sexuales y cuyos derechos reproductivos son vulnerados y, por último, la espantosa situación que padecen las mujeres 
desplazadas internamente. (Relatora ONU, 2002)
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En relación con organizaciones no gubernamentales internacionales, Amnistía 
Internacional documentó abusos, violación, mutilación genital, explotación 
sexual, secuestro de mujeres para que presten servicios sexuales a mandos 
militares o políticos de los diversos actores armados, reclutamiento de mujeres 
y niñas de las que posteriormente sus compañeros han abusado sexualmente 
y la imposición que obliga a las propias combatientes a abortar y utilizar 
métodos anticonceptivos como algunas de las modalidades de violencia sexual 
en el conflicto armado colombiano. (Amnistía, 2004).
Aunque todos los actores armados han cometido crímenes sexuales contra las 
mujeres, al analizar el contexto de ocurrencia de estos delitos se hará referencia 
a las características particulares del accionar de los diferentes actores armados 
y de sus diversos grados de responsabilidad tomando en consideración si hacen 
parte del Estado, si obraron en complicidad con éste o contando con su 
tolerancia, aquiescencia u omisión.
Si se toma como referencia las modalidades de violencia previstas por el 
Estatuto de Roma8, la documentación existente da cuenta de la ocurrencia de 
todas ellas. Sería tal vez en relación con el tema del embarazo forzado en lo 
que habría que profundizar en la investigación de la documentación para 
establecer si se ha presentado o no. En el primer evento previsto en la 
tipificación de este delito por el Estatuto de Roma, es decir “ con la intención 
de m odificarla composición étnica de una población " a pesar de que tanto las 
poblaciones afrocolombianas como las indígenas han tenido una afectación 
mayor en términos de desplazamiento y violaciones generales de sus derechos 
humanos sería arriesgado atribuir motivos étnicos a la ocurrencia de 
embarazos forzados. En el contexto del conflicto armado colombiano; el 
segundo evento previsto en la tipificación del Estatuto de Roma para la 
ocurrencia del crimen de embarazo forzado, relativo a la intención de “cometer 
otras violaciones graves del derecho internacionaí’podvía ser más ajustado a 
la realidad si se analizan los casos de mujeres violadas por actores armados 
que han sido obligadas a dar a luz y mantener los hijos producto de la violación, 
ello también si se toma en consideración que, debido a la penalización total 
del aborto en el país hasta mayo de 20 069, muchas mujeres se vieron forzadas
8. Violación, esclavitud sexual, prostitución forzada, embarazo forzado, esterilización forzada o cualquier otra forma de 
violencia sexual de gravedad comparable.
9. Mediante sentencia C-355 de 2006 la Corte Constitucional de Colombia despenalizó el aborto en tres circunstancias: 
cuando la mujer haya sido objeto de violación, cuando haya una malformación grave en el feto o cuando el embarazo revista 
riesgo para la madre.
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a tener los hijos/as producto de la violación; también se debe considerar a 
quienes en la actualidad, en las mismas circunstancias, no cuentan con la 
información sobre la despenalización del aborto ni con posibilidades de acceso 
a.este derecho ya sea por distancia de los lugares donde podrían tener acceso 
a estos servicios, por la negativa de entidades prestadoras de salud a 
suministrarlo o en general por las dificultades en la implementación de la 
sentencia de la Corte Constitucional.
En cuanto a las razones por las cuales las mujeres son víctimas de este tipo de 
violencia, los informes reseñados señalan una intersección de patrones 
culturales que, a partir de la discriminación hacia las mujeres, validan estas 
conductas como derechos de los hombres sobre el cuerpo de las mujeres, 
amparados en la impunidad por estos crímenes. La Relatora especial de las 
Naciones Unidas señala al respecto:
Quizás más que el honor de la víctima, el blanco de la violencia sexual contra las 
mujeres es lo que se percibe como el honor del enemigo. La agresión sexual a me­
nudo se considera y practica como medio para humillar al adversario. La violencia 
sexual contra la mujer tiene como objeto enrostrar la victoria a los hombres del 
otro bando, que no han sabido proteger a sus mujeres. Es un mensaje de castra­
ción y mutilación al mismo tiempo. Es una batalla entre hombres que se libra en 
los cuerpos de las mujeres. Se toma como blanco a las mujeres por ser parientes 
de «los otros». Las facciones armadas amenazan a las mujeres y abusan de ellas 
por ser solidarias de sus maridos o parejas o por la pareja que han elegido o por 
proteger a sus hijos o hijas del reclutamiento forzado. «Se ha justificado la violen­
cia sexual contra la mujer, la prostitución y la esclavitud sexual en las zonas ocu­
padas militarmente por las razonables necesidades masculinas, e incluso oficia­
les de alta graduación han alentado y organizado tales desmanes. (Relatora espe­
cial ONU, 2002).
En relación con el contexto de ocurrencia de la violencia contra las mujeres, 
durante el año 2005, con base en las observaciones en el terreno y los 
testimonios recibidos,la Relatoría de la CIDH encontró que:
Los actores del conflicto cometen delitos de tipo sexual, físico y psicológico contra 
mujeres y niñas en el curso de (1) ataques, masacres y homicidios perpetrados 
contra comunidades y sus habitantes en su lucha por controlar recursos y territo­
rios; (2) homicidios, actos de tortura, y señalamientos contra las mujeres por te­
ner relaciones afectivas con simpatizantes o combatientes o por estar involucradas 
directamente o a través de sus familiares en actividades políticas; y (3) de deten­
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ciones, registros domiciliarios y secuestros para obtener información, aterrori­
zarlas, castigarlas, intimidarlas o coaccionarlas. (Relatoría CIDH, 2006).
La Relatoría documentó también casos en los que la violencia sexual acompañó 
homicidios, actos de tortura y señalamientos empleados en contra de mujeres 
por tener relaciones afectivas con alguno de los actores del conflicto, o por 
estar involucradas con ciertas corrientes políticas. “Específicamente durante 
la visita, la Relatora recibió información de incidentes que habían sufrido varias 
mujeres por ser parte o estar relacionadas con actividades o miembros de la 
Unión Patrió ticay elPartido Comunista' (Relatoría CIDH, 2006).
Para Amnistía Internacional las mujeres son objetivo de los grupos armados 
por “ transgredir roles de género o desafiar prohibiciones impuestas por los 
grupos armados, o por ser consideradas un blanco ú tila través de! cual hum illar 
a l enemigo. De manera particular con respecto a la utilización de la violencia 
sexual por parte de los paramilitares, Amnistía señala que:
Estas tácticas están concebidas para provocar desplazamientos en masa o romper 
los vínculos, presuntos o reales, entre dichas comunidades y las fuerzas guerrille­
ras. En este marco, la impunidad de que gozan los autores de estos delitos no es 
accidental, sino que forma parte de la estrategia de contrainsurgencia. Al sembrar 
el terror y explotar a las mujeres para conseguir objetivos militares, han converti­
do sus cuerpos en campos de batalla. (Amnistía 2004).
En su sexto informe sobre violencia sociopolítica contra las mujeres en Colombia, 
la Mesa de Trabajo Mujer y Conflicto Armado incluye como modalidades de 
violencia sexual contra las mujeres: violaciones perpetradas sobre mujeres 
organizadas o defensoras de los derechos humanos de las mujeres; control de la 
reproducción sobre mujeres indígenas o afrocolombianas, o de otras 
comunidades igualmente marginadas; dificultad en el acceso a servicios de salud 
sexual y reproductiva debido al control territorial o a la disputa territorial por 
parte de los actores del conflicto; imposición de prácticas de control de la 
reproducción y del aborto sobre las niñas y mujeres combatientes; asesinato y 
violación de mujeres cabeza de familia y cuyas parejas estaban ausentes, 
argumentando que la ausencia de compañero se debe a su pertenencia a la 
guerrilla; control sobre la vida íntima de las personas, en particular de las mujeres;
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imposición de normas sexistas y homofóbicas mediante el control de prendas y 
accesorios; la persecución, la violación de mujeres lesbianas; ejecución de 
mujeres sero-positivas; secuestro y esclavitud sexual de mujeres y niñas; 
secuestro de mujeres para que realicen tareas domésticas, como cocinar y lavar 
ropa para los combatientes. (MMCA, 2006).
En cuanto a las mujeres en situación de desplazamiento, el número de mujeres 
y niñas inscritas en el Sistema Unico de Registro -SUR- es de 940.458 de un 
total registrado de 1' 976.97010. Esta cifra hace referencia exclusivamente a la 
población registrada en este sistema estatal. CODHES, ONG nacional que 
monitorea el desplazamiento reporta un total de 3'832.527 desplazados/as, 
aunque desafortunadamente esta información no se encuentra desagregada 
según sexo".
Por su parte, la Fiscalía ha recibido denuncias de aproximadamente 10.000 
desaparecidos después de los últimos años de guerra, sin que se haya logrado 
completar hasta ahora el registro unificado de desaparecidos a que obliga la 
ley desde 2000 y, a pesar de los esfuerzos de sus equipos forenses, la 
precariedad de sus recursos, y la ausencia de formación especializada según 
el género de las víctimas es reconocida públicamente por la Fiscalía y da pié 
para dudar seriamente de su capacidad para registrar lo ocurrido a las mujeres 
antes de masacres o asesinatos individuales. A partir de un recaudo probatorio 
escaso y/o deficiente es muy poco probable que los indicios de violencia sexual, 
si ello se registra, lleguen a ser considerados en los procesos, al menos para 
dar inicio a las investigaciones. En la masacre de Río Negro en Guatemala, 
ocurrida en 1982, a pesar de que la sentencia determinó que los cuerpos de las 
mujeres fueron hallados en la fosa común por antropólogos forenses sin sus 
“cortes" (faldas) o totalmente desnudas; este hecho no fue tomado en 
consideración ni por los abogados ni por las autoridades judiciales. Según 
Andrea Diez, (,..)bajo el argumento del “criterio judicial” en el sentido que (tal 
como sucede con los asesinatos, en que los jueces no quieren considerar 
aquellos hechos de personas no identificadas) difícilmente un tribunal acepte 
una acusación sin que se haya identificado a las víctimas y perpetradores, pese 
a que el Código no establece tal extremo. (Diez, 2007).
10. www. Accionsocial.gov.co. Consultado junio 2007
11. Se refiere al consolidado entre el primero de enero de 1985 y el 30 de julio de 2006. www.codhes.org.
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VIOLENCIA SEXUAL, CONFLICTO ARMADO Y JUSTICIA EN COLOMBIA
Los sistemas internacionales de derechos humanos y la jurisprudencia 
internacional han avanzado de manera importante en cuanto a la protección 
de los derechos de las mujeres durante las últimas décadas. Los compromisos 
adquiridos por el Estado colombiano, involucran su responsabilidad más allá 
de garantizar alguna indemnización cuando la violencia sexual haya sido 
cometida por sus agentes, o por particulares con su aquiescencia o complicidad.
A su vez, el llamado Bloque de Constitucionalidad, (artículo 93 de la 
Constitución Política de Colombia) confiere un estatus especial a normas y 
principios de derecho internacional. Tal como lo señala la Corte Constitucional:
El bloque de constitucionalidad está compuesto por aquellas normas y principios 
que, sin aparecer formalmente en el articulado del texto constitucional, son utili­
zados como parámetros del control de constitucionalidad de las leyes, por cuanto 
han sido normativamente integrados a la Constitución, por diversas vías y por 
mandato de la propia Constitución. Son pues verdaderos principios y reglas de 
valor constitucional, esto es, son normas situadas en el nivel constitucional, a pe­
sar de que puedan aveces contener mecanismos de reforma diversos al de las nor­
mas del articulado constitucional stricto sensu. (Sentencia C-225 de 1995)12
En este sentido se describen a continuación los principales avances en 
legislación, jurisprudenciay pronunciamientos de organismos internacionales 
de protección de los derechos de las mujeres, que en virtud de su compromiso 
directo a través déla ratificación de tratados y del bloque de constitucionalidad, 
establecen un marco general de obligaciones y de responsabilidad para el 
Estado colombiano frente a las mujeres víctimas de violencia.
1. Tratados internacionales sobre derechos humanos.
La Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer, CEDAW,13 es el principal instrumento de protección de los 
derechos de las mujeres en el sistema universal y obliga a los Estados Parte a 
tomar las medidas apropiadas para asegurar su plena igualdad.
12. Corte Constitucional. Sentencia C-225 de 1995.
13. Adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en su resolución 34/180 de 18 de diciembre de 1979. Entra en 
vigor para Colombia por virtud de la ley 51 de 1981.
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El Protocolo facultativo de la Convención para la Eliminación de Todas las 
Formas de Discriminación contra la Mujer -CEDAW- fue incorporado a la 
legislación colombiana mediante la Ley 984 de 2006, pero el gobierno 
colombiano en el momento de la ratificación, mediante el uso de la facultad 
establecida en el artículo 10 del Protocolo14 desconoció la competencia del 
Comité de Seguimiento al cumplimiento de la Convención previsto por el 
mismo protocolo facultativo; el desconocimiento de la competencia trae como 
consecuencia la imposibilidad de que, frente a las violaciones graves y 
sistemáticas de los derechos humanos de las mujeres, el Estado colombiano 
sea sometido a una investigación por parte del Comité y, así mismo, como un 
resultado más, evita que pueda recibir y verse obligado a acatar las 
recomendaciones que en este sentido se produzcan.
Adicionalmente, Colombia realizó declaraciones interpretativas15 del artículo 
5o16 del protocolo facultativo de la CEDAW al señalar que las medidas 
provisionales referidas excluyen aquellas que impliquen la efectividad de los 
derechos económicos, sociales y culturales, “ los cuales se aplicarán de acuerdo 
con la naturaleza progresiva de estos derechos, con lo cual se busca desconocer 
la obligación del Estado de reparar integralmente a las víctimas, pues no se 
podría garantizar la efectividad de los DESC al momento de realizar esa 
reparación. El establecimiento de estas restricciones a la aplicación del 
protocolo facultativo, si bien denota de parte del gobierno colombiano una 
intencionalidad de restringir sus responsabilidades frente a las mujeres, en 
ninguna medida limita sus obligaciones de prevención, investigación, sanción 
y reparación a las mujeres víctimas de violencia.
Por su parte, la Resolución 1325 del Consejo de Seguridad de las Naciones 
Unidas sobre mujeres y paz subraya la responsabilidad de todos los Estados 
“ de poner fin  a la im punidad y  de enjuiciar a los culpables de genocidio, 
crím enes de lesa hum anidad y  crím enes de guerra, especialm ente los 
relacionados con la violencia sexual y  de otro tipo contra las mujeres y  las niñas
14. De 91 países que han ratificado el Protocolo, sólo 3 más han hecho uso de esta facultad (Bangladesh, Bélgica y Cuba).
15. Las declaraciones interpretativas representan una declaración unilateral de un Estado o de una organización 
internacional que tiene por objeto aclarar el sentido en que se suscriben las disposiciones de un tratado, sin que se contraríe 
el objetivo original.
16 Artículo 5 1. Tras haber recibido una comunicación y antes de llegar a una conclusión sobre sus fundamentos, en cualquier 
momento el Comité podrá dirigir al Estado Parte interesado, a los fines de su examen urgente, una solicitud para que adopte 
las medidas provisionales necesarias para evitar posibles daños irreparables a la víctima o las víctimas de la supuesta 
violación. 2. Cuando el Comité ejerce sus facultades discrecionales en virtud del párrafo 1 del presente artículo, ello no 
implica juicio alguno sobre la admisibilidad o sobre el fondo de la comunicación.
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y, a este respecto, destaca la necesidad de excluir esos crímenes, siempre que 
sea viable, de las disposiciones de am nistía
En el sistema interameriano, la Convención Interamericana para Prevenir, 
Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer- Convención Belém do Pará17 
señala dentro de los deberes de los Estados el de actuar con la debida diligencia 
para prevenir, investigar y sancionar la violencia contra la mujer.
Según la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la debida diligencia es 
una obligación de medio o comportamiento, no de resultados, que abarca todas 
aquellas medidas de carácter jurídico, político, administrativo y cultural que 
promuevan la salvaguarda de los derechos humanos y que aseguren que las 
eventuales violaciones a los mismos sean tratadas conforme a la Convención 
Americana y a la jurisprudencia de la Corte. El contenido de la debida diligencia 
implica una serie de acciones consecutivas, expresión de las obligaciones 
concretas de los Estados en la protección de los derechos.
Estas acciones se concretan a través de deberes específicos, entre ellos:
i) la investigación debe ser efectuada por especialistas capacitados en el 
tipo de violencia que se esté investigando; ii) la investigación debe llevarse 
a cabo siguiendo los principios y manuales internacionales pertinentes18; 
iii) la cultura de la victima y el contexto en el que se produjo la violencia 
deben tomarse en consideración; y, iv) los fiscales deben evitar cualquier 
tipo de discriminación en su trabajo basado en consideraciones políticas, 
sociales, religiosas, raciales, culturales y sexuales. (CIDH, Acceso a la 
Justicia 2006).
La Convención de Belém do Pará definió, a su vez, la violencia contra las mujeres 
como cualquier acción o conducta, basada en su género, que cause muerte, 
daño o sufrim iento físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en e l ámbito 
público como en e l privado. Como modalidades de violencia contempla la física, 
la sexual y la psicológica. En cuanto a las conductas que implican violencia
•
17. Adoptada por la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos en Belém do Pará - Brasil el 9 de junio 
de 1994. Entrada en vigor para Colombia en virtud de la ley 248 de 1995.
18. Por ejemplo, el Manual para la Investigación y Documentación eficaces de la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, 
Inhumanos o Degradantes ("Protocolo de Estambul’’); Manual para la Prevención e Investigación Eficaces de las Ejecuciones 
Extralegales, Arbitraria o Sumarias (“Protocolo de Minessota”).
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contra las mujeres, señala entre otras la violación, e l abuso sexual, la tortura, 
i'a trata de personas, la prostitución forzada, e l secuestro y  e l acoso sexual De 
igual manera, destaca el conflicto armado como un contexto que genera mayor 
vulnerabilidad para las mujeres lo que deriva obligación para el Estado de 
establecer protecciones especiales.
2. Sentencias de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos
La responsabilidad del Estado colombiano en relación con la violencia sexual 
contra las mujeres en el marco del conflicto armado interno no ha sido puesta 
en cuestión ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Sin embargo, 
pronunciamientos en relación con el establecimiento de responsabilidad del 
Estado por violencia sexual contra mujeres, así como sobre determinación de 
responsabilidad del Estado por actuaciones de grupos armados al margen de 
la ley, proveen una serie de elementos que establecen hitos en cuanto a los 
alcances de la responsabilidad del Estado en la materia.
El reciente fallo en el Caso del Penal Miguel Castro Castro contra Perú'5 ha 
sido el único en el cual la Corte Interamericana se ha referido a la violencia 
sexual contra mujeres. Este fallo reviste una importancia fundamental para la 
defensa de los derechos humanos de las mujeres, además del establecimiento 
de la responsabilidad del Estado por estos hechos, por cuanto la Corte tomó 
partido frente a una polémica respecto de su competencia para asumir 
investigaciones sobre violencia contra la mujer dando aplicación a la 
Convención de Belém do Pará. Según este instrumento internacional, la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos tiene competencia para 
conocer de casos por violación al artículo 7 que establece las obligaciones del 
Estado, pero como en la Convención se hizo referencia exclusiva al Estatuto y 
al Reglamento de la Comisión, y no a los de la Corte, una interpretación 
restrictiva apuntaba a considerar que las violaciones a la Convención no podían 
ser conocidas por esta última. En la sentencia del Penal Miguel Castro Castro 
la Corte declaró la responsabilidad del Estado peruano entre otras razones por 
violación al artículo 7 de la Convención Belém do Pará. Uno de los principales
19 Corte Interamericana de Derechos Humanos. Sentencia Caso del Penal Miguel Castro Castro vs Perú. 25 de noviembre de 
2006. Serie C-No. 160.
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argumentos para ello fue la aplicación del criterio pro personae propio del 
Derecho internacional de los derechos humanos, según el cual se debe 
privilegiar la interpretación más favorable a la protección del derecho, de 
acuerdo con el fin y objeto del respectivo tratado.
Tatiana Rincón hace un análisis en el que destaca los principales 
reconocimientos de la sentencia del caso Penai Migue! Castro Castro contra 
Perú en relación con la violencia ejercida contra las mujeres:
1) Al analizar los hechos, [la Corte IDH] reconoció que en el contexto de violacio­
nes de los derechos humanos que caracterizó el conflicto interno en Perú las mu­
jeres se habían visto afectadas por la violencia de manera diferente a los hom­
bres20 .
2) Al analizar las violaciones de los derechos, reconoció que actos de violencia 
similares cometidos contra hombres y mujeres habían producido daños distintos, 
adicionales y más intensos en las mujeres. La Corte IDH estableció, entre otras 
cuestiones, que los actos de violencia cometidos contra varias de las víctimas, en 
su condición de mujeres, las habían afectado en mayor medida21 o habían revesti­
do características especialmente graves22 o habían tenido efectos particulares en 
ellas23, causándoles sufrimientos especiales y adicionales24.
A su vez, la Corte IDH:
1) Interpretó la violación del derecho a la integridad personal (integridad física, 
psicológica, moral y espiritual) fijando los alcances del derecho a la luz de la Con­
vención de Belém do Pará y de la Convención sobre la Eliminación de todas las 
formas contra la Discriminación contra la Mujer, para hacer los pronunciamien­
tos específicos de las violaciones cometidas contra las mujeres25;
2) Identificó hechos que constituían violaciones de derechos de los hombres y de 
las mujeres, indicando la forma distinta en que las mujeres habían sido afectadas 
por esas violaciones. Por ejemplo, consideró que la desatención de las necesida­
des fisiológicas de las mujeres internas (entre ellas, condiciones sanitarias para 
mantener su higiene y salud, permitiendo el acceso regular a retretes y permitien­
20. Cfr. párr. 206.
21. Cfr., párr. 293 y 298, en relación con las mujeres embarazadas.
22. Cfr. párr. 306 y 331, en relación con las mujeres sometidas a desnudez forzada, y con las internas a quienes no se les 
permitió asearse o accedían a los servicios sanitarios acompañadas de guardias armados.
23. Cfr. párr. 330, en relación con las madres sometidas a incomunicación severa.
24. Cfr. párr. 331 y 332.
25. Cfr. párr. 276.
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do que se bañaran y limpiaran su ropa regularmente) las había afectado de mane­
ra distinta y especial, a como había afectado a los hombres internos26.
3) Distinguió entre las víctimas mujeres las condiciones particulares de cada una 
* de ellas para poder establecer las violaciones que las habían afectado de manera
más específica, y el sufrimiento más intenso que podían haber sufrido. Por ejem­
plo, entre las mujeres obligadas a permanecer boca abajo durante horas contra el 
piso, distinguió de manera especial a las mujeres embarazadas;
4) Definió hechos como actos de violencia sexual, reconociendo que la violencia 
sexual tiene consecuencias devastadoras en las mujeres. Por ejemplo, el hecho de 
que varias de las víctimas mujeres hubieran permanecido en un hospital desnu­
das y cubiertas tan sólo con una sábana, estando rodeadas de hombres armados, 
miembros de las fuerzas de seguridad, fue calificado por la Corte como una doble 
violación: un trato violatorio de la dignidad personal de las mujeres -desnudas y 
sólo cubiertas de sábanas- y un acto de violencia sexual -el haber permanecido 
constantemente observadas, en esas condiciones, por hombres. La Corte conside­
ró, además, que esta presencia y observación de hombres armados había produci­
do en las víctimas mujeres grave sufrimiento psicológico y moral, acentuado por 
el temor de que dicha violencia se extremara27.
5) Asumió una definición amplia de violación sexual en consonancia con el Dere­
cho Penal Internacional28 y señaló expresamente que “la violación sexual es una 
experiencia sumamente traumática que puede tener severas consecuencias y causa 
gran daño físico y psicológico que deja a la víctima “humillada física y 
emocionalmente”, situación difícilmente superable por el paso del tiempo, a dife­
rencia de lo que acontece en otras experiencias traumáticas”^. (Rincón, 2007)
Ahora bien, en el caso Penal Miguel Castro Castro, el establecimiento de la 
responsabilidad del Estado estaba claro en la medida en que los actos fueron 
cometidos por su propia fuerza pública. Para el caso colombiano, 
específicamente en relación con los delitos de violencia sexual cometidos por 
grupos paramilitares, la jurisprudencia de la Corte Interamericana en relación 
con violaciones a derechos humanos en general ocurridas en Colombia, en 
varios casos fallados (Masacre de Mapiripán, Masacre de Pueblo Bello, 
Masacres de Ituango, de 19 Comerciantes y Masacre de La Rochela), ha 
establecido un estándar según el cual para determinar la responsabilidad del
26 Cfr., párr. 331.
27 Párr. 306,308.
28 Párr. 310: “el Tribunal considera que la violación sexual no implica necesariamente una relación sexual sin consentimiento, 
por vía vaginal, como se consideró tradicionalmente. Por violación sexual también debe entenderse actos de penetración 
vaginales o anales, sin consentimiento de la víctima, mediante la utilización de otras partes del cuerpo del agresor u objetos, 
así como la penetración bucal mediante el miembro viril."
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Estado es suficiente la demostración de que ha habido apoyo o aquiescencia o 
tolerancia del poder público para con la infracción de los derechos reconocidos 
en la Convención Americana sobre Derechos Humanos u omisiones que hayan 
permitido la perpetración de esas violaciones, o que exista una obligación del 
Estado que haya sido incumplida por este.
La Corte Interamericana ha señalado además que tratándose de establecer y 
declarar la responsabilidad internacional del Estado por violaciones a los 
derechos humanos, no se requiere determinar la culpabilidad de sus autores o 
su intencionalidad ni es preciso identificar individualmente a los agentes a los 
cuales se atribuyen los hechos violatorios. La Corte Interamericana ha afirmado 
en varias sentencia que para establecer la responsabilidad internacional del 
Estado es suficiente la demostración de que ha habido apoyo o tolerancia del 
poder público en la infracción de los derechos reconocidos en la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos; y en caso de omisiones, que estas hayan 
permitido la perpetración de esas violaciones o que exista una obligación del 
Estado que haya sido incumplida por éste (casos de 19 comerciantes; Cantos; 
Hilaire, Constantine y Benjamin y otros; Masacre de Mapiripán, Masacre de 
Pueblo Bello, Masacre de La Rochela).
3. Informes y Pronunciamientos de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos
La Comisión Interamericana de Derechos Humanos ha conocido quejas sobre 
la responsabilidad del Estado por la violencia sexual contra mujeres, y en 
algunos de los casos los mismos Estados han reconocido dicha responsabilidad 
y reparado a las víctimas. El siguiente cuadro presenta los casos sobre violencia 
sexual, o en los cuales uno de los aspectos denunciados fue la violencia sexual, 
sistematizados en la publicación “Atención integral a víctimas de violaciones 
graves a los derechos humanos" de la CIDH (Pacheco, 2006).
29 Tomado de: Cita de la Corte: Cfr. Eur.C.H.R., Case ofAydin v. Turkey (GC), Judgment of 25 September 1997, App. No. 57/ 
1996/676/866, para. 83. Citado por: RINCÓN, Tatiana. Equidad De Género En El Acceso A La Justicia Penal - en casos de 
violaciones manifiestas de derechos humanos y  graves violaciones del derecho internacional humanitario- Ponencia 
presentada en el Seminario Internacional sobre Reparaciones en perspectiva de género en casos de violaciones de derechos 
humanos, ICTJ- U. del Rosario- Dejusticia, Bogotá, 27,28 y 29 de marzo de 2007. Pp. 11.
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Caso Hechos denunciados
Raquel Martín de Mejía contra Perú Violencia sexual de que fue víctima la 
peticionaria por parte de un agente del 
Estado
X Y contra Argentina X Y contra Argentina Práctica de revisiones vaginales en una 
cárcel de Argentina.
MM contra Perú El Esta do peruano asumió por la vía de 
solución amistosa la responsabilidad por la 
actuación de un m édico al servicio del 
Estado que violó a una paciente.
María Mamérita Mestanza Chávez contra 
Perú
Muerte por esterilización forzada después 
de haber sido coaccionada para aceptar la 
operación. El Estado asumió la 
responsabilidad.
Ana, Beatriz y Celia González contra 
México
Violación sexual por militares y archivo del 
expediente por el Ministerio Público 
Federal.
M Z contra Bolivia Violación sexual perpetrada por el hijo de 
los dueños de la casa que rentaba y su 
absolución por parte del Estado boliviano 
bajo el argumento de que fue ella quien 
cometió la agresión sexual (caso 
pendiente de decisión de fondo).
En los casos reseñados se presentan importantes avances en lo que se refiere 
a la violencia sexual. En el caso Raque!M artín de Mejia vs. Perú, la violación 
sexual fue reconocida como tortura; en cuanto a las revisiones vaginales en 
Argentina la CIDH recomendó modificar el Sistema Penitenciario y el Estado 
tomó medidas al respecto. En relación con la violación sexual de una indígena 
por el médico que la atendió, la queja solicitó la responsabilidad del Estado 
por la omisión en el cumplimiento de sus deberes y hubo una solución amistosa 
en la que se determinó una sanción para el médico. En términos generales, en 
estos casos, los informes de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
han establecido responsabilidad del Estado por violación de los derechos a la 
integridad personal, la libertad personal y las garantías judiciales.
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El grave problema de impunidad respecto de delitos de violencia sexual contra 
las mujeres en el contexto del conflicto armado interno colombiano hace 
necesaria una evaluación que, además de atender a la tipificación de las 
conductas y a la proporcionalidad de las penas, incorpore otros elementos que 
juegan un papel decisivo en la eficacia de la acción del Estado. La existencia de 
autoridades idóneas, los aspectos procedimentales, la garantía de 
participación en los procesos, el respeto por sus derechos y una protección 
adecuada y eficaz, tienen un especial relieve en tanto están en la posibilidad 
de potenciar o neutralizar riesgos de revictimización que inciden 
fundamentalmente en la decisión de denunciar o no, y en garantizar a la victima 
sus derechos a la verdad, la justicia y la reparación.
A continuación se presenta un desglose de estos aspectos tomando en 
consideración las posibilidades de conseguir justicia a partir de las 
pretensiones de demandar responsabilidad personal o del Estado y requerir 
reparaciones ya sea en el ámbito interno a través de la justicia penal ordinaria, 
la vía contenciosa administrativa y el procedimiento especial previsto en la 
ley 975 de 2005 y sus decretos reglamentarios, así como en el terreno de la 
justicia internacional a través del Sistema Interamericano - la Comisión y la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos- y el Sistema Universal, tanto del 
sistema de protección de Naciones Unidas como de la Corte Penal 
Internacional. En este punto es preciso no descartar la posibilidad del ejercicio 
de la jurisdicción universal30 ante tribunales nacionales que no pertenecen a 
la jurisdicción del Estado en cuyo territorio fueron cometidos los abusos, 
cuando estos se cometen en contextos de genocidio, crímenes de lesa 
humanidad, crímenes de guerra y tortura, entre otros.
El bien jurídico protegido en la legislación penal colombiana (ley 599 de 2000) 
en relación con los delitos sexuales es "la  libertad, integridad y  formación 
sexuales". A su vez, el título "D elitos contra e l Derecho Internacional 
Humanitario "agrava las penas por estos delitos cuando se cometen en persona 
protegida, con ocasión o en desarrollo del conflicto armado, e incorpora otros 
tipos penales relativos a violencia sexual.
30. “La jurisdicción universal establece que los tribunales nacionales pueden investigar y procesar a una persona sospechosa 
de cometer un delito en cualquier lugar del mundo con independencia de la nacionalidad del acusado o de la víctima, o en 
ausencia de todo vínculo con el Estado en el que ejerce dicho tribunal. Ciertos delitos -entre los que se mencionan 
expresamente el genocidio, los crímenes contra la humanidad, los crímenes de guerra, la tortura, las ejecuciones 
extrajudiciales y la desaparición -son tan graves que constituyen un delito contra el conjunto de la humanidad y, por lo 
tanto, todos los Estados tienen la obligación de llevar a los responsables ante los tribunales". (Amnistía 2001).
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205 Acceso carnal 
violento
Ocho (8) a 
quince (15) 
años
Las penas se aumentarán 




violento en persona 
protegida
Diez (10) a 
diez y ocho 
(18) años
1. La conducta se 
cometiere con el concurso 
de otra u otras personas.
2. El responsable tuviere 
cualquier carácter, 
posición o cargo que le 
dé particular autoridad 
sobre la víctima o la 
impulse a depositar en 
él su confianza.
Se configura este 
delito cuando se 
comete con 
ocasión o en 
desarrollo del 
conflicto armado
206 Acto sexual violento








a nueve (9) 
años.




4. Se realizare sobre
Se configura este 
delito cuando se 
comete con 




Acceso carnal o acto 




Ocho (8) a 
quince (15) 
años.
persona menor de 
doce (12) años.
5. Se realizare sobre el 
cónyuge o sobre con 
quien se cohabite o 
se haya cohabitado, 
o con la persona con 
quien se haya procreado 
un hijo.
Si se ejecuta acto 
sexual diverso del 
acceso carnal, 
la pena será de 




abusivo con menor 
de catorce añosl
Cuatro (4) 
a ocho (8) 
años.
209
Actos sexuales con 
menor de catorce 
años
Tres (3) a 
cinco (5) 
años
6. Se produjere 
embarazo
210
Acceso carnal o acto 




a ocho (8) 
años
Si no se realizare 
el acceso sino 
actos sexuales 
diversos de él, 
la pena será de 
tres (3) a 
cinco (5) años 
de prisión
Fuente: Elaborada por la Corporación Sisma Mujer sobre la base de información del Código Penal colombiano, 
ley 599 de 2000.
31. El artículo 14 de la ley 890 de 2004 aumentó todas las penas en la tercera parte en el mínimo, y en la mitad en el máximo.
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10 a 1000 
salarios 
mínimos.
1. Cuando se realice en 
persona que padezca, 
inmadurez psicológica, 
trastorno mental, 
enajenación mental y 
trastorno psíquico, 
temporal o permanente 
o sea menor de 18 años.
2. Como consecuencia, la 
víctima resulte afectada 
en daño físico 
permanente y/o lesión 
psíquica, inmadurez 
mental, trastorno mental 
en forma temporal o 
permanente o daño en
la salud de forma 
permanente.
3. El responsable sea 
cónyuge o compañero 
permanente o pariente 










doce (12) años 
se aumentará en 




o esclavitud sexual 
en persona 
protegida
Diez (10) a 
diez y ocho 
(18) años
Se configura este 
delito cuando se 
comete con 




Inducción a la 
prostitución
Prisión de 














Cinco (5) a 
diez (10) 
años
Se configura este 
delito cuando 
se comete con 
ocasión o en 
desarrollo del 
conflicto armado
Fuente: Elaborada por la Corporación Sisma Mujer sobre la base de información del Código Penal colombiano, 
ley 599 de 2000.
En el Título "D elitos contra personas y  bienes protegidos por e l derecho 
Internacional hum anitario’ se incrementan las penas por homicidio, lesiones 
personales, tortura, acceso carnal violento, actos sexuales violentos, y se prevé 
la prostitución o esclavitud forzada cuando la víctima es una persona protegida 
por el Derecho Internacional Humanitario.
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Este marco normativo se encuentra ampliado y alimentado por los avances en 
la legislación internacional en materia de violencia sexual en conflicto armado, 
provenientes principalmente del derecho penal internacional así como de diversos 
instrumentos internacionales de derechos humanos de las mujeres, ratificados 
todos ellos por el Estado colombiano en tanto se encuentran incorporados a la 
legislación interna a través del llamado bloque de constitucionalidad al cual se 
hizo referencia al tratar la responsabilidad del Estado.
Un punto de referencia obligado para la evaluación de la legislación penal 
colombiana en materia de violencia sexual es el Estatuto de Roma, incorporado 
a la legislación interna mediante la ley 742 de 2002. Si bien la jurisdicción 
sustantiva de la Corte Penal Internacional se encuentra circunscrita al 
genocidio, los crímenes de lesa humanidad, los crímenes de guerray la agresión 
-este último aún pendiente de definición-, las tipificaciones previstas para las 
diversas conductas que pueden hacer parte de estos crímenes genéricos 
significaron importantes avances en materia de violencia sexual en conflicto 
armado, (ver anexo 2: "Definición de los crímenes de violencia sexual en e l 
Estatuto de Roma ” ).
La definición de violación del Estatuto, y la contenida en el Código Penal 
colombiano para el delito de acceso carnal violento son plenamente 
compatibles porque prevén en ambos casos la penetración del pene o de 
cualquier parte del cuerpo o un objeto por diversas vías (artículo 212 del código 
penal, artículo 7.1.g. del Estatuto de Romay artículo 7.g.l. del documento anexo 
sobre Elementos de los Crímenes).
El Estatuto de Roma al definir el crimen de violación presenta un importante 
avance al detallar el requisito de que la violación haya tenido lugar “(...) por la 
fuerza, o mediante la amenaza de la fuerza o mediante coacción, como la 
causada por e l temor a la violencia, la intim idación, la detención, la opresión 
psicológica o e l abuso de poder (...)
Este nivel de detalle adquiere una importancia fundamental en la medida en 
que presenta una amplia gama de circunstancias coercitivas que pueden pesar 
sobre la víctima de manera que, estando en alguna de ellas, se la libera de la 
obligación de probar haber presentado algún tipo de resistencia explícita o 
implícita. Basta entonces a la víctima con la prueba de la circunstancia 
coercitiva para que el delito se encuentre configurado.
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En relación con la esclavitud sexual y la prostitución forzada, mientras el 
Código Penal colombiano agrupa estas dos conductas en un mismo delito, el 
Estatuto de Roma les da un tratamiento individualizado, estableciendo como 
elemento constitutivo de la prostitución forzada el que sea motivada por la 
obtención de ventajas pecuniarias o de otro tipo.
Uno de los antecedentes de la formulación de la esclavitud sexual como delito 
se encuentra en documentos del Tribunal Penal Internacional para Ruanda. 
En el escrito de acusación a Akayesu, se hizo referencia a “servicios sexuales” 
cuando se describió la práctica de tomar mujeres Tutsi como “esposas 
temporales”. Al respecto un grupo de académicas feministas presentaron a esta 
Corte una argumentación según la cual el caso era claramente de esclavitud.
Forzar bajo amenaza de muerte a las mujeres para que sean esposas temporales 
proporcionando servicios sexuales y domésticos, es, en términos del artículo 1(1) 
de la Convención Sobre la Esclavitud de 1926 situando a la mujer “En el estatus, o 
la condición de una persona sobre la cual se ejercen los poderes adjuntos al dere­
cho de propiedad”. También califica como condición de "servidumbre” bajo el artí­
culo 1(b) de la Convención Suplementaria para la abolición de la esclavitud . No 
importa si esta condición se dio por un acuerdo, y en Ruanda todo “acuerdo” o 
aquiescencia a dicho matrimonio temporal se dio por miedo al asesinato. La 
Relatora Especial sobre la Violencia contra la Mujer, sus Causas y Consecuencias 
ha reconocido que las “mujeres comfort” que fueron forzadas a la prostitución por 
el ejército japonés durante la segunda guerra mundial, fueron sometidas a la es­
clavitud sexual. Mientras que esta fue una forma más “industrializada” de esclavi­
tud, la aparente naturaleza menos organizada de esta práctica en Ruanda no cam­
bia su carácter esencial de una forma de esclavitud. (Brunet, Karekezi y otras, s.f.).
El Estatuto de Roma incorpora el delito de violencia sexual como todo acto de 
naturaleza sexual no consentido, que no pueda ser incluido dentro de los delitos 
anteriores y que haya tenido una gravedad comparable a ellos. La tipificación 
de este delito surgió como resultado de la experiencia de los tribunales para 
Ruanda y la antigua Yugoslavia, que se vieron abocados a juzgar conductas 
como desnudez forzada e imposición de entretención sexual forzada entre 
otras. En la legislación interna de Colombia, el delito correspondiente es el acto 
sexual violento que de manera similar se define por exclusión: “Elque, con 
ocasión y  en desarrollo de conflicto armado, realice acto sexual diverso a ! 




El embarazo y la esterilización forzados previstos como delitos en el Estatuto 
de Roma no se encuentran tipificados en la legislación penal colombiana.
Tal como se mostró en la descripción de la realidad de la violencia sexual en el 
conflicto armado interno, la esterilización forzada -a su vez- es una práctica 
generalizada al interior de los grupos armados ilegales, en los casos de las 
guerrillas y de los grupos paramilitares, que afecta a las mujeres combatientes 
y principalmente a niñas desde los 12 años. También se han reportado prácticas 
de abortos forzados en la guerrilla.
La ratificación del Estatuto de Roma, hace necesario que el Estado colombiano 
avance en el cumplimiento de tal legislación, incorporando la tipificación de 
estos delitos en el ordenamiento interno.
En cuanto al concurso de la violencia sexual con otros delitos, específicamente 
en lo que se refiere a las lesiones personales, la Corte Suprema de Justicia32 se 
pronunció afirmando:
Si bien el acceso carnal violento implica un grado de daño en la salud de la victima 
que queda subsumido en la conducta del acceso carnal, no todo daño causado a la 
víctima se entiende cobijado por este tipo penal. Cuando hay un exceso en la vio­
lencia necesaria para vencer la resistencia, se tipifica el delito de lesiones perso­
nales, que entraría en un concurso con el de acceso carnal violento. (...) la Corte 
consideró además que esta regla es aplicable también a los daños de carácter psi­
cológico. ( Cabal, Lemetre y Roa, 2001).
Como se desprende de esta tipificación de los delitos de violencia sexual en 
medio del conflicto armado en Colombia, las acciones judiciales pueden 
dirigirse en diversos sentidos según se acuda a la jurisdicción interna o 
internacional.
En el ámbito interno la puerta de acceso es el Título “delitos contra personas y  
bienes protegidos por e l D IH"át\ Código Penal, según el que la violencia sexual 
se encuentra incorporada a la legislación en la tipificación de una serie de 
delitos autónomos para cuya configuración se requiere que tales agresiones 
se hayan ejercido en contra de persona protegida por el DI H y que hayan tenido 
ocurrencia con ocasión o en desarrollo del conflicto armado.
32. Sentencia 9401 de 1996. Sala de Casación Penal. Magistrado ponente Fernando E. Arboleda.
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En la determinación de la responsabilidad de los Estados, la Comisión 
Interamericana ha conocido casos relativos a violencia sexual contra las mujeres 
y ha establecido responsabilidades por violación de los derechos a la libertad 
personal, al respeto a la integridad física, psíquica y moral, a la protección de la 
honra, dignidad, a igual protección de la ley y a garantías judiciales.
La Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso del Penal Migue! 
Casto Castro contra Perú declaró al Estado responsable de una violación a la 
convención de Belém do Pará por los actos de violencia perpetrados contra 
mujeres, y también por la violación del derecho a la integridad personal 
protegido por la Convención Americana sobre Derechos Humanos.
En la justicia penal internacional se ha avanzado en la caracterización de la 
violencia sexual como una forma de tortura. No obstante, estamos ante un 
camino que apenas se comienza a construir. El principal instrumento de la 
justicia penal internacional en relación con el tema, tal como ya se señaló es el 
Estatuto de Roma que prevé la violencia sexual en sus diversas expresiones como 
constitutiva de delitos de genocidio, crímenes de guerra y lesa humanidad.
La violencia sexual puede constituir genocidio cuando se realiza con la 
intención de destruir total o parcialmente a un grupo nacional, étnico, racial o 
religioso como tal; se entiende constitutiva de delito de lesa humanidad cuando 
se comete como parte de un ataque generalizado o sistemático contra una 
población civil y con conocimiento de dicho ataque; se incorpora como crimen 
de guerra cuando se comete como parte de un plan político, o como parte de la 
comisión en gran escala de tales crímenes.
Además de la consideración de la violencia sexual como genocidio, crimen de 
guerra o crimen de lesa humanidad según las circunstancias de su ocurrencia, 
el Estatuto de Roma incorpora otras conductas en las que se pueden incorporar 
los delitos de violencia sexual, o bien se puede establecer la existencia de 
concurso de delitos. Sobre el particular, la Corte Constitucional en la revisión 
de constitucionalidad del tratado aprobatorio del Estatuto de Roma, al 
constatar que debido a que el listado de crímenes de guerra incorporado 
proviene de diversos instrumentos internacionales, un mismo hecho podría 
quedar cobijado por varias de las conductas descritas en los distintos
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apartados, deduce que: “ ello sólo supone que en derecho penal internacional 
es posible que se presente e l concurso de conductas punibles”33.
Algunas de estas conductas a tomar en consideración son: tortura, (como 
crimen de lesa humanidad en el artículo 7 (l)(f) y como crimen de guerra en 
los artículos 8(2)(a)(ii)-l y 8(2)(c)(l)-4); mutilación, como crimen de guerra en 
los artículos 8(2)(b)(v)-l y 8(2)(c)(i)-2); esclavitud (como crimen de lesa 
humanidad en los artículos 7(l)(c)), al igual que provocar sufrimiento (como 
crimen de lesa humanidad en el artículo 8(2)(a)(iii)), trato inhumano, (como 
crimen de lesa humanidad en el artículo 7(l)(k) y como crimen de guerra en el 
artículo 8(2)(a)(ii)-2). Ultrajes contra la dignidad personal (como crimen de 
guerra en el artículo 8(2)(b)(xxii), y 8(2)(c)(ii)) y los tratos crueles (como crimen 
de guerra en el artículo 8(2)(c)(i)-9).
A continuación se presenta una mirada sobre los avances jurisprudenciales, 
legales y doctrinarios en cuanto a las diversas posibilidades de abordaje penal 
de la violencia sexual según las circunstancias de su ocurrencia, tomando como 
referente principal el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, con el 
fin de aportar elementos para la búsqueda de justicia en tribunales nacionales 
e internacionales.
2. La violencia sexual como crimen de guerra
La Corte Penal Internacional tiene competencia frente a crímenes de guerra 
cuando estos se cometen como parte de un plan o política, o como parte de la 
comisión en gran escala de tales crímenes. Incorpora un extenso listado de 
conductas en cada uno de los siguientes ítems:
> Las infracciones graves de los Convenios de Ginebra.
> Otras violaciones graves de las leyes y usos aplicables en los conflictos 
armados internacionales dentro del marco establecido de derecho 
internacional.
> En caso de conflicto armado que no sea de índole internacional, las 
violaciones graves del artículo 3 común a los Convenios de Ginebra.
33. Corte Constitucional. Sentencia C- 578 de 2002.
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> Otras violaciones graves de las leyes y los usos aplicables en los conflictos 
armados que no sean de índole internacional, dentro del marco establecido 
de derecho internacional.
El listado de conductas que pueden ser consideradas como crímenes de guerra 
proviene principalmente de los Convenios de la Haya de 1899 y 1907, de Ginebra 
de 1925, los Convenios de Ginebra de 1949 y sus dos Protocolos Adicionales, 
así como de otras normas convencionales sobre el uso de ciertas armas de 
guerra. De esta manera se integran normas sobre protección a no combatientes 
y sobre limitación a métodos y armas de guerra.
Si bien las conductas previstas por el Estatuto de Roma para conflictos armados 
internacionales son más amplias que para conflictos armados no 
internacionales, atribuye gran relevancia a estos últimos y en ambos casos, 
los delitos de violencia sexual se encuentran enumerados en los listados de 
otras violaciones graves de las leyes y usos aplicables a conflictos 
internacionales (artículo 8- b-xxii) y no internacionales (artículo 8-e-vi).
Los avances del Estatuto de Roma en cuanto a tipificación de conductas 
ocurridas en el marco de conflictos armados internos, adquieren mayor 
importancia en un contexto mundial donde son este tipo de conflictos los que 
se presentan con mayor frecuencia. Para Colombia, con un conflicto armado 
interno de tan larga duración, esta evolución del derecho penal internacional 
reviste singular importancia. La definición de «conflicto armado interno» tal 
y como lo establece el Estatuto, no incluye las situaciones de simples disturbios 
internos, como motines o actos esporádicos o aislados de violencia o cualquier 
acto similar; no obstante, tal como lo señala la Corte Constitucional 
colombiana: “(...) La jurisprudencia internacional ha considerado que la 
existencia de un conflicto armado no exige una declaratoria formal, sino basta 
con que en elplano fáctico se presenten los elementos constitutivos de éste, 
es decir "... elrecurso a la fuerza entre Estados o prolongada violencia armada 
entre las autoridades gubernamentales y  grupos armados organizados o entre 
tales grupos a ! interno (sic) de un Estado... ’54
•
De igual manera, en el caso Kunarak del Tribunal Penal Internacional para la 
antigua Yugoslavia se estableció que la exigencia de un conflicto armado como
34.-Sentencia del tribunal de apelación del 1 de octubre de 1995. Caso Tadic, T1PY. Sentencia C- 578 de 2002.
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elemento constitutivo de los crímenes de guerra puede satisfacerse con la 
demostración de que éste tácticamente existió en un momento y lugar 
determinado35. (Consorcio actoras, 2006).
«
Respecto de los posibles sujetos pasivos de estos crímenes, la Corte 
Constitucional colombiana resalta que:
las definiciones empleadas cobijan a organizaciones armadas no estatales, de con­
formidad con los desarrollos del DIH. En otras palabras, los miembros de grupos 
armados irregulares, al igual que los integrantes de la fuerza pública regular, pue­
den ser sujetos activos de estos crímenes. Otro aspecto importante consagrado en 
el Estatuto de Roma en relación con los conflictos armados que no tengan carácter 
internacional, es el hecho de no incluir las condiciones de control territorial y 
mando responsable que señala el Protocolo II, con lo cual se amplía el ámbito de 
conflictos internos en los que pueden presentarse este tipo de crímenes.36
No obstante, las posibilidades que el Estatuto de Roma presenta para juzgar 
responsables de crímenes de guerra, no se puede olvidar que la competencia 
de la Corte Penal Internacional para conocer de estos crímenes ocurridos en 
Colombia está limitada por la reserva introducida por el Estado en el momento 
de la ratificación del tratado cuando inhabilita a la CPI para conocer de estos 
delitos durante siete años, es decir hasta el año 2009. Es por ello que los 
distintos tipos de violencia ejercida contra las mujeres, que hayan tenido o 
tengan ocurrencia como crímenes de guerra durante ese tiempo y antes de la 
ratificación del tratado en virtud de sus mismas disposiciones, no podrán ser 
investigadas ni sancionadas por la CPI a menos que configuren crímenes de 
genocidio o lesa humanidad, lo que en todo caso no afecta la posibilidad de la 
intervención internacional por la vía de la jurisdicción universal.
En la legislación penal colombiana la incorporación del título "Delitos contra 
personas y  bienes protegidos por e l D IH”, se refieren a crímenes cometidos 
con ocasión o en desarrollo del conflicto armado, de manera tal que pueden 
ser clasificados igualmente dentro de los crímenes de guerra. Los delitos de 
violencia sexual contemplados en este título son: acceso carnal violento en 
persona protegida; actos sexuales violentos en persona protegida, y 
prostitución forzada o esclavitud sexual en persona protegida.
35. Sentencia del 22 de febrero del 2001(caso Kunarak) TIPY.
36. Corte Constitucional. Sentencia C-578 de 2002
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3. La violencia sexual como crimen de lesa humanidad
El Estatuto de Roma define los crímenes de lesa humanidad como: 
“Cualquiera de los actos siguientes cuando se cometa como parte de un ataque 





d) Deportación o traslado forzoso de población,
e) Encarcelación u otra privación grave de la libertad física en violación de 
normas fundamentales de derecho internacional,
f) Tortura,
g) Violación, esclavitud sexual, prostitución forzada, embarazo forzado, 
esterilización forzada o cualquier otra forma de violencia sexual de 
gravedad comparable,
h) Persecución de un grupo o colectividad con identidad propia fundada en 
motivos políticos, raciales, nacionales, étnicos, culturales, religiosos, de 
género definido en el párrafo 3, u otros motivos universalmente 
reconocidos como inaceptables con arreglo al derecho internacional, en 
conexión con cualquier crimen de competencia de la Corte,
i) Desaparición forzada de personas, 
j) El crimen de apartheid,
j) Otros actos inhumanos de carácter similar que causen intencionalmente 
grandes sufrimientos o atenten gravemente contra la integridad física o la 
salud mental o física”.
La Corte Constitucional en la sentencia de control de constitucionalidad del 
Tratado Aprobatorio del Estatuto de Roma hace referencia, entre otros 
derechos protegidos con la tipificación de los crímenes de lesa humanidad, al 
derecho a la igualdad:
(...) las definiciones sobre crímenes de lesa humanidad que trae el Estatuto prote­
gen la efectividad del derecho a la vida, la prohibición de torturas y desaparicio­
nes, la igualdad y la prohibición de la esclavitud. Igualmente, al dotar al sistema de 
protección de derechos humanos con una herramienta adicional para la lucha con­
tra la impunidad en materia de graves violaciones a los derechos humanos, reite-
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ran los compromisos de Colombia como parte del Pacto de Derechos Civiles y Polí­
ticos (Ley 74 de 1968), de la Convención Americana de Derechos Humanos (Ley 16 
de 1972), de los Convenios de Ginebra de 1949 (Ley 6 de 1960) y sus Protocolos I y 
II de 1977 (Leyes 11 de 1992 y 171 de 1994), la Convención contra la Tortura y otros 
* tratos crueles, inhumanos o degradantes (Ley 76 de 1986), la Convención sobre la 
represión y castigo del Apartheid (Ley 26 de 1987), y la Convención Internacional 
sobre la eliminación de todas las formas de discriminación racial (Ley 22 de 1981), 
entre otras.37
El Estatuto de Roma, al incluir los crímenes de violencia sexual, avanza en la 
protección de las mujeres contra la discriminación y la violencia contra ellas, 
y brinda herramientas para vigilar el cumplimiento de los compromisos 
adquiridos por el Estado colombiano como firmante de la Convención de 
CEDAW y de la Convención de Belém do Pará.
En esta misma sentencia la Corte Constitucional destaca la inclusión de la 
violencia sexual como crimen de lesa humanidad:
La definición de crímenes de lesa humanidad que trae el Estatuto difiere de la 
empleada hasta el momento en el derecho penal internacional en varios aspectos. 
Por un lado, el Estatuto amplía la definición de crímenes de lesa humanidad para 
incluir expresamente las ofensas sexuales, (distintas a la violación). Esta conduc­
ta está incluida en los Estatutos de los Tribunales de Yugoslavia (artículo 5(g) y 
Ruanda (artículo 3(g), pero no fue incluida en el Estatuto del Tribunal de 
Nuremberg).-38
La caracterización de los delitos relacionados con la violencia sexual ocurridos 
durante episodios que se espera sean juzgados como crímenes de lesa 
humanidad, implica una gran exigencia que es necesario atender en detalle, 
sobre todo teniendo en cuenta la limitación establecida en Colombia para 
acceder a la Corte Penal Internacional cuando los casos tienen relación con 
crímenes de guerra. Se propone a continuación una evaluación de los 
elementos que configuran los crímenes de lesa humanidad contemplados como 
tales por La Corte Constitucional de Colombia.
37. Corte Constitucional. Sentencia C- 578 de 2002.
38. Ibidem.
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a. Ataque generalizado o sistem ático
Para la Corte Constitucional,
El Estatuto utiliza las expresiones «ataque generalizado» para designar «una línea 
de conducta que implique un alto número de víctimas» y el término «sistemático» 
para referirse al alto nivel de organización, ya sea mediante la existencia de un 
plan o una política. Como se emplea el término disyuntivo «o», tales condiciones 
no son acumulativas, por lo cual el homicidio de un solo civil puede constituir un 
crimen de lesa humanidad si se cometió dentro de un ataque sistemático. El «ca­
rácter sistemático o generalizado del ataque a la población civil», ha sido interpre­
tado por los Tribunales Internacionales Ad Hoc. Por ejemplo, el Tribunal Interna­
cional para Ruanda estableció en el caso Akayesu (sept. 2 de 1998) que: «El con­
cepto de «generalizado» puede ser definido como masivo, frecuente, acción en gran 
escala, llevada adelante en forma colectiva con seriedad considerable y dirigida 
contra una multiplicidad de víctimas. El concepto de «sistemático» puede ser de­
finido como bien organizado y siguiendo un plan regular sobre la base de un polí­
tica concertada que involucre recursos sustanciales públicos y privados.
Una mirada retrospectiva a la violencia sexual ejercida contra las mujeres 
colombianas por parte de los diversos actores armados legales e ilegales aporta 
elementos para la consideración de estos crímenes como “sistemáticos o 
generalizados”.
En relación con el carácter generalizado de la violencia sexual en el conflicto 
armado interno en el país, se citan a continuación apartes de diversos informes 
de organismos internacionales y nacionales de derechos humanos que dan 
cuenta de la magnitud de estos hechos:
Durante el año 2001, en su visita al país, la Relatora Especial sobre Violencia 
contra las Mujeres de las Naciones Unidas constató que:
El enfrentamiento directo entre los diferentes grupos armados es poco frecuente 
ya que esos grupos tratan de consolidar sus avances atacando a personas civiles 
que se sospecha apoyan al otro bando. Aunque los hombres son las víctimas más 
frecuentes de las ejecuciones sumarias y las matanzas, la violencia contra la mu­
jer, en especial la de carácter sexual por parte de grupos armados, resulta habitual 
en el contexto de un conflicto que lentamente va cambiando de matices y que.no 
respeta el DIH.39
39. Naciones Unidas. Comisión de Derechos Humanos. Informe de ¡a Relatora Especial sobre la Violencia contra la Mujer, 
sus causas y  consecuencias. 58° periodo de sesiones E/CN.4/2002/83/Add.3.11 de marzo.
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Por su parte, el informe laONG de Amnistía Internacional reseña: “La violencia 
contra las mujeres, en particu lar la violencia y  la  explotación sexuales - 
llegando hasta la violación y  la m utilación genital -, forma parte integral del 
conflicto armado y  continúa siendo una práctica extendida que utilizan todos 
los bandos del conflicto. "(Amnistía, 2004).
Esta situación continúa presentándose, aún después de los acuerdos 
incumplidos sobre cese de hostilidades a los que se comprometieron los grupos 
paramilitares como requisito para adelantar procesos de negociación con el 
gobierno. En el Noveno Informe de la Misión de apoyo al proceso de paz en 
Colombia de la Organización de los Estado Americanos MAPP-OEA se afirma 
que: “Las dinám icas regionales ligadas a ! surgim iento, fortalecim iento y  
expansión de las nuevas estructuras ilegales han afectado a las poblaciones y  
comunidades más vulnerables. La violencia contra las mujeres continúa siendo 
utilizada como estrategia de guerra por los actores armados del conflicto en 
su lucha por controlar territorio” w.
A pesar de importantes diferencias con algunos autores de investigaciones, 
libros y trabajo con víctimas de violencia sexual, la experiencia de Perú y 
Guatemala, específicamente en lo que se refiere a la caracterización que del 
fenómeno proponen los informes de las respectivas Comisiones de la Verdad 
creadas en esos países después de los conflictos armados recientes, aportan 
elementos de referencia.
El informe de la Comisión de la Verdad y Reconciliación de Perú -CVR- cuando 
se refirió a la violencia sexual contra las mujeres ocurrida durante el conflicto 
armado interno en ese país concluyó que: “había sido una práctica generalizada 
en e l contexto de masacres y  de ejecuciones arbitrarias, de operativos m ilitares 
o policiales, de detenciones arbitrarias fuera del control form al o de hecho del 
M inisterio Público y  de la  desaparición forzada de personas. En e l caso 
específico de la violación sexual, la CVR la consideró una práctica reiterada y  
persistente."(Mantilla, 2007).
Además del acotamiento en relación con los delitos en los cuales además se 
cometieron crímenes de violencia sexual (en ocurrencia de masacres, 
ejecuciones arbitrarias, desapariciones forzadas), la CVR responsabilizó
40. Noveno Informe trimestral del Secretario General ai Consejo Permanente sobre la Misión de Apoyo al proceso de paz en 
Colombia MAPP/OEA. OEA/Ser.6 CP/doc.4237/07. Julio 3 de 2007
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principalmente a la fuerza pública peruana (ejército y policía) y estableció 
limitaciones temporales y espaciales a su acción cuando señaló que ésta 
práctica solamente podía considerarse generalizada en determinadas épocas 
y lugares.
En cuanto a la limitación espacial, se ha determinado que esta práctica tuvo 
carácter sistemático especialmente en los departamentos de Ayacucho, 
Huancavelica, Huanuco, Apurimacjunín, Cusco San Martín Ucayaly. El informe 
de la CVR da cuenta de las 40 bases militares y centros de detención donde se 
perpetraron agresiones sexuales. (Dador, 2007).
La larga duración del conflicto armado interno en Colombia plantea un gran 
reto para la ubicación de tiempos, lugares y actores, de manera que permita 
precisar lo ocurrido con miras a la determinación de patrones y líneas de 
conducta con posibilidades de cumplir estándares probatorios judiciales que 
apunten a caracterizar la violencia sexual como “generalizada”.
Los informes de la verdad en Perú y Guatemala41 se constituyen en una 
importante herramienta para la posterior judicialización de estos casos, 
máxime si se toma en consideración que la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos sentó un precedente al respecto en el caso Myrna Mack Chang contra 
Guatemala42 al dar plena validez probatoria al Informe Guatemala, Memoria 
de!silencio  de la Comisión para el Esclarecimiento Histórico. (Consorcio 
actoras, 2006). En Colombia, dentro del marco legal de negociación con grupos 
paramilitares (Ley 975 de 2005) está prevista una comisión encargada de 
elaborar un informe sobre las razones del origen y permanencia de los grupos 
armados al margen de la ley, aunque no es posible afirmar que se trate de una 
comisión de la verdad propiamente dicha básicamente porque ha sido creada 
en medio del conflicto armado interno, y adicionalmente, su composición 
mayoritaria por representantes de entidades del Estado le resta autonomía e 
independencia. Por lo pronto, se cuenta con una serie de documentaciones 
contenidas en los informes reseñados en la primera parte de este documento, 
que se constituyen en insumos fundamentales para develar el carácter 
generalizado de la violencia sexual ocurrida en el país en los últimos años. ,
41. Comisión de la Verdad y Reconciliación del Perú. CVR
Comisión para el Esclarecimiento Histórico. Guatemala, memoria del silencio. CEH
Guatemala Nunca Más. Informe del proyecto Interdiocesano de Recuperación de la Memoria Histórica. Remhi.
42. Corte Interamericana de Derechos Humanos. Sentencia del 25 de noviembre de 2003.
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Como ya se ha dicho, la recopilación de información es mínima con anterioridad 
al año 2001, cuando la Relatora Especial sobre Violencia contra las Mujeres de 
las Naciones Unidas visitó el país. Diversas organizaciones se encuentran 
documentando estas violaciones en el ámbito nacional y las regiones, pero la 
posibilidad de hacerlas públicas está condicionada definitivamente por la 
existencia actual del conflicto armado interno en el país. Con contadas 
excepciones, las víctimas que superando serias barreras culturales deciden 
hablar de la violencia sexual a la que han sido sometidas, piden absoluta 
confidencialidad y expresan que no están dispuestas a denunciar pues la 
presencia de los actores armados en las regiones y sus estrechos vínculos con 
órganos de poder entre ellos la rama judicial, las hace temer por su vida, y la 
de sus familiares o personas cercanas.
Respecto del concepto de “ataque sistemático” que hace referencia a un plan 
organizado, sobre la base de una política concertada, en Perú ha sido posible 
encontrar patrones territoriales de ocurrencia de la violencia sexual como 
práctica generalizada en lugares donde se establecieron bases de la fuerza 
pública, y en Guatemala, la Comisión para el Esclarecimiento Histórico después 
de constatar la forma masiva y sistemática con que el ejército perpetró las 
violaciones sexuales de las mujeres, llegó a la convicción de que no se trató de 
actos aislados y excesos esporádicos sino sobre todo de una planificación 
estratégica. (Consorcio actoras, 2006).
En Colombia, se ha señalado que la violencia sexual ejercida por los actores 
del conflicto ha obedecido a un plan predeterminado con la intención, a través 
de estos actos, de aterrorizar a la población para obligarla a abandonar los 
territorios con el fin de consolidar su dominio. Al respecto, la Relatora sobre 
derechos de las mujeres de la CIDH afirmó:
A través de la información y testimonios recabados, la Relatora pudo constatar 
que dentro del conflicto armado colombiano la violencia contra la mujer es un pro­
blema estructural en donde la mujer se convierte en un botín de guerra para los 
actores armados, en su lucha por controlar comunidades y territorio. La Relatora 
pudo constatar que las mujeres colombianas son víctimas de homicidios, secues­
tros, detenciones masivas, reclutamiento forzado, señalamientos y amenazas, su­
mándose a ello una especial modalidad de violencia asociada a delitos de carácter 
sexual como la violación, trata de personas, y prostitución forzada, destinados a 
deshumanizarlas. (...) Estas modalidades de violencia son utilizadas como instru­
mento para intimidar e impartir terror a comunidades que habitan en zonas de
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conflicto, provocando el desplazamiento de cientos de familias que tienen princi­
palmente a mujeres como cabeza de hogar. (Relatora - CIDH, 2006).
Un ataque sistemático tiene como referente necesario la existencia de un 
aparato organizado de poder (estatal o no estatal) pues sus autores pueden 
ser agentes del Estado o actuar por su instigación, con su consentimiento o 
aquiescencia, o realizar tales acciones de conformidad con la política de 
organizaciones sin relación con el gobierno, que planifiquen, definan y lleven 
a cabo políticas de actuación delictiva contra la población civil. En Colombia, 
la diversidad de actores armados ofrece un panorama complejo: guerrillas 
(principalmente Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia FARC-EP y 
Ejército de Liberación Nacional ELN) paramilitares (agrupados principalmente 
como Autodefensas Unidas de Colombia -AUC - y otros grupos entre ellos 
las Autodefensas Campesinas de Córdobay Urabáy Autodefensas Campesinas 
de Meta y Vichada, sin tomar en consideración las que se han conformado 
recientemente con diferentes niveles de autonomía y relación entre ellos) y 
las fuerzas armadas. El carácter sistemático exige pues una mirada 
particularizada al modus operand/'de cada uno de estos grupos en relación 
con la práctica de violencia sexual contra la población civil.
En relación con las guerrillas, si bien los diferentes informes reseñan delitos 
de violencia sexual cometidos por las FARC y el ELN, resulta necesario avanzar 
en la investigación sobre patrones de modo tal que den cuenta de una 
planificación en la que la violencia sexual sea contemplada como un 
componente de su política frente a la población civil. Los diversos informes 
presentan casos generalmente individuales, aunque ocurridos principalmente 
en zonas de disputa territorial con paramilitares y fuerza pública. Pese a que 
no fue posible acceder a sus reglamentos y normas de conducta frente a la 
población civil, en entrevista realizada a una guerrillera de las FARC-EP en el 
año 2005, ésta afirmó que en la guerrilla la violación sexual contra integrantes 
de la población civil es castigada con el fusilamiento43. No obstante estar 
prohibido en sus reglamentos, las guerrillas de las FARC y el ELN son 
responsables de delitos de violencia sexual contra las mujeres en el país, (ver 
anexo 2: Violencia sexual contra m ujeres2001 - 2006.)
43. ¿ABUSO SEXUAL EN LAS FARC - EP?» Entrevista realizada por Dick Emanuelsson con Catherine Millér, guerrillera de 
las FARC-EP en el año 2005. En www.ancoI.org/es/site/doc.php7id-2223.
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En cuanto al accionar de policía y ejército, según la información reportada 
por la Fiscalía General de la Nación (ver anexo 2) les es atribuible el 80% de los 
delitos de violencia denunciados durante el período 2001-2006 (a los 
paramilitares se les atribuye el 14.2% y a las guerrillas el 3.9%). A diferencia de 
lo ocurrido en Perú, las denuncias conocidas por la justicia sobre violencia 
sexual practicada en el interior de bases militares, los hechos conocidos en el 
país en este contexto son esporádicos, lo que en principio no permitiría afirmar 
el carácter de sistemático de los mismos en estas circunstancias especiales en 
que se presentaron en Perú. Algunos de los casos que se han presentado en el 
país en bases militares han llegado a la justicia ordinaria previo conocimiento 
inicial, de manera ilegal, por parte de la justicia penal militar.
El componente sistemático de la violencia sexual contra mujeres se hace más 
evidente en relación con los grupos paramilitares, sin perder de vista que 
muchas de sus acciones especialmente en momentos previos, y durante tomas 
de poblaciones, y en el contexto de masacres, las cuales han requerido una 
movilización amplia de hombres y armas, han sido cometidas contando con la 
complicidad, aquiescencia, connivencia u omisión de la fuerza pública. Tal 
como ya se ha señalado, esto ha quedado establecido por la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos en los casos 19 Comerciantes, de las 
masacres de Ituango y el Aro, Pueblo Bello, Mapiripán y La Rochela. De esta 
manera, teniendo en cuenta cada acción en particular, es necesario atender al 
nexo existente entre grupos paramilitares y diversos agentes del Estado con 
el fin de avanzar en el esclarecimiento de responsabilidades individuales en 
estos hechos, por parte de integrantes de la fuerza pública colombiana así como 
de otros servidores públicos que pudieron haber estado involucrados en este 
tipo de delitos.
En las masacres de Ituango y el Aro en Antioquia44, El Salado en Bolívar45 y El 
Naya en Cauca, todas ellas cometidas por grupos paramilitares, así como en 
hechos ligados al ingreso gradual de grupos paramilitares a regiones 
específicas, existe documentación sobre hechos de violencia sexual. En cuanto 
a acciones de control territorial previas a tomas de poblaciones y durante ellas, 
la mínima documentación de casos existente presenta evidencia suficiente 
para justificar una indagación a fondo sobre la posible existencia de violencia
44. En la sentencia de Corte Interamericana en relación con esta masacre, uno de los testigos reseña la violación sexual a 
varias mujeres.
45. Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso de las Masacres de Ituango Vs. Colombia. Sentencia 1 de julio de 2006.
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sexual en estos contextos como parte de las estrategias de los grupos 
paramilitares, a partir de ordenes de altas jerarquías en su interior, contando 
con la complicidad, connivencia u omisión del Estado, con el fin de atemorizar 
a la población y provocar su desplazamiento para lograr el control territorial.
b. Dirigido contra la población civil.
Al respecto, la Corte Constitucional señala:
Esta expresión tiene su origen en la expresión «civiles», empleada en la definición 
de crímenes contra la humanidad durante la Segunda Guerra Mundial. Además, 
ha sido recogida en los Protocolos I y II adicionales a los Convenios de Ginebra, 
para designar a no combatientes y fue incluida por los Estatutos de los Tribunales 
para Yugoslavia y Ruanda. Sin embargo, como quiera que tanto en el Estatuto de 
Roma como en el Estatuto para Ruanda no se requiere la existencia de un conflicto 
armado, es útil recordar la definición empleada en el caso Kayishema No. ICTR- 
95-1-T de la Cámara de Juzgamiento II (Trial Chamber II) del Tribunal de Ruanda 
que definió de manera amplia el concepto de población civil: «en el contexto de la 
situación de la Prefectura de Kibuye, donde no había conflicto armado, la defini­
ción de civiles, incluye a todas las personas excepto a aquellas que tienen el deber 
de preservar el orden público y el uso legítimo de la fuerza. Por lo tanto, el concep­
to «no civiles» incluiría, por ejemplo, a los miembros de las FAR, del RPF, la Policía 
y la Gendarmería Nacional. (Corte Constitucional, Sentencia C-578 de 2002).
La documentación sobre violencia sexual en el conflicto armado interno en el 
país da cuenta de delitos de violencia sexual al interior de sus filas contra las 
mujeres combatientes de las guerrillas y de los grupos paramilitares, entre 
ellos la violación, la esterilización forzada, el aborto forzado y esclavitud sexual 
y doméstica. A este respecto, la Relatoría sobre derechos de las mujeres de la 
CIDH retomó información de prensa que da cuenta de esta situación: "Enjulio 
los medios de comunicación dieron a conocer una información de la fiscalía 
sobre abusos com etidos por integrantes de las FARC-EP contra niñas 
incorporadas a sus filas, tales como abortos forzados, violencia sexual, 
amenazas, y  tratos crueles y  degradantes”47.
Estas acciones no pueden ser consideradas como delitos de lesa humanidad 
por la exigencia de que estos delitos deben haber ocurrido en el contexto,de 
un ataque generalizado o sistemático contra un sujeto pasivo calificado que 
debe revestir la condición de “población civil”; en consecuencia, deberán ser
47.-Revista Semana, «Infamia», 2 de julio de 2006.
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judicializadas como delitos autónomos que podrían eventualmente ser 
considerados en concurso con crímenes de guerra, como el reclutamiento de 
menores para efectos de investigación y juzgamiento a nivel nacional y para 
efectos de que su conocimiento sea asumido a través de la jurisdicción 
universal.
La aclaración de la Corte Constitucional respecto de la no exigencia de un 
conflicto armado para verificar la condición de población civil adquiere especial 
importancia en el país, si se toma en consideración la dificultad adicional que 
significa el hecho de que el Presidente de la República se niega al 
reconocimiento de la existencia de un conflicto armado, aunque de manera 
simultánea adelante negociaciones de paz con paramilitares, designe consejero 
de paz y ordene permanentes acciones de guerra.
c. Que implique la comisión de actos inhumanos.
Para el DIH, los delitos de violencia sexual son ofensas al pudor y no se 
encuentran contemplados dentro de las denominadas “infracciones graves 
contra e l Derecho Internacional Hum anitario”. De ahí la importancia de su 
tipificación como crímenes graves por parte del Estatuto de Roma.
Los actos denominados inhumanos para efectos de la tipificación de los delitos 
como de lesa humanidad se encuentran enumerados en el artículo 7 del Estatuto 
de Roma y entre ellos se incorporan expresamente la violación, la esclavitud 
sexual, la prostitución forzada, el embarazo forzado, la esterilización forzada, o 
cualquier otra forma de violencia sexual comparable. (Artículo 8-g).
d. Conocimiento de que se trata de un ataque sistemático o generalizado 
contra una población civil.
Para la Corte Constitucional:
Esta expresión resalta que es el contexto dentro el cual se realizan los actos crimi­
nales, lo que los transforma en crímenes de lesa humanidad. De conformidad con 
lo decidido por la Cámara de Apelaciones en el Caso Tadic, resulta irrelevante que 
los actos hayan sido cometidos por «motivos puramente personales», pues lo que 
se examina es si el procesado era consciente o deliberadamente «ciego» de que 
sus actos se encontraban dentro del ámbito de un crimen contra la humanidad. 
Este mismo estándar fue definido por la Corte Suprema Canadiense en el Caso R v. 
Finta (1994,1. S. C. R. 701). (Corte Constitucional Sentencia C-578 de 2002).
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Por lo anterior, este elemento no requiere prueba de que el autor tuviera 
conocimiento de todas las características del ataque ni de los detalles precisos 
del plan o de la política del Estado o de la organización, sino de la gravedad de 
los actos cometidos.
Para los actos de persecución en el estatuto de Roma, solamente se han de 
tomar en cuenta los fundamentos políticos, raciales, nacionales, étnicos, 
culturales, religiosos o de género. En este punto, la incorporación de la 
persecución por motivos de género como uno de los delitos constitutivos de 
crímenes de lesa humanidad, significa un importante avance en el derecho 
penal internacional respecto de instrumentos anteriores que hacen referencia 
a este crimen, ninguno de los cuales incorporaba el criterio de género. El 
Estatuto de Roma entiende por persecución: "La privación intencional y  grave 
de derechos fundamentales en contravención del derecho internacional en 
razón de la identidad del grupo o de la colectividad”.
e. Por último, para la Corte Constitucional:
El contexto dentro del cual puede ocurrir un crimen de lesa humanidad puede ser 
en tiempos de paz, de guerra internacional o de conflicto interno. No necesaria­
mente se comete en conexión con otro crimen. Una excepción es el enjuiciamien­
to de cualquier grupo o colectividad; el cual debe de estar relacionado con otro 
acto enumerado en el artículo 7.1, o cualquier otro delito de la competencia de la 
CPI. (Sentencia C-578 de 2002).
Aunque tal como señala la Corte para los delitos en general, no se requiere que 
la violencia sexual se cometa en conexidad con otro crimen para efectos de su 
caracterización como delito de lesa humanidad en el país, si lo que se busca es el 
enjuiciamiento de grupos armados, la relación con otros delitos de los 
contemplados como de lesa humanidad en el Estatuto de Roma puede resultar 
indispensable. La ocurrencia de violencia sexual contra las mujeres como parte 
de un plan predeterminado de alguno o algunos de los actores armados en el 
país puede investigarse principalmente en el contexto de masacres y actos 
previos, o durante las tomas de poblaciones en donde se realizaron actos 
delictivos complejos en relación con la comisión simultánea o consecutiva.de 
varias conductas, dirigidas contra la población civil. En consecuencia, lo que se 
buscaría es el enjuiciamiento de uno o varios de los actores armados por estos
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hechos en conexidad con asesinatos, torturas, desplazamiento y desaparición 
forzada entre otros con el fin de configurar delitos de lesa humanidad.
A. Los delitos de violencia sexual como genocidio.
...........- - -............... -..O
La Convención para la Prevención y Castigo del Delito de Genocidio, y el 
Estatuto de Roma entienden por genocidio:
Cualquiera de los actos mencionados a continuación perpetrados con la intención de 
destruir total o parcialmente a un grupo nacional, étnico, racial, o religioso como tal:
Matanza de miembros del grupo;
Lesión grave a la integridad física o mental de los miembros del grupo;
Sometimiento del grupo a condiciones de existencia que hayan de acarrear su des­
trucción física, total o parcial;
Medidas destinadas a impedir nacimientos en el seno del grupo;
Traslado por ¡a fuerza de niños de!grupo a otro.
Si bien la violencia sexual no aparece explícita dentro de las modalidades de 
genocidio, su inclusión en el Estatuto de Roma se realizó a través del documento 
anexo: “Elementos de los crímenes” en nota incorporada al artículo 6.b. que se 
refiere al genocidio mediante lesión grave física o mental señalando: "Esta 
conducta puede inclu ir actos de tortura, violaciones, violencia sexual o tratos 
inhumanos o degradantes, pero no está necesariamente lim itada a ellos”.
Durante el juicio a Akayesu del Tribunal Penal Internacional para Ruanda, un 
grupo de académicas feministas enviaron a la fiscal la siguiente argumentación 
para conseguir que la violencia sexual contra las mujeres Tutsi fuera calificada 
como genocidio además de tortura:
Desde nuestro punto de vista, cuando el contexto genocida demuestra la Inten­
ción de destruir, del todo o en parte, un grupo protegido se establece, luego los 
actos listados en (a) hasta (e) cometidos como parte integral déla violación cons­
tituyen un genocidio. En Ruanda los hechos reportados indican que la violación 
y la violencia sexual generalmente precedían un asesinato, y con otras formas 
de tortura, tenían la intención de aumentar el sufrimiento antes de la muerte.
Para aquellos que sobrevivieron, dicha violencia causó daños físicos y mentales 
serios a los miembros del grupo. Dependiendo de los hechos, la violación y la
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violencia sexual podrían constituir un delito dentro de la esfera de (c) o (d) ba­
sado en las consecuencias físicas para la salud y la capacidad reproductiva de la 
mujer y del hombre al igual que potencial psicosocial de marginalización y des­
espero. Segundo, al investigar y documentar el genocidio bajo el artículo 2 del 
Tribunal Penal Internacional para Ruanda, es críticamente importante exami­
nar el carácter y el impacto de la propaganda en las mujeres Tutsi. La informa­
ción de segunda mano a nuestra disposición nos sugiere que la propaganda ge­
neral incitó a los hombres Hutu a violar y en muchos casos a asesinar a las muje­
res Tutsi al relacionar belleza e inaccesibilidad con traición. (13) Usted indicó la 
intención de la fiscalía de procesar la violación y la violencia sexual como for­
mas de genocidio. Le instamos con vehemencia que lo haga rápida y efectiva­
mente. Mientras la violación se separe del genocidio, la gente -incluyendo su 
propio equipo continuará tratándola con menor importancia que el asesinato y 
por lo tanto será justificadamente ignorada. De hecho, los testimonios de muje­
res que sabemos que cuentan una historia diferente; que aquellas que sobrevi­
ven al genocidio sufren continua e inefablemente con los recuerdos y por el im­
pacto de una combinación de atrocidades -de las cuales han dado testimonio 
de genocidio mismo, de haber perdido miembros de su familias o de la comuni­
dad y de haber sido violadas, torturadas o mutiladas y dejadas vivas. Es muy 
importante para la justicia y el proceso de sanación que el Tribunal Penal Inter­
nacional para Ruanda reconozca la violencia sexual como actos de genocidio. 
(Brunet, Karekesi y otras, S.F.)
En relación con la violencia sexual, Akayesu fue juzgado por tortura y genocidio bajo 
la consideración de que estos actos:"... constituyen genocidio de la misma forma que 
cualquier otro acto cometido con i'a intención específica de destruir total o 
parcialmente, a un grupo particular, escogido para tal propósito." (Consorcio actoras).
En relación con el agravante 4) relativo a medidas destinadas a impedir 
nacimientos en el seno del grupo, el Tribunal Penal Internacional para Ruanda 
se pronunció en el caso Akayesu señalando que estas medidas, además de 
físicas pueden ser mentales: “Por ejemplo, la violación puede constituir una 
medida destinada a im pedir nacim ientos cuando la m ujer violada se niega 
posteriormente a procrear, déla misma forma en que los integrantes de un grupo 
pueden ser obligados ano procrear por medio de amenazas o traumas,,4S.
La Comisión para el Esclarecimiento Histórico -CEH- de Guatemala se refirió a la 
ocurrencia de 669 masacres, en las cuales murieron 200.000 personas de quienes 
el 83% eran de la etnia Maya y caracterizó estos hechos como genocidio ejecutado
48. Prosecutor v Jean-Paul Akayesu, Judgment, ICTR Trial Chamber (2 Septiembre 1998), Caso No. ICTR-96-4-T
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por ei Estado de Guatemala a través de su ejército. (Montes, 2006). Por su parte el 
informe del Proyecto Interdiocesano de Recuperación de la Memoria Histórica - 
REMHI- caracteriza la violencia contra las mujeres como genocidio:
«
Del análisis de las informaciones recogidas por el Proyecto REMHI, no puede de­
ducirse que hubiera una planificación previa de estrategia de violencia específica 
contra las mujeres. Sin embargo, los testimonios muestran que la práctica 
contrainsurgente que el Ejército llevó a cabo contra ellas, fue similar en distintos 
contextos y momentos y se constituyó en parte de una estrategia de destrucción 
masiva. Esta violencia contrainsurgente adquirió caracteres genocidas al atentar 
contra las bases del tejido social de las comunidades, puesto que supuso un inten­
to de exterminio de las mujeres y los niños como factores de continuidad de la 
vida y transmisión de la cultura49.
En el caso Masacre Plan de Sánchez Vs Guatemala, (sent. 29 de abril de 2004) 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos , refiriéndose a la violencia 
sexual contra las mujeres en el conflicto armado en ese país, afirmó que “La 
violación sexual de las mujeres fue una práctica de Estado, ejecutada en e l 
contexto de las masacres, dirigida a destruir la dignidad de la m ujer a n ivel 
cultural, social, fam iliar e individual”.
En este contexto, organizaciones de derechos humanos y de mujeres de 
Guatemala avanzan en la caracterización como genocidio de la violencia sexual 
de la que fueron víctimas principalmente las mujeres indígenas. Laura Montes 
ubica la violencia sexual ejercida en este contexto bajo la figura del literal b) de 
la tipificación del Estatuto de Roma, es decir por lesiones graves que afectan la 
integridad física o mental del grupo, circunstancia que en relación con las 
comunidades indígenas, especialmente el pueblo Maya, fue constatada por la 
Comisión de la Verdad y el informe de la iglesia guatemalteca y en el literal d) 
medidas destinadas a esterilizar miembros del grupo o de cualquier otra manera 
impedir su reproducción señalando que en este último supuesto: “Se cumple en 
los casos en que las mujeres embarazadas fueron asesinadas o bien sufrieron 
actos crueles de violencia sexual durante su gestación que produjeron la muerte 
del feto. De igual forma, también se produjeron actos de violencia sexual contra 
mujeres que destruyeron su posibilidad de reproducción (Montes, 2006).
49. Oficina de Derechos Humanos del Arzobispado de Guatemala, “Guatemala, nunca más”.lnforme del Proyecto 
Interdiocesano de Recuperación de la Memoria Histórica -REMHI- Guatemala. 1998.
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El código penal colombiano (Ley 599 de 2000) tipificó el delito de genocidio 
definiéndolo de la siguiente forma: «E l que con elpropósito de destruir tota! o 
parcialmente un grupo nacional, étnico, racial, religioso o político, por razón de su 
pertenencia a!mismo, ocasionare la muerte de sus miembros{...)" (artículo 101).
La pena se agrava en el país
“cuando con el mismo propósito se cometiere cualquiera de los siguientes actos:
> Lesión grave a la integridad física o m ental de miembros del grupo.
> Embarazo forzado.
> Som etim iento de miembros del grupo a condiciones de existencia que 
hayan de acarrear su destrucción física, tota! o parcial
> Tomar medidas destinadas a im pedir nacimientos en e l seno del grupo.
> Traslado por la fuerza de niños del grupo a otro grupo. ”
El escaso conocimiento sobre la magnitud de la violencia sexual ejercida contra 
las mujeres en el marco del conflicto armado interno en Colombia dificulta en 
gran medida los avances en la caracterización de la misma especialmente en 
lo que se refiere al genocidio. En cuanto a los elementos constitutivos de este 
crimen respecto de la existencia de un grupo nacional, étnico, racial, religioso 
o político sometido a violaciones de sus derechos humanos, tal como ha sido 
documentado, el conflicto armado en Colombia ha afectado de manera más 
grave a poblaciones determinadas: campesinas, indígenas50 y afrocolombianas. 
En cuanto a la intención del autor o instigador del crimen de destruir total o 
parcialmente el grupo, sería necesario avanzar en el análisis sobre la 
carácterización de la violencia sexual, es decir, si esta obedeció a hechos 
aislados, o fue ejecutada como parte de una estrategia deliberada y planificada 
con la finalidad de destruir un grupo.
La tipificación colombiana incluye una categoría adicional de «genocidio 
político» que no se encuentra consagrada en la Convención sobre Genocidio 
ni en el Estatuto, pero que en opinión de la Corte Constitucional (Sentencia C- 
578 de 2002) podría quedar cobijada por el Estatuto bajo el crimen de 
«persecución de un grupo o colectividad» por motivos políticos, consagrado 
en el artículo 7.1, literal h.51
50. En cuanto a las formas de violencia perpetradas contra las mujeres indígenas, el informe señala que los actores del 
conflicto las emplean como «botines de guerra» y como objeto de agresiones sexuales en las cuales patrullas armadas 
raptan a mujeres indígenas, las utilizan sexualmente en forma colectiva y luego las abandonan, con total impunidad, (relatora 
2002).
51. Corte Constitucional. Sentencia C-578 de 2.002.
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Según los diversos archivos de documentación sobre violencia sexual en el 
conflicto armado en el país52, organizaciones de mujeres campesinas y urbanas 
han sido sistemáticamente atacadas por actores armados con la finalidad de 
desarticular sus organizaciones, yen estos casos la violencia ejercida ha tenido 
casi de manera invariable connotaciones sexuales, de manera que podría 
avanzarse en la hipótesis de esta modalidad de violencia como genocidio con 
la intención de destruir un grupo político.
Además, la exigencia de “muerte de los miembros” incluida como elemento 
del delito de genocidio en la legislación interna, puede restringir las 
posibilidades de tratar la violencia sexual en este tipo, pues se requiere que 
esta concluya necesariamente en la muerte. En el caso Akayesu del Tribunal 
Internacional para Ruanda, se hizo referencia a este tema específico. Allí como en 
el Estatuto de Roma, la definición de referencia fue la de la Convención para la 
prevención y castigo del delito de genocidio que no exige que se llegue a la muerte 
de los miembros del grupo. En este sentido, el tribunal se pronunció afirmando:
La sala mantiene que la frase:”sometimiento intencional del grupo a condiciones 
de existencia que hayan de acarrear su destrucción física, total o parcial” debe 
interpretarse como incluyente de métodos de destrucción por los cuales el hechor 
no mata en el acto a los integrantes del grupo, pero a través de los cuales, en defi­
nitiva busca su destrucción física. (Tomado de Fries,2003).
5. Los delitos de violencia sexual como tortura
La definición de la tortura como crimen internacional se hizo en la Convención 
de las Naciones Unidas contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, 
Inhumanos o Degradantes del 10 de diciembre de 1984 aprobada como 
legislación interna por la Ley 76 de 1986 y en la Convención Interamericana 
para Prevenir y Sancionar la Tortura adoptada en Cartagena de Indias el 9 de 
diciembre de 1985. Esta Convención define la tortura como:
52. Los actores armados encuentran que el liderazgo ejercido por las organizaciones dedicadas a la defensa de los derechos 
de las mujeres, representa un obstáculo que dificulta su avance en el control social y territorial lo cual -según le consta a la 
CIDH- ha tenido como consecuencia que las integrantes de organizaciones como la Organización Femenina Popular - OFP, 
la Asociación Nacional de Mujeres Campesinas, Negras e Indígenas - ANMUCIC, la Liga de Mujeres Desplazadas y la Casa de 
la Mujer, entre otras, sean víctimas de intimidación sistemática, persecución, secuestro, tortura y abuso sexual, entre otros 
crímenes. Naciones Unidas. Comisión de Derechos Humanos. Informe de la Relatora Especial sobre la Violencia contra la 
Mujer, sus causas y  consecuencias. 58° periodo de sesiones E/CN.4/2002/83.31 de enero de 2002.
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Todo acto por el cual se inflija intencionalmente a una persona dolores o sufri­
mientos graves, ya sean físicos o mentales, con el fin de obtener de ella o de un 
tercero información o una confesión, de castigarla por un acto que haya cometido, 
o se sospeche que ha cometido, o de intimidar o coaccionar a esa persona o a otras, 
o por cualquier razón basada en cualquier tipo de discriminación, cuando dichos 
dolores o sufrimientos sean infligidos por un funcionario público u otra persona 
en ejercicio de funciones públicas, a instigación suya, o con su consentimiento o 
aquiescencia. No se considerarán torturas los dolores o sufrimientos que sean con­
secuencia únicamente de sanciones legítimas, o que sean inherentes o incidenta­
les a éstas. (Artículo 1.1.).
Fue apenas a partir de la década de los 80 cuando los organismos 
internacionales de derechos humanos comenzaron a avanzar en la 
comprensión de la violencia sexual como una modalidad de tortura, a partir 
de referencias al respecto por parte del Relator Especial sobre Tortura de las 
Naciones Unidas en 198653. En 1995 la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos dedicó por primera vez una sección de su “informe sobre la situación 
de derechos humanos en Haití” al tema de la violencia sexual infligida contra 
las mujeres en Haití y declaró que la violación constituía una forma de tortura 
según la Convención Americana de Derechos Humanos (Tamayo y Díaz, 2007).
El Protocolo de Estambul caracteriza como tortura sexual diversos actos de 
tal carácter:
La tortura sexual empieza por la desnudez forzada, que en muchos países es un 
factor constante de toda situación de tortura. Nunca se es tan vulnerable como 
cuando uno se encuentra desnudo y desvalido. La desnudez aumenta el terror psi­
cológico de todo aspecto de la tortura pues abre siempre la posibilidad de malos 
tratos, violaciones o sodomía. Además, las amenazas, los malos tratos verbales y 
las burlas sexuales forman parte de la tortura sexual pues incrementan la humi­
llación y sus aspectos degradantes, todo lo cual forma parte del procedimiento. 
Para la mujer el que la toquen forzadamente es traumático en todos los casos y se 
considera como tortura.54
En cuanto a los elementos particulares que permitirían tipificar la violencia 
sexual como tortura, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en su
»
53. Carta de académicas feministas legales al Fiscal General del Tribunal Penal Internacional para la Antigua Yugoslavia. 
1977. En Iniciativa de mujeres por la justicia de género. "Género en la práctica. Pautas y métodos para tratar el crimen por 
motivo de género en el conflicto armado” Info@iccwomen.org www.iccwomen.org. La Haya. Holanda
54. Naciones Unidas. Protocolo de Estambul. Manual para la Investigación Y Documentación Eficaces de la Tortura Y Otros 
Tratos O Penas Crueles, Inhumanos O Degradantes. Nueva York y Ginebra. 2001. ISBN 92-1354067-1.9 de agosto de 1999.
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Informe No. 5/96 de 1 de marzo de 1996 (caso Raquel Martín de Mejía contra 
Perú) estableció como requisito para la configuración de la violencia sexual 
como tortura que ésta se practique con un fin predeterminado - investigación 
criminal, intimidación, castigo u otro propósito basado en razones 
discriminatorias55 - y por un funcionario público o un particular por 
instigación del primero. En este caso se utilizó la Convención Interamericana 
para Prevenir y Sancionar la Tortura.
En el ámbito de la justicia penal internacional existen algunos antecedentes 
de sentencias en las cuales la violencia sexual se juzgó como tortura. Tal es el 
caso Furundzija, en el cual el Tribunal Penal de la antigua Yugoslavia estableció 
que el uso de la violación sexual (una de las formas de violencia sexual) durante 
la detención y los interrogatorios puede constituir tortura.
En el caso Akayesu, el Tribunal Penal Internacional para Ruanda afirmó que:
como la tortura, la violación es utilizada con objetivos tales como la intimidación, 
degradación, humillación, discriminación, castigo, control o destrucción de una 
persona. Como la tortura, la violación es un quebranto de la dignidad personal, y 
la violación de hecho constituye tortura cuando se aplique por, o bajo instigación, 
o con el consentimiento o aquiescencia de un funcionario público u otra persona 
actuando en una función pública56 (Consorcio actoras, 2006).
En la Corte Europea de Derechos Humanos también se ha dado especial 
protección a las víctimas de delitos sexuales, llegando a asimilar la violencia 
sexual como una forma de tortura. En el caso Aydin contra Turquía, la Corte 
Europea concluyó que la acumulación de actos de violencia física y mental 
cometidos por un agente del Estado en contra de la denunciante, y el acto 
especialmente cruel de violación a que se vio sometida, son constitutivos del 
delito de tortura. (Caucus, 2003).
55. En respuesta a una petición de ia Comisión de Derechos Humanos “para examinar preguntas con respecto a la tortura 
dirigida desproporcionadamente o primordialmente hacia la mujer y las condiciones que conllevan a tal tortura, y para 
hacer recomendaciones adecuadas con respecto a la prevención de ‘formas de tortura de género específicas’ ” el Relator 
Especial sobre la Tortura reconoció el impacto desigual que la violación y la violencia sexual tienen en las mujeres, afirmando 
además que “en algunas instancias, el género de un individuo constituye al menos una de las partes del motivo de la tortura 
en sí". (IMJG, 2005.25)
56 Prosecutor v Jean-Paul Akayesu, Judgment, 1CTR Trial Chamber (2 Septiembre 1998), Caso
No. ICTR-96-4-T. Carta de académicas feministas legales al Fiscal General del Tribunal Penal Internacional para la Antigua 
Yugoslavia. 1977. En Iniciativa de mujeres por la justicia de género. “Género en la práctica. Pautas y métodos para tratar el 
crimen por motivo de género en el conflicto armado” Info@iccwomen.org www.iccwomen.org. La Haya. Holanda
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Según la legislación penal interna, la tortura se configura cuando alguien - 
sin que exista ningún tipo de calificación del sujeto activo - ocasiona a otra 
persona dolores o sufrimientos graves, físicos o psíquicos, con el fin de obtener 
de ella o de un tercero información o confesión, de castigarla por un acto por 
ella cometido o que se sospeche que ha cometido, o de intimidarla o 
coaccionarla por cualquier razón que comporte algún tipo de discriminación. 
Igualmente se considera tortura cuando se cometa la conducta con otros fines. 
El código señala que no se entenderá por tortura el dolor o los sufrimientos 
que se deriven únicamente de sanciones lícitas o que sean consecuencia normal 
o inherente a ellas. (Artículo 137 de la Ley 599 de 2000).
La tortura también se contempla como delito contra el DIH cuando se cometa 
contra persona protegida, con ocasión o en desarrollo del conflicto armado y 
en este caso tiene una pena mayor.
La posibilidad de tipificar la violencia sexual en el contexto del conflicto armado 
interno colombiano como tortura, con independencia de la condición de sus 
perpetradores a efectos de su justiciabilidad interna, permite denunciar por 
estos hechos no sólo a funcionarios del Estado sino también a actores armados 
como las guerrillas y los paramilitares, sin que sea necesario probar algún tipo 
de relación o nexo de parte de estos últimos con el Estado.
En cuanto al monto de las penas, mientras el acceso carnal violento en persona 
protegida tiene una pena de 10 a 18 años, y los actos sexuales violentos en 
persona protegida de 4 a 9 años, la tortura en persona protegida tiene una 
pena de 10 a 20 años. De igual manera, el término de prescripción de la acción 
penal en el delito de tortura junto con el genocidio, la desaparición forzada y el 
desplazamiento forzado es de 30 años, mientras que para los demás delitos, 
incluidos los relativos a violencia sexual, la acción penal prescribe en un tiempo 
igual al máximo de la pena fijada en la ley.
Según la definición de tortura del Estatuto de Roma, no se exige calificación 
del agente activo:" Por tortura se entenderá causar intencionalmente dolor o 
sufrim ientos graves, ya sean físicos o mentales, a una persona que e l acusado 
tenga bajo su custodia o control; sin embargo, no se entenderá por tortura e l 
dolor o los sufrim ientos que se deriven únicamente de sanciones lícitas o que 
sean consecuencia norm al o fortuita de ellas". (Artículo 7-2-e).
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Según el Estatuto de Roma, el tipo de la tortura varía según el contexto donde 
ocurra. Será crimen de guerra si se comete en el marco de un plan o política, o 
como parte de la comisión de torturas en gran escala (Artículo 8-2-a-ii para 
conflicto armado internacional y artículo 8-c-i para conflicto armado no 
internacional); o de lesa humanidad cuando la tortura tuvo lugar como parte 
de un ataque generalizado o sistemático dirigido contra una población civil y 
con conocimiento de ello por parte del actor (1-f). Las condiciones en cada caso 
están definidas en el anexo Elementos délos crímenes.
Por último, la Comisión de la Verdad del Perú - CVR -  estableció una 
diferenciación entre torturas y tratos o penas crueles. La CVR entiende por 
tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes las prácticas que buscan 
despertar en las víctimas sentimientos de miedo, angustia e inferioridad, 
además de humillación o degradación, ya sea que se utilicen como medio 
intimidatorio, como castigo personal, para intimidar o coaccionar, como pena 
o como cualquier razón basada en cualquier tipo de discriminación u otro fin. 
Estas acciones no necesariamente causan sufrimientos físicos o mentales 
graves como los que resultan de la propia tortura e incluyen tanto agresiones 
físicas como el hecho de obligar a una persona a cometer actos que transgreden 
importantes normas sociales o morales. (Informe final CVR, tomo VI, p.143) 
(Dador, 2007).
6. La violencia sexual en los procedimientos especiales 
de la Ley 975 de 2005
La normatividad penal ordinaria a través de la cual se judicializan en el país 
los delitos cometidos con ocasión o en desarrollo del conflicto armado está 
compuesta básicamente por el Código Penal, Ley 599 de 2000, especialmente 
el título II sobre “Delitos contra personas y  bienes protegidos por e l Derecho 
Internacional Hum anitario” y otras disposiciones especiales relativas a 
agravación de penas cuando estén relacionadas con delitos atroces, y la 
ampliación del término de prescripción de la acción penal. En cuanto a los 
procedimientos, el país avanza en la implementación progresiva del nuevo 
código de procedimiento penal (Ley 906 de 2004) a través del cual se adopta el 
sistema penal acusatorio. El anterior Código de Procedimiento Penal (Ley 600 
de 2000), va perdiendo gradualmente su vigencia en las regiones donde ha
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comenzado a regir el sistema acusatorio. Para el año 2008 en todo el país se 
aplicará la Ley 906 de 2004.
De manera simultánea con la legislación penal ordinaria en el país se han 
impuesto sucesivamente marcos jurídicos através de facultades 
extraordinarias para la negociación con grupos armados organizados al 
margen de la ley. La normatividad extraordinaria vigente para el efecto, en la 
actualidad está compuesta por;
La Ley 418 de 1997 por la cual se estableció el marco legal para la suscripción 
de acuerdos con estos grupos. Esta ley fue prorrogada por la Ley 548 de 1999; 
y nuevamente prorrogada y modificada por la Ley 782 de 2002, prorrogada 
por la Ley 1106 de 2006.
A finales del año 2002 el gobierno nacional y varios grupos paramilitares 
iniciaron conversaciones tendientes a su desmovilización y se expidió el 
Decreto 128 de 2003, reglamentario de la Ley 782 de 2002 el cual prescribe 
que quienes no se encuentren investigados o condenados por delitos atroces 
con anterioridad a su desmovilización, pueden emprender un procedimiento 
administrativo que les permita reintegrarse a la legalidad.
Posteriormente, en el año 2005, se expidió la Ley 975 de 200557 como marco 
legal para regular las desmovilizaciones ocurridas en el contexto de este último 
proceso de negociaciones entre el gobierno y grupos paramilitares58. 
Actualmente se encuentran vigentes de manera simultánea: la Ley 975 de 2005; 
la Ley 782 de 2002, prorrogada por la Ley 1106 de 2006, y el Decreto 128 de 
2003; todos ellos están siendo aplicados según la situación particular de cada 
desmovilizado.
De aproximadamente 40.000 desmovilizados, entre los cuales 100 que hacían 
parte de las FARC y del ELN, se han desmovilizado individualmente; la mayoría 
se han reintegrado a la legalidad acudiendo al Decreto 128 de 2003. Los 
restantes están siendo procesados según la Ley 975 de 2005, prorrogados sus 
efectos por la Ley 1106 de 2006. Esto equivale a que, según evaluación de la
57 Por la cual se dictan disposiciones para la reincorporación de miembros de grupos armados organizados al margen de la 
ley, que contribuyan de manera efectiva a la consecución de la paz nacional y se dictan otras disposiciones para acuerdos 
humanitarios.
58 Esta normatividad está prevista para negociaciones con grupos armados al margen de la ley en general.
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Comisión Colombiana de Juristas, “(...)más de un noventa por ciento de las 
reparaciones pueden muy probablemente quedar sin ser reconocidas como 
consecuencia de la exoneración de responsabilidad penal dispuesta para la 
mayoría de las personas desmovilizadas por e l Decreto 128 ( . . . ) (CCJ. 2006).
Dada la ausencia de denuncias y la hasta el momento nula iniciativa de la fiscalía 
en la investigación criminal por violencia sexual contra las mujeres en el marco 
del conflicto armado interno, la aplicación del Decreto 128 de 2003 a la mayoría 
de los desmovilizados está garantizando una inmensa operación de impunidad 
en relación con este tipo de delitos. Amnistía Internacional se refirió al tema 
expresando que: “Elgobierno ha introducido am nistías de hecho para delitos 
atroces, entre ellos delitos con violencia sexual o de género. En aras de la política 
de fom entarla desmovilización de grupos armados, los combatientes que se 
reintegran en la sociedad no son procesados por los abusos que puedan haber 
cometido y  se les garantiza que no pagarán por ellos”. (Amnistía 2007).
Las negociaciones entre el gobierno y grupos paramilitares para su 
desmovilización, y el marco jurídico adoptado para el efecto generaron la 
reacción de organizaciones nacionales e internacionales de derechos humanos, 
así como de organismos internacionales como la Oficina del Alto Comisionado 
de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos y de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) que hicieron pública su 
preocupación por la garantía que tendrían los derechos de las víctimas a la 
verdad, la justicia y la reparación para su cumplimiento, y con respecto a las 
condiciones de su protección en un contexto de desmovilización parcial y con 
la reactivación simultánea de grupos paramilitares en diversas regiones del 
país. Al respecto, el 9o Informe del Secretario General al Consejo Permanente 
sobre la Misión de Apoyo al proceso de paz en Colombia -  Mapp-OEA- advierte:
La presencia y actuación de diversos grupos ilegales en diferentes regiones del 
país continúa constituyendo uno de los principales riesgos para la consolidación 
del Proceso de Paz. Algunos de estos grupos estarían siendo liderados por coman­
dantes de las autodefensas que no se acogieron al llamamiento del gobierno para 
participar en el proceso, mientras que otros reflejan la alianza entre antiguos 
paramilitares y narcotraficantes. En el mismo orden, se registra la participación 
de mandos medios de las autodefensas dirigiendo nuevas estructuras armadas 
ilegales. Las operaciones de estos grupos continúan afectando gravemente a la 
población civil, principalmente a los grupos vulnerables como mujeres, niños, afro- 
descendientes e indígenas. (Mapp-OEA, 2007).
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La Corte Constitucional emitió un fallo sobre la constitucionalidad de la Ley 
975 de 2005 (sentencia C-370 de 2006) que introduce importantes 
modificaciones. De entre ellas, cabe destacar que amplió las posibilidades de 
participación de las víctimas inicialmente previstas para la última etapa del 
proceso -incidente de reparación- a todo el desarrollo del proceso. No 
obstante, una gran cantidad de decretos reglamentarios algunos aclaratorios 
y modificatorios de los anteriormente expedidos59, desconocen de nuevo varias 
de las decisiones de la Corte Constitucional. Entre ellas se modifican las 
circunstancias en las cuales se puede revocar el beneficio de la pena alternativa. 
Dado que la negociación se basa en la confesión del desmovilizado, la Corte 
señaló que si este ocultaba algunos de los delitos perdía el beneficio; igualmente 
la Corte señaló que el tiempo durante el cual los demovilizados permanecieran 
en zonas de ubicación no se contaría como término de efectiva privación de 
libertad al momento en que deban cumplir con la pena alternativa, mediante 
los decretos, este tiempo fue nuevamente habilitado como término que cuenta 
para la pena alternativa.
La sentencia de la Corte Constitucional advierte sobre los riesgos de impunidad 
frente a los cuales debe ser blindado el proceso so pena de generar 
pronunciamientos posteriores de la justicia internacional declarando al Estado 
colombiano responsable de violaciones a derechos humanos generados en los 
procedimientos previstos por la ley:
los principios y normas de derecho internacional aceptados por Colombia (artícu­
lo 9 CP.), el Estatuto de Roma, y nuestro ordenamiento constitucional, que sólo 
permite la amnistía o el indulto para delitos políticos y con el pago de las 
indemnizaciones a que hubiere lugar (artículo 150. numeral 17 de la CP.), no admi­
ten el otorgamiento de auto amnistías, amnistías en blanco, leyes de punto final o 
cualquiera otra modalidad que impida a las víctimas el ejercicio de un recurso ju­
dicial efectivo como lo ha subrayado la Corte Interamericana de Derechos Huma­
nos La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado las condiciones 
para que una amnistía sea compatible con los compromisos adquiridos por los 
Estados Partes en la Convención Americana de Derechos Humanos. Por ejemplo, 
en el caso Barrios Altos (Chumbipuma Aguirre y otros vs. Perú), Sentencia de 14 de 
Marzo de 2001 la Corte Interamericana decidió que las leyes de amnistía peruanas 
eran contrarias a la Convención y que el Estado era responsable por violar el dere­
59. La Ley 418 de 1997 cuenta en la actualidad con los siguientes decretos reglamentarios: 128 de 2003,3360 de 2003,2767 
de 2004. A su vez, la ley 975 ha sido reglamentada hasta el momento, por los Decretos 2898 y 4760 de 2006 modificados por 
el Decreto 4417 de 2006 y los Decretos 3391 de 2006 y 315 de 2007.
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cho de las víctimas a conocer la verdad sobre los hechos y obtener justicia en cada 
caso en el contexto nacional. (Corte constitucional sentencia C-370 de 2006).
La Corte Interamericana de Derechos Humanos, en el caso La Rochela contra 
Colombia señaló una serie de pautas de aplicación e interpretación de la Ley 
975 de manera que esta norma se encuentre ajustada a la Convención 
Americana. Este marco de aplicación e interpretación atiende a las garantías 
judiciales de los procesados y de las víctimas así como al respeto por los 
derechos a la verdad, la justicia y la reparación de estas últimas y se constituye 
en un importante punto de referencia para la aplicación de la ley.
La Ley 975 de 2005 plantea un marco legal para las personas que se acojan al 
proceso y cuenten con procesos o denuncias pendientes. Esta ley incluyó 
algunas disposiciones generales en las cuales se hizo referencia a un 
tratamiento diferenciado a las mujeres, niñas y niños víctimas y se previo la 
realización de procedimientos a puerta cerrada y la presentación de pruebas 
mediante sistemas de audiovideo. Tal como lo determina la ley, estos 
procedimientos y actuaciones están previstos para la etapa del juicio, pero el 
procedimiento especial de la misma ley no contempla etapa alguna de juicio. 
De la audiencia de versión libre en la que el postulante debería confesar toda 
la verdad sobre sus delitos como miembro del grupo armado ilegal, se pasa a la 
audiencia formal de imputación, luego a la aceptación de cargos 
posteriormente se procede a la realización del incidente de reparación y por 
último a la audiencia de sentencia e individualización de la pena. A pesar de 
que la sentencia c-370 de la Corte Constitucional cambió el enfoque de la ley 
respecto de la participación de las víctimas en los procesos presentando y 
controvirtiendo pruebas y accionando recursos, esta participación está 
mediada por la Físcalía. La víctima no tiene posibilidades de participación 
autónoma dentro de los procesos, sus intereses son representados por la 
Fiscalía partiendo de un modelo punitivo que considera a la víctima como 
colaboracionista sin tomar en consideración la posibilidad de que en muchos 
casos no exista coincidencia de intereses entre esta y la Fiscalía.
En lo que se refiere al trato diferencial para mujeres y otros grupos 
poblacionales, los decretos reglamentarios posteriores no han hecho referencia 
al tema. El Decreto 3391 de 2006 planteó de nuevo la generalidad prevista en 
la ley al establecer que:
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Las autoridades competentes brindarán atención adecuada a las necesidades es­
peciales de las mujeres, niñas, niños, adolescentes, personas discapacitadas o de 
la tercera edad, etnias, raizales, negritudes y demás grupos poblacionales que re­
quieran especial protección estatal de conformidad con el artículo 13 de la Carta 
Política que participen en el proceso de investigación y juzgamiento de los res­
ponsables de las conductas punibles a quienes se aplique la Ley 975 de 2005.
De esta manera, la atención diferencial a las mujeres en razón al tipo de delitos 
cometidos contra ellas quedó sometida a la voluntad de fiscales y magistrados/ 
as a quienes no se les dotó de herramientas específicas, No obstante, dado que 
la ley 975 se entiende integrada al sistema penal, y las dos normatividades 
vigentes sobre procedimiento penal (Ley 600 de 2000 y Ley 904 de 2004) 
consagran una serie de derechos para las víctimas en los procesos, tanto 
fiscales como magistrados/as tienen la posibilidad de garantizar estos derechos 
a la población en general así como de dar aplicación a normatividad 
internacional que protege a las mujeres víctimas de violencia sexual por 
remisión expresa al derecho internacional establecida en el artículo 2 de la 
Ley 975.
A partir de este marco legal y reglamentario, se iniciaron las audiencias de 
versión libre en las cuales el tema de los delitos de violencia sexual por parte 
de los desmovilizados ha permanecido en la penumbra. La Corporación Sisma 
Mujer remitió al Fiscal General de la Nación comunicación señalándole esta 
preocupación, (ver anexo 4: Comunicación a ¡a Fiscalía Genera!de la Nación.)
De otro lado, de conformidad con el artículo 206 de la ley 906 de 2007 (Código 
de Procedimiento Penal), la Fiscalía debe elaborar e implementar un “Programa 
Metodológico de Investigación”, herramienta procesal de fundamental 
importancia en la investigación criminal sobre pautas, patrones y líneas de 
conducta de las organizaciones delictivas en relación con la violencia sexual.
Un tema de especial preocupación en estos procedimientos es el de la 
protección de víctimas y testigos. No es casual que las cuatro víctimas que han 
sido asesinadas por denunciar a paramilitares en el marco de la Ley 975 de 
2005 sean mujeres. Yolanda Izquierdo, Carmen Cecilia Santana, Judith Vergara 
y Nancy Hoyos, hacían parte de un amplio universo de víctimas mujeres en su 
condición de agraviadas directas o por ser madres, esposas, hermanas o 
compañeras de personas asesinadas por los paramilitares.
1U
EL TRATAMIENTO LEGISLATIVO
La actividad de la Fiscalía a partir de las confesiones de los paramilitares en 
los procedimientos de la Ley 975 de 2005 ha permitido hallar entre marzo 20 
de 2006 y mayo 5 de 2007 fosas comunes con 704 cadáveres de los cuales se 
identificaron 42. (Mapp-OEA, 9o. Informe, 2007). Amnistía Internacional 
expresó su preocupación por el hecho de que: “(...) algunas exhumaciones 
pudieran haberse realizado de manera que pusiera en peligro pruebas forenses, 
y  que los restos bajo custodia o ficial estuvieran almacenados en condiciones 
precarias. También fue motivo de preocupación la ausencia de identificación 
concluyente de los restos, asícomo de análisis forenses y  periciales apropiados 
de i'as pruebas. Según informes, los param ilitares sacaron restos de algunas 
fosas comunes. (Amnistía 2007). La precariedad de condiciones logísticas y 
económicas para la realización de las exhumaciones de los cadáveres y la 
inexistencia de una atención especial a la particularidad de la violencia sexual 
posiblemente ejercida sobre las mujeres cuyos cadáveres están siendo 
exhumados, puede estar aportando a la configuración de nuevos elementos 
para la impunidad respecto a esta violencia.
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La tipificación de los delitos de violencia sexual en contextos de conflictos 
armados es reciente, pero tanto en tiempos de paz como de guerra, la incursión 
de la sexualidad en el terreno de la administración de justicia ha sido compleja. 
Más allá de la tipificación misma, es tal vez la práctica judicial el territorio en 
el que tiene lugar privilegiado la puesta en escena de imaginarios, actitudes y 
prejuicios de operadores/as de justicia, abogados/as y de las mismas víctimas.
La correlación de los delitos sexuales, mujeres, niñas, cuerpo, vida íntima, su 
ocurrencia de manera desproporcionada contra esta población perpetrada por 
varones adultos, comienza por descartar de plano la llamada “neutralidad” de la 
justicia, en tanto saca a la luz desigualdades, posiciones asimétricas, dolores y 
sentimientos que en el terreno práctico han ido introduciendo preguntas que 
ponen en cuestión el tradicional consenso en torno a la afirmación de que la 
justicia es ciega.
En el caso de delitos sexuales, ¿el principio de publicidad de los procesos deberá 
ser aplicado sin ninguna consideración?; ¿es procedente que la víctima y el 
supuesto agresor sean enfrentados cara a cara?; si en gran medida los delitos 
sexuales ocurren en privado, ¿la exigencia de corroboración del testimonio de la 
víctima descarta de plano la posibilidad de justicia en estos delitos?; ¿es relevante 
el examen de la conducta sexual anterior de la víctima?; ¿el hecho de que los 
delitos sexuales ocurran principalmente contra mujeres, niñas y niños, haría 
necesario incluir como asunto pertinente para la valoración probatoria, la 
problemática de la discriminación y de la violencia contra las mujeres?
Una acusación por cometer hechos de violencia sexual exige a la 
administración de justicia enfrentar una lógica no habitual, tanto en términos 
del trato a las víctimas como en el manejo de la prueba.
Las acusaciones por delitos de violencia sexual ocurridos durante los conflictos 
armados internos en Perú y Guatemala, se enfrentan de manera permanente 
causando tensión entre la aplicación habitual del marco de la justicia y las 
necesidades particulares de su ejercicio en los procesos por estos delitos. En 
Perú, durante los procesos por violencia sexual en el conflicto, ocurridos hace 
más de diez años, algunos jueces para quienes la prueba física es insustituible, 
han pedido a las víctimas realizarse exámenes ginecológicos que después de 
tanto tiempo han perdido todo sentido.
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El énfasis en la prueba física, en casos de violencia sexual puede llegar a 
desvirtuar los fines de la justicia. La Comisión de la Verdad -CVR - en Perú 
enfrentó grandes dificultades para documentar casos de violencia sexual 
debido a la falta de denuncias y respecto de los pocos casos denunciados, afirmó 
que: "fue muy d ifícil establecer algún grado de prueba, ya que fueron pocos los 
exámenes legales tomados en e l tiempo adecuado de la denuncia y  menos aun 
que acreditasen lesiones de naturaleza sexual'. (Informe final CVR.TomoVIpag. 
165) (Citado en Dador, 2006).
Tal como lo señala Andrea Diez refiriéndose a la judicialización estandarizada 
de la violencia sexual en Guatemala, esta visión también afecta la defensa de 
los casos en la medida en que los abogados de las víctimas, al verse enfrentados 
a esta complejidad, en muchos casos prefieren descartar de sus acusaciones 
las denuncias por violencia sexual.
Acusar por los hechos de violencia sexual implica para muchos abogados enfren­
tar una lógica de los tribunales guatemaltecos - como se explica en la causa de 
genocidio - de juzgar los crímenes cometidos durante el conflicto armado valo­
rando la prueba como si se tratara de un delito común, cometido fuera de ese con­
texto, por lo que la práctica habitual para la admisión de casos es: a) que exista 
una víctima sobreviviente, b) que se haya realizado el examen médico forense lue­
go del hecho de violencia sexual (¿?) y que, además, c) identifique al perpetrador. 
Esta es la lógica de los jueces, sin embargo, ¿por qué esta lógica debe ser aceptada 
por la querella? ¿O en algún punto esta lógica también es aceptada como propia 
por parte de abogados y abogadas? (...)(...) Las respuestas, una y otra vez, remiten 
al problema de la prueba: "Es un poco complicado teniendo en cuenta que prime­
ro, además del testimonio siempre se buscan otras pruebas que demuestren ¡o 
dicho por la persona, en este caso tendríamos como prueba del asesinato los res­
tos de las personas, en todo caso sino hubiesen prescrito, tendríamos que tener - 
en el caso de robo- lo dicho por ¡a persona y  la existencia previa de los bienes. Con 
el delito de violación elproblema que tenemos es que tenemos ese testimonio pero 
no tenemos con qué reafirmar Io dicho por el testigo, esa reafirmación es la que 
necesitamos. (Entrevista con William Ramírez. Guatemala 22 de febrero de 2006) 
(Diez, 2006).
Las prácticas judiciales en relación con los delitos sexuales constituyen un 
insumo privilegiado para advertir la persistencia de la discriminación contra 
las mujeres en el interior de la administración de justicia. En muchos casos es 
posible encontrar un estándar diferente en la valoración déla palabra femenina 
respecto de la masculina. En una ponencia dirigida a integrantes de las altas
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cortes en Colombia, la Defensoría del Pueblo cita varias sentencias que 
advierten al respecto:
Un ejemplo claro de estas actuaciones y que nos debe servir como referente para 
adelantar procesos de debate autocrítico y de cambio cultural al interior de la ad­
ministración de justicia lo constituye el caso que llega a la Corte Suprema de Justi­
cia, a la Sala de Casación Penal, Casación No. 23706 de enero 26 de 2006, basado 
en la denuncia de una niña de nueve (9) años contra su abuelo por actos sexuales 
abusivos y sobre el cual el Juzgado Promiscuo de Apia - Risaralda, declara 
penalmente responsable por actos sexuales con menor de 14 años, agravado e 
incesto en concurso. Ante este fallo el abuelo presenta recurso de apelación ante el 
Tribunal Superior de Pereira quien revocó el fallo y lo absolvió basado en el siguiente 
análisis: “E l Tribunal admite que ¡a menor fue víctima de abusos sexuales pero con­
cluye que las acusaciones contra su abuelo son falsas alegando que i'a niña tenía una 
iniciación precoz en e l tema de la sexualidad’, desestimando su testimonio. 
Adicionalmente, el mismo Tribunal descalifica el testimonio de una amiga de la niña 
de nueve años de edad, asignándole la categoría de: “una mujer de mundo con capa­
cidad de pervertir adultos y  por ello carente del derecho a la tutela de sus intereses 
jurídicos frente a actos que atenían contra su formación y  dignidad sexuales™.
En esta misma dirección, es ilustrativo el caso reciente que actualmente se en­
cuentra en conocimiento de la Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Penal, 
presentado por el Fiscal 3o. Delegado ante el Tribunal Superior de Pereira contra 
la sentencia que absolvió del cargo de secuestro simple agravado al padrastro de 
una niña de once (11) años, quien como relata los hechos de la demanda de casa­
ción “antesy después del cautiverio fue sometida por su raptor a maltratos físi­
cos, sicológicos y  abusos sexuales en razón de lo cual resultó embarazada y  con 
perturbación síquica de carácterpermanenté’.
Llama la atención de manera dramática en este caso, que el Tribunal Superior de 
Pereira desestimó los cargos de secuestro simple al afirmar que la niña de once 
(11) años “ obró libremente y  además tuvo oportunidad de huir y  no lo hizo, lo cual 
equivale a decir que la ofendida no lo era porque disfrutó de ese estado aceptado 
por ellá’. Adicionalmente el Tribunal afirma que la conducta del procesado es 
atípica de secuestro porque “¡a menor tuvo el tiempo, la facilidad, los medios, la 
oportunidad adecuados y  suficientes para abandonara su presunto secuestrado!1’, 
dando por sentado que la niña de manera voluntaria decidió convivir sexualmente 
con su padrastro. (Hurtado 2007).
•
No obstante la existencia de ejemplos de persistencia de criterios 
discriminatorios en las sentencias y actuaciones judiciales, juzgados,
60. Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Casación No. 23706, Enero 26 de 2006.
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tribunales y altas cortes también han avanzado jurisprudencialmente 
incorporado importantes evoluciones internacionales y han señalado nuevos 
caminos en los que cada una de las decisiones, procedimentales y de fondo se 
encuentran orientadas al logro de la igualdad real efectiva de todas las personas 
que intevienen en los procesos judiciales a partir de la comprensión de que la 
misma posición de desventaja social y económica de las mujeres las ubica en 
un lugar de mayor vulnerabilidad ante la administración de justicia, razón que 
justifica la pertinencia de medidas de acción positiva que en este ámbito se 
traducen en diferencias en atención, estándares probatorios o protecciones 
particulares y especiales. Estas evoluciones, tratándose de delitos ocurridos 
en contextos de conflictos armados revisten mayor importancia, en razón de 
la posición de mayor desigualdad de las víctimas como sujetos procesales 
respecto de los perpetradores.
En el documento “Acceso a la justicia para las mujeres víctimas de violencia en 
las Américas”, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, cita 
jurisprudencia de la Corte Constitucional (Sentencias C-507, C-534 y C-673 de 
2005), en las cuales la Corte se refiere al tema de la igualdad ante la justicia 
señalando que además de los principios generales de igualdad formal ante la 
ley e igualdad de trato, es la igualdad de protección la que asegura el goce 
efectivo de los mismos derechos, libertades y oportunidades. Refiriéndose a 
esta jurisprudencia de la Corte, la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos afirmó:
Esta dimensión del principio de igualdad es sustantiva y positiva. Es sustantiva 
porque parte de la situación en que se encuentran los grupos a comparar para de­
terminar si el tipo de protección que reciben y el grado en que se les otorga es 
desigual, cuando debería ser igual. Es positiva porque en caso de presentarse una 
desigualdad injustificada en razones objetivas relativas al goce efectivo de dere­
chos, lo que procede es asegurar que el Estado adopte medidas para garantizar la 
igual protección. La Corte Constitucional indica que para saber si esta dimensión 
del derecho a la igualdad ha sido violada, es preciso constatar el grado efectivo de 
protección recibida a los derechos, libertades y oportunidades, y en caso de exis­
tir desigualdades, establecer si se han adoptado medidas para superar ese estado 
de cosas.
El segundo criterio de protección jurídica elaborado por la Corte Constitucional 
de Colombia consiste en proteger en mayor medida los intereses de ciertas perso­
nas en el sentido de determinar que en ellos se establece un deber especial del
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Estado de otorgar un trato preferente/una protección especial a grupos discrimi­
nados o marginados. Siguiendo el razonamiento de la Corte Constitucional colom­
biana, la igualdad se protege cuando la legislación y las políticas públicas toman 
en consideración las específicas circunstancias y características de aquellas per­
sonas que se encuentran en una posición de desventaja social, política, económica 
o legal. (CIDH, 2006).
De otro lado, la tendencia del derecho penal internacional y de los derechos 
penales internos en el sentido de incorporar los derechos de las víctimas como 
aspecto pertinente de las garantías procesales ampliando las oportunidades 
de su participación y buscando garantizar sus derechos a la verdad, la justicia 
y la reparación, constituyen un importante marco de oportunidad para que la 
voz de las víctimas de violencia sexual sea escuchada y tenida en cuenta en las 
actuaciones judiciales.
A continuación se presentan algunos avances en la materia tomando como 
punto de referencia los siguientes aspectos:
> Procedimientos respetuosos y valoración de la prueba en delitos sexuales
> Participación de las víctimas de violencia sexual en los procesos.
> Derechos de las víctimas de violencia sexual a la verdad, la justicia y la 
reparación.
1. Procedimientos respetuosos y valoración de la prueba 
en delitos sexuales.
El tratamiento que se ha dado a la víctima en la etapa del juicio “es indigno de un 
ser humano y de una ciudadana que acude confiada en que el aparato judicial va a 
cumplir con la obligación de investigar un delito y termina investigándola a ella 
por denunciar,” y debe soportar falsas acusaciones sobre su vida privada en las 
que se la señala como una “mujer libertina, mentirosa, adicta a sicofármacos.” Afir­
ma la apoderada que “las pruebas decretadas violentan la libertad de Sandra, pues 
son discriminatorias y obedecen a valores y patrones estereotipados de compor­
tamiento patriarcal, machista, según los cuales la mujer es un ser inferior con 
menos derechos que los hombres. Son coherentes con una visión del mundo en la 
que la mujer es un objeto sexual, sobre el que se presume que existen patrones de 
comportamiento de las mujeres que justifican la agresión sexual o violación.” (Sen­
tencia T-435 de 2005).
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La Sentencia T-435 de 2005, en la que la Corte Constitucional señaló ¡a 
improcedencia de pruebas referidas a la conducta sexual anterior de una 
víctima de violación sexual, reviste una importancia fundamental en esta 
temática en tanto hace una revisión de jurisprudencia y normatividad nacional 
e internacional, que aporta elementos para el logro de una adecuada 
judicialización de casos de violencia sexual, los cuales guiarán las 
consideraciones que se presentan adelante y aunque la Corte advierte que los 
hechos del caso no ocurrieron en el escenario específico de un conflicto armado, 
ni participaron en él actores de dicho conflicto, estimó pertinente "alud ira las 
normas de derecho penal internacional en la medida en que ellas ilustran la 
trascendencia deltem a”m.
Al hacer referencia a las prácticas procesales y a la valoración de la prueba, se 
destacan dos aspectos que se relacionan entre si y en los que se presenta mayor 
recurrencia así como avances tendientes a corregir los efectos negativos de 
una judicialización que no atienda a la situación particular de las víctimas de 
violencia sexual:
> La revictimización
> El consentimiento de la víctima como argumento de la defensa
a. La revictimización
En la visita a Colombia realizada por la Relatora sobre derechos de la mujer de 
la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en el año 2005, uno de los 
más graves problemas encontrados fue “e l tratam iento que reciben las mujeres 
víctim as de violencia cuando procuran acceder a los recursos jud iciales 
disponibles. Durante su visita a Colombia, la Relatoría recibió inform ación 
sobre e l miedo de las víctim as de violencia a ser revictim izadas por e l sistema 
dejusticia y  su desconfianza de que se pueda investigar, sancionar y  reparar lo 
que han vivido como resultado del conflicto armat/o "(Relataría CIDH, 2006).
La sentencia T-435 de 2005 relaciona un tipo de leyes adoptadas en Estados 
Unidos llamadas Rape Shield  Laws" (leyes escudo en caso de violación) 
introducidas en la legislación con el fin de evitar que se soliciten o admitan 
pruebas que afecten de manera innecesaria el derecho a la intimidad de la
61. Sentencia T-453/05 Magistrado Ponente: Dr. MANUEL JOSE CEPEDA ESPINOSA Bogotá, D.C., dos (02) de mayo de dos 
mil cinco (2005).
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víctima o que le infrinjan un daño desproporcionado, como una estrategia para 
demostrar la existencia de consentimiento déla víctima, bajo el entendido que 
al hacerlo, se la somete a un proceso casi tan degradante como la misma 
violación.
En los delitos de violencia sexual, el derecho de la víctima a conservar su 
intimidad adquiere importancia capital en contextos de conflicto armado y 
pone enjuego la necesidad de ponderación entre sus intereses y las garantías 
judiciales del procesado, entre las cuales la publicidad de los procesos se ha 
constituido en un importante logro democrático que apunta a garantizar a los 
procesados juicios transparentes.
El Estatuto de Roma consagra como excepción al principio de carácter público 
de las audiencias - artículo 67 -, que:
las Salas de la Corte podrán, a fin de proteger a las víctimas y los testigos o a un 
acusado, decretar que una parte del juicio se celebre a puerta cerrada o permitir la 
presentación de pruebas por medios electrónicos u otros medios especiales. En 
particular se aplicarán estas medidas en caso de una víctima de violencia sexual o 
de un menor de edad que sea víctima o testigo, salvo decisión en contrario adopta­
da por la Corte atendiendo a todas las circunstancias, especialmente la opinión de 
la víctima o el testigo.
El procedimiento especial de la Ley 975 de 2005 marco jurídico para la 
negociación con grupos armados al margen de la ley, previo normas especiales 
para proteger a las víctimas en relación con la publicidad de los procesos. El 
artículo 39 consagra como excepción al carácter público de las audiencias de 
juzgamiento, la posibilidad de que el Tribunal Superior de Distrito Judicial 
ordene que una parte del juicio se celebre a puerta cerrada con el fin de proteger 
a las víctimas, los testigos e incluso al mismo acusado, señalando que estas 
medidas se aplicarán en particular respecto de “ víctim as de agresión sexual o 
de niños, niñas y  adolescentes que sean víctim as o testigo
En cuanto a la posibilidad de que la defensa tenga acceso a documentos 
relacionados con la víctima, la Corte Constitucional menciona el caso in R. v. 
O’Connor, donde:
aun cuando se admitió el acceso a todos los documentos disponibles para la de­
fensa, incluidas las grabaciones de las sesiones terapéuticas de la víctima de vio-
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Iación, y se estableció el procedimiento a través del cual esa información podía ser 
incorporada al proceso, la posición minoritaria consideró que a fin de no afectar 
los derechos de la víctima de manera desproporcionada, se debía ponderar el de­
recho de las víctimas a proteger su intimidad y a no ser discriminada con el dere- 
* cho del acusado a defenderse. Como consecuencia de este caso, y con el fin de pro­
teger los derechos a la igualdad y a la intimidad de la víctima en casos de delitos 
sexuales, se modificó el Código Penal para establecer el procedimiento para el 
manejo de registros privados en manos de la Corte o de terceros.62
En términos de protección de victimas y testigos, el Estatuto de Roma creó 
una dependencia especializada con personal capacitado en cuestiones de 
trauma, violencia sexual, seguridad y confidencialidad y está encargada de 
acompañar especialmente a las víctimas de violencia sexual en todas las etapas 
del procedimiento.
El anexo 5 denominado “ Comparativo Estatuto de Roma y  legislación penal 
ordinaria en Colombia sobre protección y  participación de víctim as en los 
procesos" contiene un cuadro con las medidas de protección a víctimas y 
testigos de la Corte Penal Internacional, comparándolo con la legislación 
colombiana en la materia, teniendo en cuenta tanto el Código de Procedimiento 
del año 2000 (ley 600) como el actual (Ley 904 de 2004). Se citan ambas 
normatividades internas porque debido a la implantación gradual en el país 
de la Ley 904 de 2004, la anterior se encuentra aún vigente en varias regiones 
del territorio nacional. Dentro de la normatividad interna citada en el anexo 
se destaca la Ley 360 de 1997 que describe los derechos de las víctimas de 
violencia sexual. Esta ley ordenó la creación en todo el país de Unidades 
Especializadas de Fiscalía con su Cuerpo Técnico de Investigación para los 
Delitos contra la libertad Sexual y la Dignidad Humana pero ellas solo operan 
en las principales ciudades del país.
El artículo 39 de la Ley 975 de 2005 prevé también que se podrán ordenar 
testimonios a través del sistema de audiovideo para permitir su contradicción 
y confrontación por las partes.
En relación con pruebas que puedan atentar contra el derecho a la integridad 
personal y a la intimidad de las víctimas, la Corte Constitucional en sentencia
62. Corte Constitucional. Sentencia T-453 de 2005.
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C-882 de 200563 expresó que el consentimiento de la víctima es determinante 
para decidir si se pueden o no practicar pruebas que impliquen contacto 
corporal y puedan afectar su intimidad o integridad personal.
b. El Consentimiento de la víctima como argumento de la defensa
El argumento del consentimiento, en el caso de denuncias de delitos sexuales 
particularmente cuando la denunciante es adulta64, continúa siendo otro de 
los grandes embudos que estrecha el camino hacia la justicia. La exigencia de 
violencia física como evidencia de la resistencia de la víctima reproduce el 
prejuicio social según el cual la gravedad del crimen se mide por el 
acompañamiento de violencia física, lo que conlleva a la minimización de la 
violación sexual.
No obstante, existen una serie de antecedentes jurisprudenciales en los cuales 
se ponen en cuestión argumentos que tradicionalmente han sido considerados 
como indicativos de existencia de consentimiento como la ausencia de 
resistencia física, la creencia errónea del agresor sobre existencia de tal 
consentimiento y la conducta sexual anterior de la víctima.
En el año 1997 la Corte Suprema de justicia colombiana65, frente a la demanda 
de casación en la que se alegaba una errónea apreciación de las pruebas por el 
juez de segunda instancia, señaló que la apreciación había sido correcta pues:
1) para probar que no hubo consentimiento no es necesario probar una resistencia 
física constante si los elementos del contexto muestran que dicha resistencia ha­
bría sido inútil: 2) para probar la violencia es suficiente demostrar una agresión 
inicial y un contexto en el que la resistencia se volvía irrelevante 3) el que las rela­
ciones sexuales se llevaran a cabo delante de los demás perpetradores es prueba 
de la ausencia de consentimiento, pues de haber sido consentidas se habrían rea­
lizado en la intimidad: 4) las peticiones e insistencias de ios sindicados en el senti­
do de que la denuncia fuera reiterada también demuestran ausencia de consenti­
miento de la denunciante; 5) la coherencia de las declaraciones de la víctima y su 
hermana, a pesar de la cantidad de interrogatorios, agregan credibilidad a la de­
nuncia. (Cabal, Lemetre y Roa, 2001).
63. Corte Constitucional. Sentencia C-882 de 2005.
64. Según la legislación penal colombiana, si la víctima es menor de 14 años no se considera si hubo consentimiento o no.
65. Sentencia 10672 de 1997. Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Ponente Dídimo Páez.
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La Corte Suprema de Justicia colombiana también ha examinado el contexto 
en que ocurren los hechos de un delito sexual para determinar si existió 
consentimiento, restándole valor incluso la declaración de la víctima que 
negaba la ocurrencia de los hechos, porque los demás elementos probatorios 
que obraban en el expediente permitían concluir la responsabilidad del 
procesado. La Corte Suprema de Justicia también ha rechazado que la ausencia 
de secuelas físicas pueda ser considerada como evidencia de aceptación de la 
relación sexual66. (En sentencia T-435 de 2005).
De manera similar reseña la Corte Constitucional que, en 1995, a raíz de un 
fallo de la Corte Suprema Canadiense sobre un proceso en el que el agresor 
alegó que debido a su grado de intoxicación había creído erróneamente que la 
víctima había consentido a la relación sexual, "se hicieron modificaciones a l 
Código Pena! en relación con e l significado de la palabra consentimiento en 
m ateria de delitos sexuales y  se estableció que con e l fin  de adm itir como 
defensa e l convencimiento erróneo, sobre e l consentim iento de la victim a, 
basado en la no exteriorización de su rechazo, era preciso que se demostrara 
que e l acusado había tomado pasos razonables y  definitivos para asegurarse 
que eso era así”.
La apelación a la conducta sexual anterior de la víctima es un argumento 
habitual de la defensa en juicios por violencia sexual y es así porque 
generalmente encuentra recibo en el debate judicial. En este caso, una lectura 
del discurso jurídico subyacente da cuenta de un imaginario según el cual, si 
una mujer tiene un ejercicio autónomo de su sexualidad, no puede ser violada. 
No es casual que hasta el año 1997 67, el bien jurídico protegido en caso de 
violencia sexual fuera “el pudor”.
La jurisprudencia internacional al respecto ha avanzado en la consideración 
de que la información sobre el pasado sexual de la víctima es irrelevante para 
demostrar su falta de credibilidad y por tanto, en términos generales, estas 
pruebas deben ser excluidas salvo que el acusado pueda demostrar su 
relevancia específica y que la exclusión de la prueba implica una violación de 
su derecho a la defensa.
66. Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. Proceso 21762 de 2 de marzo de 2005.
Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. Proceso 9401 del 8 de mayo de 1996.
67. Ley 360 de 1997, por medio de la cual se modifican algunas normas del título XI del Libro II del Decreto-Ley 100 de 1980 
(Código Penal), relativo a los delitos contra la libertad y pudor sexuales, y se adiciona el artículo 417 del Decreto 2700 de 
1991 (Código Procedimiento Penal) y se dictan otras disposiciones.
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La jurisprudencia colombiana también cuenta con antecedentes en la materia. 
En sentencia de 1997, la Corte Suprema de Justicia rechazó como prueba el 
argumento que cuestionaba la vida sexual anterior de la víctima, refiriéndose 
a la libertad sexual como el bien jurídico protegido:
No va a discutir la Sala si Laura Cristina es o no una joven “de vida disipada”, por­
que, de cara al delito por el cual se dictó el fallo atacado, toda consideración al 
respecto devendría impertinente (...). Dejando de lado las concretas razones de la 
prostitución (y aquí no se ha probado que Laura Cristina sea o haya sido prostitu­
ta), la Sala debe replicar a tal reproche que, es de elemental conocimiento jurídico, 
el argüido “modus vivendi” en nada incide, de suyo, en la libertad para disponer de 
la sexualidad. Es decir que por más prostituta que sea una persona su referida 
libertad debe ser respetada, so pena de que el Estado, a través de su aparato judi­
cial, castigue ese irrespeto que él mismo (por conducto del legislador) ha elevado 
el rango del delito.
Otras sentencias de la Corte Constitucional también han hecho referencia al 
tema señalando que:
las víctimas de delitos sexuales, tienen un derecho constitucional a que se proteja 
su derecho a la intimidad contra la práctica de pruebas que impliquen una intro­
misión irrazonable, innecesaria y desproporcionada en su vida íntima, como ocu­
rre, en principio, cuando se indaga genéricamente sobre el comportamiento sexual 
o social de la víctima previo o posterior a los hechos que se investigan. Tal circuns­
tancia, transforma las pruebas solicitadas o recaudadas en pruebas constitucio­
nalmente inadmisibles, frente a las cuales tanto la Carta como el legislador orde­
nan su exclusión.68 (Rincón, 2007).
Durante el proceso frente al cual se pronunció la Corte Constitucional en la 
sentencia T-453 de 2005, señalando la improcedencia de estas pruebas, el juez 
de conocimiento había admitido como pruebas la recepción de testimonios de 
varios ex novios de la víctima solicitados por la defensa, a fin de que dieran fe 
de “ las andanzas libertinas de la  denunciante'. A través del análisis de la 
actuación de la justicia en este caso, la Corte señala claramente la forma en 
que la Administración de Justicia en muchos casos actúa como caja de 
resonancia de prejuicios69 y criterios morales sobre lo que debe y no debe ser 
el comportamiento de las mujeres y su invalidación como víctima a partir de
68. Corte Constitucional, Sentencias SU-159 de 2002 y SU-1159 de 2003.
69. (...)No están orientadas estas pruebas a un fin imperioso de la defensa. Por el contrario, buscan reproducir un prejuicio 
social según el cual de una mayor predisposición o experiencia sexual se puede inferir el consentimiento de la víctima a un 
acto totalmente distinto y separado de las relaciones que ella hubiere podido tener con sus ex-novios o amantes.
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la inclusión en el debate probatorio de evidencias sobre comportamientos 
impropios. En este sentido afirmó la Corte que al admitir y valorar estas 
pruebas, se llegó a que: "e l proceso penal se apartara de sus finalidades 
prim igenias—¡a realización de la justicia y  la aclaración de la verdad— y  se 
transform ara en un mecanismo de reproducción de prejuicios sociales 
adversos a las mujeres víctim as de conductas que podrían configurar delitos 
en contextos sexuales”.
En la sentencia T-453 de 2005, la Corte Constitucional estableció los siguientes 
estándares para la admisión de este tipo de pruebas:
La admisibilidad de pruebas relativas a la intimidad de la víctima depende, entre 
otras cosas, de lo siguiente: (i) que se demuestre su relevancia para probar un he­
cho específico del caso, como por ejemplo, que el autor del delito es alguien distin­
to al acusado, o que dado el pasado común de la víctima y el agresor, existen he­
chos específicos que prueban el consentimiento; (ii) que muestre que la afecta­
ción de la intimidad de la víctima no resulta desproporcionada, teniendo en cuen­
ta el valor probatorio de la prueba; (iii) que justifique que la finalidad de la prueba 
solicitada no es simplemente destruir la reputación de la víctima o mostrar su pre­
disposición sexual. El juez debe ponderar en cada caso los factores mencionados”. 
(Corte Constitucional Sentencia T-453 de 2005).
En la parte resolutiva de la sentencia, la Corte establece un criterio general de 
juzgamiento al señalar:
Tercero.- Prevenir a los funcionarios judiciales competentes para que se absten­
gan de ordenar la práctica de pruebas (i) que invaden de manera irrazonable o 
desproporcionada el derecho a la intimidad, o (ii) que tengan como finalidad de­
mostrar que de la vida íntima anterior o posterior de la mujer se infiere que prestó 
su consentimiento a un acto sexual completamente separado al que fue objeto de 
denuncia. (Corte Constitucional, Sentencia T-453 de 2005).
Recogiendo algunas experiencias de los procesos sobre violencia sexual en 
Ruanda y la antigua Yugoslavia.70, y tomando en consideración la incidencia 
definitiva del contexto de coerción en que se cometen estos crímenes cuando 
constituyen delitos de genocidio, guerra o lesa humanidad, La Corte Penal 
Internacional fue radical en la incorporación dentro de las Reglas de 
Procedimiento y Prueba de los principios de prueba en caso de violencia sexual
70. En el caso Delalic, por ejemplo, se había incorporado a las pruebas la realización por parte de la víctima de un aborto 
anterior a la violación y su uso permanente de métodos anticonceptivos (Lorenzini, 2003)
89
VIOLENCIA SEXUAL, CONFLICTO ARMADO Y JUSTICIA EN COLOMBIA
una serie de reglas que descartan determinadas pruebas y que solamente para 
el caso de la prueba del comportamiento sexual anterior de la víctima exige 
ponderación entre su valor probatorio y la incidencia en un juicio justo.
Regla 70. Principios de la prueba en casos de violencia sexual
En casos de violencia sexual, la Corte se guiará por los siguientes principios y, 
cuando proceda, los aplicará:
a) El consentimiento no podrá inferirse de ninguna palabra o conducta de la 
víctima cuando la fuerza, la amenaza de la fuerza, la coacción o el 
aprovechamiento de un entorno coercitivo hayan disminuido su capacidad 
para dar un consentimiento voluntario y libre;
b) El consentimiento no podrá inferirse de ninguna palabra o conducta de la 
víctima cuando ésta sea incapaz de dar un consentimiento libre;
c) El consentimiento no podrá inferirse del silencio o de la falta de resistencia 
de la víctima a la supuesta violencia sexual;
d) La credibilidad, la honorabilidad o la disponibilidad sexual de la víctima o 
de un testigo no podrán inferirse de la naturaleza sexual del 
comportamiento anterior o posterior de la víctima o de un testigo.
Regla 71. Prueba de otro comportamiento sexual.
Teniendo en cuenta la definición y la naturaleza de los crímenes de la 
competencia de la Corte, y a reserva de lo dispuesto en el párrafo 4 del artículo 
69, la Sala no admitirá pruebas del comportamiento sexual anterior o ulterior 
de la víctima o de un testigo.
El numeral 4 del artículo 69 sobre práctica de pruebas señala: la Corte podrá 
decidir sobre la pertinencia o admisibilidad de cualquier prueba teniendo en 
cuenta, entre otras cosas, su valor probatorio y cualquier perjuicio que pueda 
suponer para un juicio justo o para la justa evaluación del testimonio de un 
testigo, de conformidad con las Reglas de Procedimiento y Prueba.
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Derechos de las víctim as de delitos sexuales en elproceso penal
Por último, se transcribe una carta de derechos de las víctimas de delitos
sexuales dentro del proceso penal establecida por la Corte Constitucional en
la sentencia T-435 de 2005 que aporta importantes herramientas para
operadores/as de justicia en la investigación yjuzgamiento de delitos sexuales.
1. El derecho a que se garantice su acceso a un recurso legal efectivo, de tal 
manera que se asegure la efectividad de sus derechos a la verdad, a la 
justicia y a la reparación;
2. El derecho a expresar sus opiniones y preocupaciones y a ser escuchadas, y 
a que se les comuniquen todas las decisiones que puedan afectar sus 
derechos;
3. El derecho a ser tratadas con respeto y consideración durante todo el 
proceso judicial y a que se adopten medidas para evitar que el proceso penal 
conduzca a una segunda victimización, por ejemplo, reduciendo las 
molestias que puedan causarle las diligencias que se adelanten en el 
proceso, tales como contactos directos con el agresor, repetición 
innecesaria de exámenes o pruebas, etc.;
4. El derecho a ser protegidas contra toda forma de coerción, violencia o 
intimidación;
5. El derecho a que se valore el contexto en que ocurrieron los hechos objeto 
de investigación sin prejuicios contra la víctima; (unificar formato de estas 
últimas citas, tanto de las reglas como de la carta.
6. El derecho a que se adopten medidas para evitar injerencias innecesarias 
en la vida íntima de la víctima;
7. El derecho a solicitar a las autoridades judiciales que se abstengan de 
ordenar la práctica de pruebas o excluyan las ya practicadas que conlleven 
una intromisión innecesaria, o desproporcionada de su derecho a la 
intimidad;
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8. El derecho a que se entienda que no existe consentimiento real y libre de 
presiones, por la simple ausencia de rechazo físico o de expresiones que lo 
exterioricen;
9. El derecho a que la investigación penal se adelante con seriedad y 
objetividad y esté orientada al esclarecimiento de la verdad y al logro de la 
justicia.
2. Participación de las víctimas de violencia sexual en 
los procesos
A partir del compromiso establecido para el Estado colombiano en el sentido 
de incorporar a través del Bloque de Constitucionalidad el marco internacional 
en garantía y respeto de los derechos humanos, y teniendo en cuenta lo previsto 
en el artículo 9 de la Constitución, según el cual las relaciones exteriores del 
Estado se fundamentan en el reconocimiento de los principios de derecho 
internacional aceptados por Colombia, se destacan a continuación algunos de 
los avances en materia de participación de víctimas, los cuales deben ser 
aplicados como elementos de interpretación en los procedimientos internos 
con el fin de garantizar a las víctimas de violencia sexual una participación 
adecuada y efectiva en los procesos judiciales internos.
La Ley 906 de 2004 (Código de Procedimiento Penal) y la Ley 905 de 2005 
(normatividad extraordinaria para la reincorporación de grupos armados al 
margen de la ley), contienen una serie de principios generales que buscan 
garantizar la participación de las víctimas en los procesos. El Código de 
Procedimiento Penal anterior (Ley 600 de 2000) contemplaba la figura de 
“parte civil” a través de la cual la víctima participaba en los procesos penales 
con el fin de obtener indemnizaciones por el daño. Con el nuevo Código de 
Procedimiento Penal (Ley 906 de 2004), esta figura desapareció dando paso a 
la participación de la víctima con miras a obtener reparación por el daño, sin 
que quedara claramente establecida la oportunidad procesal de participación 
más allá del llamado “incidente de reparación". La interpretación práctica de 
estas disposiciones de parte de operadores/as de justicia ha generado serios 
debates a partir de criterios que han limitado dicha participación 
especialmente en el aporte de pruebas y la contradicción de pruebas o 
elementos materiales probatorios, sin tomar en consideración los estándares
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déla legislación penal internacional y del derecho internacional de los derechos 
humanos en la materia. Al respecto, en la sentencia C-209 de 200771, la Corte 
Constitucional condicionó la exequibilidad de varias normas de la Ley 906 de 
2004, que regula el sistema acusatorio, porque en ellas no se encontraba 
prevista la facultad de las víctimas en su calidad de partes o intervienientes 
para realizar actuaciones referidas a la solicitud y controversia de pruebas:
El legislador omitió incluir a las víctimas dentro de las partes o intervinientes que 
pueden ejercer facultades referentes a la solicitud, descubrimiento, exhibición, 
exclusión, rechazo e inadmisibilidad, práctica y contradicción de pruebas o ele­
mentos materiales probatorios. Así los artículos 284,344,356,358,359,378,391 y 
395 de la Ley 906 de 2004, establecen que tales facultades sólo pueden ser ejerci­
das en las respectivas etapas procesales, por la Fiscalía, la defensa, las partes y 
excepcionalmente, el Ministerio Público. Al respecto, la Corte señaló que no se 
observa una razón objetiva que justifique la exclusión de la víctima, del uso de las 
facultades que se otorgan a las partes e intervinientes en el proceso penal, en los 
artículos 284,344,356,358 y 359 de la Ley 906 de 2004, como quiera que su par­
ticipación en actuaciones correspondientes a la etapa previa al juicio, no conlleva 
una modificación de los rasgos estructurales del sistema penal introducido por el 
Acto legislativo 03 de 2002, no altera la igualdad de armas, ni modifica la calidad 
de la víctima como interviniente en cada caso. Teniendo en cuenta que esta omi­
sión genera una desigualdad injustificada entre los distintos actores del proceso 
penal en las etapas previas al juicio e impide asegurar una garantía efectiva de los 
derechos de las víctimas a la verdad, a ser oídos y facilitarles el aporte de pruebas, 
se condicionó la exequibilidad de los artículos 284, 344,356,358 y 359 de la Ley 
906 de 2004, a que la víctima pueda ejercer también las facultades probatorias 
previstas en cada caso por estas disposiciones legales'2.
La Corte Penal Internacional avanzó de manera significativa en la búsqueda 
de un equilibrio procesal entre los intereses del acusado y los de la víctima, 
ampliando las posibilidades de participación de esta última en los 
procedimientos judiciales. En sentencia de Tutela del año 200573, la Corte 
Constitucional hizo referencia al Estatuto de Roma señalando que este 
consagra expresamente (,.)lo s  derechos de las víctim as a presentar 
observaciones sobre la competencia de la Corte o la adm isibilidad de la causa, 
a que se haga una presentación completa de los hechos de la causa en interés 
de la justicia, a ser tratadas con dignidad, a que se proteja su seguridad e
71. Corte Constitucional, Sentencia C-209 de 2007.
72. Corte Constitucional, Comunicado de prensa de 21 de marzo de 2007.
73. Corte Constitucional. Sentencia T-453 de 2005.
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intim idad, a que se tengan en cuenta sus opiniones y  observaciones, a ser 
reparadas m aterialm ente y  apelar ciertas decisiones que afecten sus intereses.
El artículo 68.3 del Estatuto de Roma señala que:
La Corte permitirá, en las fases del juicio que considere conveniente, que se pre­
senten y tengan en cuenta las opiniones y observaciones de las víctimas si se vie­
ran afectados sus intereses personales y de una manera que no redunde en detri­
mento de los derechos del acusado o de un juicio justo e imparcial ni sea incompa­
tible con éstos. Los representantes legales de las víctimas podrán presentar di­
chas opiniones y observaciones cuando la Corte lo considere conveniente y de con­
formidad con las Reglas de Procedimiento y Prueba.
La Regla 16.d. de las Reglas de Procedimiento y Prueba contempla la situación 
particular de las víctimas de delitos sexuales al prever: "(...) medidas que tengan 
en cuenta las cuestiones de género a fin  de facilita r la participación de las 
víctim as de actos de violencia sexual en todas las fases del procedimiento". 
Cuando la Corte Penal Internacional se refiere a la participación específica de 
las víctimas de actos de violencia sexual está haciendo referencia a la necesidad 
que tienen éstas de unas condiciones particulares y diferenciadas en atención 
a su condición de vulnerabilidad especial que en caso de no ser contempladas 
las excluirían de estos procedimientos; en ese sentido prevé excepciones al 
principio de publicidad de los procedimientos al permitir la realización de 
audiencias a puerta cerrada a solicitud de la víctima, así como la disposición 
de medidas especiales para recibir testimonios de manera que se evite la 
presencia simultánea de denunciado y víctima.
La Corte Constitucional en sentencia de tutela mediante la cual ordena medidas 
para garantizar a una víctima el derecho a beneficiarse de atención específica 
estatal74 hizo mención de la directriz de apoyo a los Estados, para la adopción 
de medidas eficaces de lucha contra la impunidad, elaborada de conformidad 
con la actualización ordenada por la Resolución 2004/721675, expedida por la 
Comisión de Derechos Humanos que establece en su Principio Diecinueve “(...)
74. Corte Constitucional. Sentencia T-181 de 2007.
75. La Comisión de Derechos Humanos pidió al Secretario General designar un experto independiente que actualizara el 
Conjunto de Principios para la protección y promoción de los derechos humanos mediante la lucha contra la impunidad i) 
conforme la evolución del derecho y las prácticas internacionales en la materia, ii) que partiera del estudio Independiente 
sobre el tema, elaborado en cumplimiento de la Resolución 2003/72 -Luis Jonet 1997- y iii) que recogiera las opiniones 
recibidas de los Estados y de las organizaciones intergubernamentales y no gubernamentales. El escrito fue confiado a la 
profesora Diane Orentlicher y presentado como Add.l conjuntamente con el informe E/CN.4/2005/102.
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ii) que, sin perjuicio de la responsabilidad estatal en la materia, se adoptarán 
medidas complementarias para garantizarla participación de las víctim as y  
de toda persona u organización no gubernamental 'interesada (...) como partes 
civiles o como personas que inician unjuicio en los Estados, cuyo derecho penal 
contemple esos procedim ientos”.
Por su parte, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, como intérprete 
autorizada de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, ha 
reconocido el derecho que tienen las víctimas y sus representantes a participar 
en todas las etapas del proceso penal.
En relación con la participación de las víctimas de violaciones a los derechos 
humanos, la Corte Interamericana ha señalado en múltiples casos que: ‘del 
artícu lo  8 de la Convención [Am ericana sobre Derechos Hum anos] se 
desprende que las víctim as de las violaciones de los derechos humanos, o sus 
fam iliares, deben contar con amplias posibilidades de ser oídos y  actuar en los 
respectivos procesos tanto en procura del esclarecim iento de los hechos y  del 
castigo de los responsables, como en busca de una debida reparación m .
En cuanto al acceso de las víctimas a la investigación y el juicio la Corte 
Interamericana, refiriéndose a Colombia en el caso de la Masacre de Mapiripán 
reiteró el estándar en la materia expresado en el caso 19 Comerciantes al 
precisar que: "Durante e l proceso de investigación y  e l trám ite jud icial, las 
víctim as de violaciones de derechos humanos, o sus fam iliares, deben tener 
am plias oportunidades para p articip ar y  ser escuchados, tanto en e l 
esclarecim iento de los hechos y  la sanción de los responsables, como en la 
búsqueda de una justa compensación".
De manera similar en el caso La Rochela la Corte Interamericana señaló que: “En 
cuanto a la participación de las víctimas, se debe garantizar que, en todas las 
etapas de los respectivos procesos, las víctim as puedan form ular sus 
pretensiones y  presentar elementos probatorios y  que éstos sean analizados 
de forma completa y  seria portas autoridades antes de que se resuelva sobre 
hechos, responsabilidades, penas y  reparaciones".
76. Corte I.D.H., Caso de los Niños de la Caíie (Viliagrán Moralesy otros). Sentencia de 19 de noviembre de 1999. Serie C No. 
63, párr 227. Criterio reiterado en: Caso Las Palmeras. Sentencia de 6 de diciembre de 2001. Serie C No. 90; Caso de la 
"Masacre de Mapiripán". Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C No. 132, párr. 219; Caso de las Masacres de Ituango, 
Sentencia de 1 de julio de 2006.
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Para humillar al enemigo, aprovechando circunstancias de vulnerabilidad, 
porque en medio de la guerra los límites se borran o por cualquier otra 
motivación, los delitos de violencia sexual dejan ver claramente que aunque 
ocurren a todas las personas, y en tal virtud la normatividad contempla como 
posibles víctimas tanto a varones como a mujeres, ocurren mayormente a 
mujeres niños y niñas, lo que permite encontrar que todos estos casos, además 
del daño específico, existe una correspondencia con expresiones sociales de 
una cultura para la cual estas vidas valen menos que otras.
La impunidad en relación con los delitos de violencia sexual contra las mujeres 
se encuentra íntimamente relacionada con la persistencia de la discriminación. 
El hecho de que para el Derecho Internacional Humanitario la violencia sexual 
no haya alcanzado el rango de “infracción grave”, es indicativo de la escasa 
importancia atribuida tradicionalmente a la experiencia de las mujeres, niñas 
y niños en las guerras. En este contexto, la posibilidad de que la violencia sexual 
sea contemplada como crimen de guerra, lesa humanidad y genocidio por parte 
del Estatuto de Roma, constituye un hito. En estos contextos, los delitos de 
violencia sexual contra mujeres alcanzan una dimensión política al 
equipararlos a delitos como la tortura, la desaparición forzada y los tratos 
inhumamos o degradantes entre otros, que, tal como lo expresa el preámbulo 
del Estatuto de Roma: “ constituyen una amenaza para la paz, la seguridad y  e l 
bienestar de la humanidad",y no solamente una afrenta al pudor de la víctima.
La realidad colombiana de investigación, judicialización, sanciones y 
reparaciones a las mujeres víctimas de violencia sexual en el conflicto armado 
se encuentra muy distante de aquellas consideraciones. Es por ello que se hace 
indispensable incorporar las evoluciones que en la materia aportan otras 
experiencias y sistemas de justicia nacionales e internacionales. El bloque de 
constitucionalidad puede ser entonces una de las más importantes 
herramientas para incorporar muchos de estos avances en las decisiones 
judiciales tanto a nivel sustantivo como procesal.
La investigación sobre delitos de violencia sexual contra las mujeres en el 
conflicto armado interno en Colombia requiere preguntarse sobre lo que la 
mirada tradicional puede estar omitiendo. El conocimiento sobre la real 
ocurrencia de violencia sexual es indispensable para su abordaje judicial y 
extrajudicial. Ello hace necesario un adecuado manejo de la información a
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través de la inclusión de variables que den cuenta de esta grave violación a los 
derechos humanos.
Es necesario conocer el sexo de presunto responsable y de la víctima, su edad, 
su pertenencia étnica, su historia social y comunitaria y la relación entre su 
actividad y la violencia de que fue objeto. Es necesario conocer lo que ha pasado 
a las mujeres asesinadas antes de la muerte. Los cadáveres cuentan historias, 
pero este tipo particular de historias no se está escuchando.
Los organismos de investigación de estos hechos, las entidades que recopilan, 
procesan y analizan información tienen un inmenso reto. De su actuación 
dependen en gran medida las posibilidades de justicia para las mujeres y ello 
implica encarar las investigaciones a partir de una concepción incluyente de 
la justicia, en la que las necesidades particulares de las mujeres tanto por su 
situación de mayor vulnerabilidad en razón de la discriminación, como por la 
naturaleza misma de los delitos denunciados, sean tomadas en cuenta en cada 
una de las etapas procesales. Es también una responsabilidad con la historia y 
hacia el futuro, puesto que los logros que alcancen serán un punto de referencia 
para futuras víctimas.
En materia probatoria, la Corte Constitucional colombiana en la sentencia T- 
435 de 2005, no obstante analizar un caso ocurrido por fuera del contexto del 
conflicto armado, sentó un importante precedente al contar como referente 
con las reglas de procedimiento y prueba del Estatuto de Roma, para evaluar 
la pertinencia de pruebas sobre el pasado sexual de la víctima. La incorporación 
a la legislación procedimental interna de estas reglas de procedimiento y 
prueba en materia de delitos sexuales, se constituye en una necesidad 
apremiante a fin de buscar alternativas a la grave impunidad existente. 
Apreciaciones de la prueba en las que la denominada “sana crítica” puede ser 
la expresión de criterios discriminatorios contra la mujer arraigados 
socialmente, pueden estar jugando un nocivo papel, tanto en términos de 
denegación de justicia, como de disuasión de presentación de futuras 
denuncias.
La exigencia de que los delitos sexuales cumplan a cabalidad con los estándares 
probatorios generales ha contribuido históricamente a incrementar la 
impunidad en el juzgamiento de delitos sexuales. Cuando estos delitos ocurren
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con ocasión o en desarrollo de un conflicto armado, la apreciación del contexto 
de coerción como un elemento determinante en el consentimiento de la 
víctima, da cuenta de una mirada sensible y realista sobre la temática. Según 
lo establecido en las reglas de procedimiento y prueba del Estatuto de Roma, 
en contextos de coerción específica, el consentimiento de la víctima no puede 
deducirse ni de su falta de resistencia física, ni de su silencio ni aún de su 
asentimiento pues se entiende que de principio, este consentimiento está 
viciado, no es libre. De igual manera, la negativa a apreciar como prueba la 
conducta sexual anterior de la víctima, a menos que se pruebe en audiencia 
previa la pertinencia específica de estos hechos, tiene en cuenta el derecho de 
la víctima a la intimidad sobre hechos de su vida pasada que sólo a ella 
conciernen.
Si bien los rumbos que van tomando los avances en la mirada desde la justicia 
a la violencia sexual contra las mujeres en los conflictos armados internos, 
básicamente en lo relativo a la aceptación y apreciación de las pruebas, estas 
en ninguna medida pueden llegar a romper el delicado equilibrio entre las 
consideraciones específicas con las víctimas y las garantías procesales de las 
personas investigadas. En este sentido, en conflictos armados, el contexto 
también juega un papel determinante para la investigación judicial de la 
violencia sexual. No admitir como argumento de la defensa el consentimiento 
de la víctima, ni su conducta sexual anterior para deducir éste, así como admitir 
como prueba el testimonio de la víctima sin la necesidad de que éste sea 
ratificada por otro testimonio o cualquier medio probatorio, amplía la 
exigencia de la prueba del contexto de coerción en el cual ocurrió el delito, 
porque es este último el determinante de la decisión de quien investiga.
Las herramientas legales, procedimentales, los antecedentes, las 
jurisprudencias se encuentran en permanente avance. Para que 
investigadores/as, víctimas, defensores/as, puedan acceder a las verdades de 
las víctimas de violencia sexual en el conflicto armado interno en el país, se 
requiere deseo, intuición, oído más que voz y una inmensa sensibilidad hacia 
las víctimas, que permita entender sus necesidades especiales de trato y 
protección para aportar efectivamente a la garantía de sus derechos a la verdad, 
la justicia y la reparación.
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Anexo 1
Documentación sobre violencia sexual contra las mujeres 
en Colombia contenida en Informes de organizaciones 
gubernamentales internacionales y organizaciones no 
gubernamentales nacionales e internacionales.
Fech a  y/o lugar H ech os
Informe de la Relatora Especial sobre la Violencia contra la Mujer de las Naciones Unidas 
en su visita a Colombia 20021
EL  SALADO
Según datos, unos 300 hombres armados pertenecientes a 
las fuerzas paramilitares llamadas Autodefensas 
Cam pesinas de Córdoba y Urabá (ACCU) establecieron un 
tribunal ilegal en la aldea de El Salado, en Bolívar. Los dos 
d ías siguientes, torturaron, estrangularon, acuchillaron, 
decapitaron y dispararon contra la población. Ataron a una 
niña de 6 años a un palo y la ahogaron con una bolsa de 
plástico. Se  informó de que una mujer fue víctima de una 
violación colectiva.
PU EBLO  N U EVO  M EJIA
los paramilitares entraron en la aldea de Pueblo Nuevo Mejía 
y secuestraron a una mujer y a su hijo al no encontrar al 
marido y al cuñado. La mujer fue obligada a cocinar para los 
paramilitares, sufrió malos tratos y fue am enazada de 
abusos sexuales
Un grupo de hombres armados nos echó abajo la puerta de 
casa mientras dormíamos; derribaron los m ueblesy 
rompieron todo. Ataron a mi padre a una silla. Me abrieron 
de piernas y me ataron una pierna a un armario y la otra a la 
cama. Nos insultaron y amenazaron. Nos violaron a mi 
hermana y a mí. Más adelante supim os que lo mismo les 
había sucedido a los vecinos y que a una joven de la aldea la 
habían llevado al hospital para curarle las lesiones".
Llegaron 500 paramilitares a la aldea, ya que se halla en 
territorio de la guerrilla. Nos amenazaron y se llevaron a las 
mujeres para trabajar a su servicio. Mataron a muchachas, 
chicos, hombres y mujeres. No se nos permitió recogerlos y 
los perros se comieron los cadáveres. Ahorcaron a algunos 
niños y mutilaron los órganos sexuales de los cadáveres. 
V iolaron a muchas mujeres. Yo falsifiqué una carta en la que 
decía que tenía que ir a la ciudad porque mi tía estaba muy 
enferma. Los paramilitares dijeron que sólo se me permitiría 
ir si les dejaba a mi hija. Por la noche me escapé con mis 
tres hijos. V ivo en las afueras de Cartagena; las condiciones 
son muy malas, ya que el lugar está inundado casi siempre; 
por la noche tengo que atar a los niños a la cama para que 
no caigan al agua".
Llegaron a la ciudad los paramilitares, congregaron a todos, 
pusieron música y empezaron a beber. Mataron unos pollos, 
violaron a algunas mujeres, dieron muerte a unas cuantas 
personas y bailaron. Los paramilitares llevaban
1. Naciones Unidas, Comisión de Derechos Humanos E/CN.4/2002/Add.311 de marzo de 2002 58 período de sesiones. Informe de 
la Relatora Especial sobre la violencia contra la mujer, sus causas y consecuencias, Sra. Radhika Coomaraswamy.
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pasamontañas. Obligaron a las mujeres a cocinar para ellos. 
Unicamente violaron a las jovencitas. La fiesta se prolongó 
cuatro días. Los cadáveres empezaban a pudrirse en las 
calles Quemaron a algunos de ellos para que no se 
pudieran identificar. O ím os sobrevolar a un helicóptero pero 
no pasó nada hasta el cuarto día. Los paramilitares se 
quitaron los pasamontañas y dijeron que había llegado el 
ejército. Entonces vinieron automóviles, fisca les y personal 
de la Cruz Roja. C reem os que el ejército estaba impidiendo 
la entrada al poblado mientras se producía la matanza".
Hemos vivido bajo un terror sin límites. El barrio só lo tiene 
una salida y está bajo el control de lo s  paramilitares. Se  saca 
a la gente de las casas y se les da muerte ante sus 
fam iliares e hijos. Han matado a propietarios de comercios 
que se niegan a pagar sobornos. En las dos últimas 
sem anas han matado a se is mujeres, algunas por presuntas 
re laciones con la guerrilla, a otras por negarse a tener 
re laciones carnales. A úna  muchacha la violaron antes de 
matarla, le sacaron los ojos, le arrancaron las uñas y le 
cortaron los senos. A u n  muchacho le cortaron el pene y se 
lo metieron en la boca. Constantemente se producen tiroteos 
entre distintos grupos armados. No podemos dormir. 
Tememos salir de casa para ir a trabajar o mandar a los 
niños a la escuela. Cuando llega la policía todo está en 
calma y los paramilitares se mezclan con ella mientras 
recorren el barrio. Necesitam os paz. El Gobierno tiene que 
hacer algo".
Se  ha justificado la violencia sexual contra la mujer, la 
prostitución y la esclavitud sexual en las zonas ocupadas 
militarmente por las razonables necesidades masculinas, e 
incluso oficia les de alta graduación han alentado y 
organizado tales desm anes
EL SALADO
Tras una matanza en la localidad de El Salado, 
departamento de Bolívar, las supervivientes testificaron que 
las habían violado, pero a pesar de eso el Estado no 
emprendió ninguna investigación.
Se unió a la guerrilla (FARC) cuando tenía 13 años, harta 
de que su padre no le hiciera caso y la maltratara. Trataba 
de hallar una salida y pensaba que las cosas cambiarían sí 
estuviera armada. Cuando tenía 19 años el comandante de 
la guerrilla de su grupo se aprovechó de su rango para 
llevársela a so las y violarla. Luego la golpeó y la mandó a 
casa. Le encargó que sedujera a un militar del ejército de 
Colombia para conseguir información para la guerrilla. Hizo 
lo que se le dijo, pero todavía el comandante no quedó 
contento porque el oficial era de baja graduación. Entonces 
el comandante fue a casa de ella y la increpó de malos 
modos. El padre intervino y el comandante lo mató y la 
am enazó para que no hablara. Al d ía siguiente del entierro 
del padre se entregó al ejército pensando que era su única 
salida, que tal vez tendría que cumplir una pena, pero que 
luego sería una civil libre. A l cabo de unos días, sin embargo, 
el ejército le dio un uniforme y le dijo que la única solución 
era que se pusiera a su servicio. Entendió que no podía 
hacer otra cosa.
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Informes de la O ficina  de la Alta Com isionada para los D erechos 
H um an os en C o lo m b ia2
Informe del año 20003
La Oficina recibió testimonios acerca de niñas víctimas de 
abusos sexuales al interior de la guerrilla, generalmente por 
parte de comandantes de mando medio. Recibió también 
numerosas quejas indicando que los diferentes grupos de 
guerrilla siguieron incorporando a menores de 15 años en 
sus filas.
16-19 febrero de 2000 
El SALADO Y  APARTADO
En ambas masacres, los homicidas paramilitares violaron a 
las mujeres antes de darles muerte.
Informe del año 20014
Actos de esclavitud sexual que afectaron a mujeres y niñas 
dentro de hechos cuya autoría se atribuyó, principalmente, a 
miembros de los grupos armados ilegales. Según la 
información, varias mujeres habrían sido privadas de libertad 
para ser recluidas en haciendas donde se les forzó a 
mantener relaciones sexuales y a ocuparse de tareas 
domésticas
Informe del año 20025
La oficina en Colombia recibió denuncias de violaciones 
sexuales por parte de los grupos paramilitares y de 
miembros de la Fuerza Pública, asi como de esclavitud 
sexual por parte de la guerrilla. Los grupos armados ilegales 
continúan ejerciendo presión social sobre las mujeres con 
miras a debilitar su proceso organizativo y su participación 
en los espacios públicos
Informe del año 20056
CÚCUTA, SANTANDER
Se denunciaron casos de mujeres en Cúcuta que después 
de haber sido obligadas a tener relaciones sexuales con los 
paramilitares fueron declaradas como "objetivo militar" por la 
guerrilla
Se registraron infracciones atribuidas a miembros de la 
fuerza pública que irrespetaron la inmunidad de la población 
civil, en particular homicidios en personas protegidas, 
ataques indiscriminados, desplazamientos forzados, 
bloqueos de comunidades, de alimentos y de medicamentos, 
y de violencia sexual contra mujeres y niñas.
COLOSÓ, SU C R E
A la s  FA R C -E P  se les atribuye la responsabilidad de 
reclutamiento de niñas, forzando el uso de a nticonceptivos y 
la práctica compulsiva de pruebas masivas de VIH, y 
esclavitud sexual de mujeres y niñas. También se atribuye a 
este grupo armado ilegal ataques contra mujeres que por tener 
relaciones con miembros de la fuerza pública o de grupos 
paramilitares son víctimas de homicidios y amenazas, como la 
masacre de cuatro mujeres, una de ellas embarazada, ocurrida 
en octubre en Colosó (Sucre).
2. Informes anuales de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos sobre la situación de los Derechos 
Humanos y el Derecho Internacional Humanitario en Colombia. »
3. Naciones Unidas, Comisión de Derechos Humanos E/CN.4/2001/15 de 20 de marzo de 2001,57 periodo de sesiones. Informe de la 
Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos sobre la situación de los derechos humanos en Colombia, 2000.
4. Naciones Unidas, Comisión de Derechos Humanos E/CN.4/2002/17 de 28 de febreo de 2002,58 periodo de sesiones. Informe de la 
Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos sobre la situación de los derechos humanos en Colombia, 2001.
5. Naciones Unidas, Comisión de Derechos Humanos E/CN.4/2003/13 de 24 de febrero de 2003,59 periodo de sesiones. Informe de la 
Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos sobre la situación de los derechos humanos en Colombia, 2002.
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Riña Bolaño, bacterióloga secuestrada por las FA R C -EP  y 
victima de violación sexual por un comandante de ese grupo 
armado, en agosto de 2003, quien fue acusada de rebelión 




Según la Defensoría del Pueblo, se presentaron denuncias 
de diez homicidios de niños y niñas pertenecientes a la etnia 
Wayu, de los que cinco habrían sido quemados y una niña 
violada por miembros de grupos paramilitares en la 
comunidad de Walilparture, Dibulla (Guajira).
C ESA R
Homicidio de una indígena kankuama, en Guatapurí (Cesar). 
La víctima habría sido muerta por las FARC  -EP  por haber 
cocinado y lavado ropa para miembros del Ejército Nacional.
TOLIMA, R ISARALD AY  
QUINDlO
Se denunció la esclavitud sexual de mujeres por parte de las 
FA R C -EP  en Tolima, Risaralda y Quindío
RISARALDA
Se registró la violación sexual de una mujer y de sus dos 
hijas, por parte de paramilitares pertenecientes al Bloque 
Central Bolívar, en Risaralda
DIBULLA, GUAJIRA
Se registró la violación sexual de dos niñas indígenas 
wayuus en Dibulla (Guajira)
CASANARE
Se denunció la esclavitud sexual de mujeres por parte de 
paramilitares en el Casanare.
SONSÓN, ANTIOQUIA
Se denunció la violación sexual de dos niñas, atribuida a 
miembros de la IV Brigada del Ejército Nacional, en julio, en 
Sonsón (Antioquia),
CH O CÓ
Se denunció la desnudez forzada y el intento de niñas 
menores de 14 años habrían quedado embarazadas de los 
soldados del Batallón de Alta Montaña, debido a su 
presencia cerca de la escuela local, y en ocasiones, la 
ocupación, e n indígenas Embera Wounaan, por parte de 
soldados del Batallón Alfonso Manosalva Flórez, en marzo, 
en Chocó
PICHINDÉ, CALI
Niñas menores de 14 años quedaron embarazadas de los 
soldados del Batallón de Alta Montaña, debido a su 
presencia cerca de la escuela local, y en ocasiones, la 
ocupación, en Pichindé, Cali.
Se registra que las mujeres y las niñas han sido víctimas de 
amenazas, de atentados contra su vida, su integridad 
personal y sexual y su libertad individual por el solo hecho de 
ser familiares o de tener relaciones afectivas con algún 
integrante de los actores armados, as í como por impedir el 
reclutamiento forzoso de sus hijos e hijas, particularmente 
por parte de las FA R C -EP  y de los paramilitares. Las 
mujeres y las niñas son las principales víct ¡mas de la trata de 
personas.
Informe del año 20067
29 agosto
POLICARPA, NARIÑO
En Policarpa (Nariño), el 29 de agosto, hombres del grupo 
A C  O NG  violaron a varias mujeres durante su ofensiva en 
territorios controlados por las FARC-EP.
6. Naciones Unidas, Comisión de Derechos Humanos E/CN.4/2005/10de 28 de febrero de 2005,61 periodo de sesiones. Informe de la 
Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos sobre la situación de los derechos humanos en Colombia, 
2005.
* Este caso se recoge también en el Informe de Amnistía Internacional “Cuerpos marcados, crímenes silenciados”, 2004
7. Naciones Unidas, Comisión de Derechos Humanos A/HRC/4/48 de 5 de marzo de 2007,4o periodo de sesiones. Informe de la Alta 
Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos sobre la situación de los derechos humanos en Colombia, 2006.
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20 marzo 
NARIÑO
Nariño, el 20 de marzo, una mujer fue declarada "objetivo 
militar" por parte de las FARC  -EP  después de que se negó a 
ir a un campamento para curar heridos en combate. La mujer 
señaló que anteriormente había sido víctima de violencia 
sexual por parte de varios guerrilleros.
25 septiembre 
SAM ANIEGO, NARIÑO
Se denunció que en Samaniego (Nariño), el 25 de 
septiembre, tropas de la Brigada Móvil N° 14 del Batallón 92 
habrían cometido actos sexuales abusivos con las mujeres a 
quienes sometieron a registro con el pretexto de buscar 
dinero.
19 noviembre
FLORIDA, VALLE  D EL C A U C A
El 19 de noviembre, un soldado del Batallón San Mateo 
habría cometido abusos sexuales en contra de dos niñas de 
la etnia Nasa -Paes de 11 y 7 años respectivamente, en la 
zona rural de Florida (Valle del Cauca).
Informe de la Relatoria de la CIDH sobre D erechos de las Mujeres. Colom bia, 
20068
CASTILLO, META
A  los 19 años comencé mi actividad en el Partido Comunista 
[..] En el 2001, comenzaron a entrar en la región de Meta, los 
paramilitares, y la gente se llenó de miedo, pues comenzaron 
a asesinar a la gente. Yo aguanté dos años, mientras me 
asesinaron la mujer [...] El día de la detención de mi esposa 
por los paramilitares, mi esposa estaba con la bebé de dos 
años [...] Durante la detención, un paramilítar le dijo a mi 
esposa: ‘yo estoy en una organización donde si me toca 
matar a mi mamá la mato, porque si maté a mi hermano, 
pues porque no voy a matar a una Hijueputa que no es de mi 
familia.’ La estropearon y entonces la cogieron por delante 
más de diez de ellos. Ellos la tuvieron tres d ías detenida, 
donde la torturaron hasta matarla. A  la niña no le hicieron 
nada físicamente, pero vio todo el sufrimiento de su mamá. 
Me dijeron que no fuera a denunciar nada de lo que había 
pasado, por que ellos me buscaban donde fuera y me 
mataban. Nadie quería ir hacerle el levantamiento [...] 
Porque a ella la dejaron en un filo, donde está una base de 
los paramilitares
VALLED UPAR
Tengo una compañera que a ella y a la hermana la violaron 
dos jóvenes d e las AUC . Ella tenía mucho miedo pero se 
enteraron que ella llegó sangrando, pasaron varios días y 
sangraba. La llevaron al médico y no aceptaba que el 
médico la fuera a examinar. Corría como una loca y no 
aceptaba que ningún hombre se le acercara. Tuvo que 
examinarla una enfermera y le hicieron exámenes y se 
dieron cuenta que había sido violada y que había quedado 
traumatizada moral y psicológicamente
Diversos testimonios de mujeres y niñas muestran que las 
FA R C -EP  y el ELN, ambas guerrillas obligan a sus 
combatientes, en algunos casos, niñas de tan sólo 12 años, 
a abortar y utilizar anticonceptivos.
La CIDH recopiló testimonios sobre mujeres reclutadas por 
las A U C  en el Cauca, donde se indica que los líderes 
paramilitares de la zona "mandan a buscar" a niñas entre 12 
y 14 años de edad para que residan con ellos, presten 
servicios sexuales y se hagan cargo de las tareas 
domésticas. Es el caso de una joven embarazada que fue 
asesinada como represalia por haber escapado de esta 
situación doméstica, y su bebé removido y expuesto como 
símbolo de desaliento para otras niñas en similar situación.
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Han sido registrados casos en los que algunas niñas son 
obligadas a ejercer la prostitución, se las llevan en la 
madrugada y luego las regresan, as i le pasó hace poco a 
una menor de edad. Hace poco uno de los paras le quitó la 
mujer a un joven del pueblo, sólo porque la niña le gustaba, 
dijo, ‘me la llevo porque me qusta’, y no pasó nada,
CH O CÓ
Las mujeres afrocolombianas hemos sido atropelladas en 
nuestro territorio y en cualquier lugar por los diferentes 
grupos y actores armados legales e ilegales, quienes nos 
secuestran, matan, violan, humillan dejando como 
consecuencia con estos actos el deterioro del tejido social de 
nuestro entorno. Por todo lo anterior, no cabe duda que el 
conflicto armado ha lesionado la sensibilidad de la mujer 
negra, su legitimidad ancestral, su creatividad formadora y 
generadora de vida, su identidad cultural y el amor por su 
territorio
QUIBDÓ
Cuando el asentamiento se re aliza en albergues, la intimidad 
de la mujer se ve afectada porque generalmente estos 
lugares no están adaptados para satisfacer las necesidades 
particulares de higiene, ni privacidad, presentándose en 
algunos casos acosos y abusos de los varones a las 
adolescentes. En lo referente a la atención a las personas 
desplazadas, no hay una forma diferenciada para las 
mujeres, las necesidades de salud en torno a la 
menstruación y la planificación familiar no son tenidas en 
cuenta.
MEDIA GUAJIRA
En los territorios indígenas es una realidad cotidiana el 
asesinato de los líderes, el secuestro de los niños y la 
violación de las mujeres.
VAUPES, CARU RU
La ONIC (Organización Nacional Indígena de Colombia) en 
noviembre de 2005 denunció "sólo en el Vaupes, en Carurú, 
aproximadamente 20 indígenas han sido violadas por la 
Fuerza Pública, más una adolescente del pueblo Kokonuco 
del Cauca”.
La Relatora recibió denuncias sobre la utilización de las 
mujeres indígenas como "botines de guerra" por parte de los 
actores armados. Los diferentes grupos armados que 
ocupan los territorios indígenas, raptan mujeres indígenas, 
las utilizan sexualmente en forma colectiva y luego las 
abandonan, amparándose en la impunidad de sus actos.
Informe de Am nistía Internacional. A ño  20049
18 - 21  de febrero de 2000 
EL SALADO , BOLIVAR
Más de 300 paramilitares pertenecientes a las Autodefensas 
Campesinas de Córdoba y Urabá (ACCU) atacaron el 
corregimiento de El Salado. Según los informes, durante tres 
d ías torturaron, estrangularon, acuchillaron, decapitaron, 
golpearon y dispararon a la población. Las mujeres fueron 
sexualmente humilladas, obligadas a desnudarse y a bailar 
delante de sus maridos. Varias fueron violadas y sometidas a 
diversas torturas. La mutilación de órganos sexuales y el 
empalamiento de una mujer embarazada, previamente 
sometida a violación en grupo, también se describieron en 
los testimonios de pobladores recogidos por Amnistía 
Internacional
8. Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) OEA/Ser.L/V/II, doc. 67,18 de octubre de 2006. Informe de la Relatora sobre 
los Derechos de la Mujer, Susana Villarán, en su visita a Colombia en junio de 2005.
9. Amnistía Internacional, “Colombia. Cuerpos marcados, crímenes silenciados”. Violencia sexual contra las mujeres en el marco del 
conflicto armado. 13 de octubre de 2004. AI: AMR 23/040/2004/s.
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21 de noviembre de 2003 
EL SALADO , BOLIVAR
A una chica de 18 años con embarazo le metieron un palo 
por las partes y se asomó por arriba. La descuartizaron. [...] 
A  las mujeres las desnudaron y las pusieron a bailar delante 
de sus maridos. Varias fueron violadas. Desde un rancho 
próximo a El Salado [departamento de Bolívar] se 
escuchaban los gritos [...].
16 de noviembre de 2003. 
NEIVA, HUILA Y  DABEIBA, 
ANTIOQUIA
Hace dos años saliendo de Neiva [departamento de Huila] el 
ejército nos bajó [del autobús], Al muchacho que estaba 
conmigo lo mataron. A  mí me violaron entre ocho y nueve 
soldados. Me dejaron en el camino, hasta que cogí un carro. 
Cuando llegué a Dabeiba [departamento de Antioquia] 
estaban los paramilitares. Dijeron que yo era de la guerrilla. 
El comandante de los paramilitares me violó. [,..]Auna le 
toca quedarse callada... S  i hablas la gente dice que una se 
lo buscó... Me vine para Medellin [...]. Cuando entra el 
ejército me vuelven los pensamientos que me va a pasar lo 
mismo. Como una pesadilla que no acaba [...].
2000
M ONTES DE MARIA, BOLIVAR
“Sofía” trabajaba como empleada doméstica desde los 12 
años. A los 15 años fue violada por su empleador, un 
paramilitar, y quedó embarazada. Fue obligada a servir de 
guía en el marco de acciones de patrullaje en el territorio de 
Montes de María en el departamento de Bolívar, su lugar de 
origen. En dicha zona los grupos paramilitares llevaron a 
cabo sucesivas masacres y homicidios selectivos.
2003
V ELA SQ U ER O S
En la comunidad de Velasqueros tres niñas fueron violadas. 
De acuerdo a la información recogida, un contingente de 
hombres había sido lanzado en paracaídas desde 
helicópteros sobre Parreros. Una de las fuentes consultadas 
indicó: “Se  trata de paramilitares que viven en el Batallón 
(Navas Pardo) con los militares”. Estos homicidios y otros 
ataques al parecer perpetrados por el ejército y los 
paramilitares en la zona circundante provocaron el 
desplazamiento de más de 500 personas de las poblaciones 
de Flor Amarillo y Santo Domingo y de las comunidades 
indígenas de Betoyes hacia Saravena, en el departamento 
de Arauca.
1 0 -1 3  de abril de 2001 
BUENO S AIRES Y  
MIRAVALLE, C A U C A  Y  VALLE 
DEL CAU CA . REGIÓN DE 
ALTO NAVA
Los paramilitares torturaron, mutilaron y mataron empleando 
motosierras. Al menos 20 personas acusadas de auxiliar a la 
guerrilla fueron ejecutadas. Aproximadamente un millar de 
personas huyeron a Buenaventura y a otros puntos situados 
a lo largo del río Naya. En el municipio de Buenos Aires se 
había producido otra incursión paramilitar en el año 2000, 
con un saldo de varias personas muertas. Testigos aseguran 
que los agresores en ambos incidentes violaron a algunas de 
las mujeres antes de matarlas y torturaron a los jóvenes 
delante de los habitantes del lugar.
23 de agosto de 2002 
SAN BENITO ABAD, SU C R E
Cuatro mujeres fueron violadas por paramilitares de las AUC. 
Aproximadamente 60 paramilitares realizaron una incursión 
en el casco urbano de esta población y, tras intimidar a sus 
pobladores, saquearon tiendas y viviendas y violaron a 
cuatro mujeres en presencia de sus hijos.
Septiembre de 1997 
DABEIBA
Mónica Pulgarín, de 26 años, viajaba en autobús de Dabeiba 
a Medellin en compañía de su novio. Al salir del casco 
urbano de Dabeiba, los paramilitares, al parecer 
pertenecientes a las Autodefensas Campesinas de Córdoba 
y Urabá (ACCU), detuvieron la marcha del vehículo e
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hicieron bajar a Mónica. Su cuerpo apareció en Uramita con 
signos de tortura: violada, con las uñas y el cabello 
arrancados, y la espalda y las piernas rotas.
•
Junio de 1997 
SANTA LUCIA, TURBO
Paramilitares que llegaron a Santa Lucía (Turbo) dieron el 
alto a u na mujer, que se encontraba con su hijo de tres 
meses en brazos, su madre y otros tres niños. Los 
paramilitares le preguntaron por su marido, a lo que 
respondió que había salido. “¿Por qué se fue?”, le 
preguntaron, “Seguro que su marido es un guerrillero". Ella 
contestó que su marido tenía un trabajo, pero no estaba en 
ese momento. “Pero está usted, venga con nosotros.” A  
pesar de las súplicas de su madre, se la llevaron amarrada. 
El 23 de junio la madre fue a buscarla. La encontró muerta. 
Yacía desnuda, de gollada y con los genitales cortados.
Marzo de 2001 
VALLEDUPAR, C E S A R
La hija de 16 años de otra dirigente de ANM UCIC, fue 
violada, torturada y muerta, cuando iba en camino a 
Valledupar, departamento de Cesar. La obligaron a bajar del 
autobús y se la II evaron. “No sé quién recogió el cadáver. La 
habían enterrado como N.N. [desconocida]. Los A U C  habían 
puesto la plata para la urna. A s í hacen ellos. Los Indígenas 
que vivían cerca del jagüey [pozo] habían escuchado sus 
gritos. Me contaron que la niña les decía ‘no me maten, yo 
no les he hecho nada a ustedes’ y me llamaba. Los 
paramilitares le gritaron: ‘Qué mami ni qué carajo, si es por 
tu mamá que viene todo esto’. Le cortaron los pechos".
La dirigente de ANM UCIC  cuya hija murió en marzo de 2001 
narró que durante ese año los paramilitares mataron en la 
zona a otras niñas indígenas a quienes mutilaron:
En Las Delicias mataron a una niña de 10 años, la 
degollaron y mutilaron. Fue por los dias que mataron a mi 
hija. A otra muchacha indígena de 16 años le cort aron los 
senos por esos mismos dias. Querían hacer notar su 
presencia. Todas eran niñas indígenas. Para los indígenas, 
en cualquier guerra las mujeres, los niños y los ancianos 
deben ser respetados. Están horrorizados.
13 de noviembre de 2003. 
PUERTO  CAICEDO, 
PUTUMAYO
Grupos paramilitares efectuaron una incursión en una 
comunidad indígena a comienzos de 2002, durante la cual 
mataron a una mujer tras violarla y mutilarla y también 
violaron a su hija de 14 años:
A una mujer del pueblo nasa la descuartizaro n, pedacito por 
pedacito la abrieron con motosierra, antes la violaron. Una 
niña de 14 a la que también violaron se fue para el Ecuador. 
También habían violado a la madre de 38 años. Conocí del 
caso porque era un caso de duelo y hago curas con plantas. 
La niña desde que la violaron no comía, lloraba, y la llevaron 
donde el “tayta"para la limpieza de "yagé" (bejuco que se 
cocina con otras plantas para curar)
25 de mayo de 2000 
BOGOTÁ
Jineth Bedoya, periodista del diario El Espectador de Bogotá, 
fue secu estrada por tres hombres, y luego abandonada 
cerca del Municipio de Villavicencio, departamento de Meta. 
Había sido golpeada y violada. D ías antes había publicado 
un artículo sobre homicidios cometidos por miembros de las 
A U C  detenidos en la Cárcel Modelo. Pese a que fueron 
iniciadas las investigaciones por secuestro y “acceso carnal” 
(violación), ningún responsable fue llevado ante la justicia.
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21 de julio de 2003 
CU ND INAM ARCA
“Ángela”, dirigente de ANM UCIC  en el departamento de 
Cundinamarca, fue secues trada por presuntos paramilitares. 
Su cautiverio duró tres días, durante los cuales fue torturada 
física y psicológicamente y objeto de graves abusos de 
índole sexual. "Ángela" tuvo que abandonar el país pocos 
meses después. “Había una camioneta gris con vidrios 
oscuros. “Me agarraron fuerte y me botaron dentro. Tenían 
cananas y estaban vestidos con uniforme militar. Me 
preguntaron por mi nombre, me pisaron y echaron a andar la 
camioneta. Debe haber sido como seis horas hasta que me 
bajaron. Yo preguntaba: ‘¿Adonde me llevan?’. Contestaron 
que me iban a dar un paseo. Me amarraron, estaba oscuro, 
yo tenía mucha sed, tenía mucho miedo. Me pegaban, me 
insultaban, preguntaban por las otras dirigentes de 
ANM U CIC  (...)”
2 de octubre de 2003
BAR R A N CA BER M EJA ,
SANTAN DER
Tres paramilitares secuestraron a una trabajadora sexual de 
26 años que había llegado a la ciudad en abril de ese año. 
Tras llevarla en automóvil hasta una casa abandonada en el 
barrio de Miraflores, la sometieron a interrogatorios mientras 
la golpeab an. Le quitaron toda la ropa y uno de ellos le 
introdujo la mano en la vagina. Le dijeron que le iban a cortar 
los senos.
Finales de 2002 
M EDELLlN
Una muchacha de 14 años fue desvestida en una de las 
calles del barrio y le fue colocado un cartel en donde decía: 
“Soy lesbiana”. De acuerdo a la versión de pobladores del 
barrio, fue violada por tres hombres armados, presuntamente 
paramilitares. D ías después fue hallada muerta, con los 
senos amputados.
2002
BAR R A N CA BER M EJA ,
SANTANDER
15 muchachas adolescen tes que habían sido obligadas a 
ejercer la prostitución para los paramilitares tuvieron que salir 
de la zona por temor a sufrir nuevos abusos. Las 
trabajadoras sexuales denuncian también que las han 
obligado a realizar servicios sexuales para los combatientes.
Noviembre de 2003
A  mi hija de 13 años se la llevaron por 8 dias. Cuando fui a la 
Policía me dijeron que de pronto aparecía. La niña logró 
hacerme una llamada, lloraba, decía que no podía decirme 
nada. Me la regresaron en un taxi por la noche. A ella la 
tuvieron en una casa de prostitución que ellos [paramilitares] 
controlan. La chica no quiere hablar, tiene como miedo de 
contar. A otra chica de 14 años igual. La tuvieron vendada en 
una casa de citas por 15 días. La amenazaron de que la 
mataban si c ontaba algo. La chica quedó embarazada y 
ahora el niño tiene mes y  medio. Esos [los paramilitares] las 
buscan niñitas.
18 de agosto de 2001 
ENTRE CO N CO RD IA  Y  
URRAO, ANTIOQUIA
Alejandra" tenía 21 años cuando “desapareció”. Viajaba en 
un minibús de Medell in a Urrao que fue detenido en un retén 
de las AUC . “Según el conductor, [...] uno de ellos que hacía 
la requisa la irrespetó (le tocó un seno) y ella se hizo 
respetar. [...] El que hizo la requisa llamó al 'teniente René’ 
de las A U C  por radio, quien orden ó que no la dejaran subir al 
bus. El conductor abogó por ella. Le dijeron que la 
embarcarían en el siguiente bus, pero que le iban a dar un 
escarmiento por grosera". “Alejandra” no ha aparecido. Su 
padre que no ha dejado de buscarla, ha sido detenido dos 
veces por el Servicio de Investigaciones Judiciales e 
Inteligencia (SIJIN), y hoy se encuentra en la cárcel de 
Bellavista por su presunta relación con la guerrilla.
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M EDELLlN
«
Una mujer de la Comuna 13 de Medellin denunció ante la 
Inspección de la Poli cía de Los Laureles haber sido víctima 
de violación cuando estaba retenida en su propia casa por 
integrantes de un grupo paramilitar. De acuerdo a la 
información recogida por Amnistía Internacional, la policía no 
informó del caso a la Fiscalía, a pesar de que debía hacerlo.
15 de noviembre de 2003 
M EDELLlN
Mi niña tiene nueve años. Los hechos ocurrieron hace dos 
años. Estaba en casa con ella y en el programa de TV  se 
hablaba de violación. Mi niña agachó la cabeza ‘Caliche me 
manosea, me toca la vagina'. Me llené de ira y me enfrenté a 
Caliche. Le dije que lo demandaría. Fui a la Fisca lía pero ahí 
no me aceptaron la denuncia porque dijeron que si no era 
violación no se podía [...] Caliche desapareció pero el 31 de 
octubre la niña lo vio en Manrique. El es de las A U C  en el 
Combo del Hoyo, tiene 19 años, E l comentó que si le hacía 
algo nos mataría”. Respecto a la denuncia, todo quedó ahí.
23 de octubre de 2003 
SU C R E
AYorm an Rodríguez, esposa de Ruddy Robles Rivero, 
secretario general del sindicato agrario 
SINDAGRICULTORES, le dieron el alto en un retén de la 
policía ubicado en la vía entre Tolú Viejo y Colosó (sitio 
conocido como La Siria), en el departamento de Sucre. Los 
agentes la agredieron sexualmente y luego la sometieron a 
otros malos tratos físi eos y psicológicos para presionarla a 
“colaborar con la fuerza pública”.
25 de septiembre de 2001 
COMUNIDAD INDÍGENA DE 
PIÑALES, MUNICIPIO DE 
MUTATÁ, ANTIOQUIA
Fue violada “C lara”, mujer indígena de 24 años de edad, 
embarazada de cuatro meses. Según su testimonio, los 
hechos ocurrieron cuando ella se encontraba en la quebrada 
realizando sus tareas diarias y fue sorprendida por un 
hombre que vestía prendas de uso militar y que se identificó 
como miembro de las fuerzas armadas. El sujeto la intimidó, 
la maltrató y la acusó de ser colaboradora de la guerrilla. Ella 
opuso resistencia, pero el hombre se la llevó por la fuerza y 
la violó. Según los habitantes de la comunidad, tres días 
antes de lo ocurrido un pelotón del ejército había acampado 
cerca. La denuncia fue hecha ante la personerade77 
Mutatá, quien a su vez presentó el caso a la Fiscalía. Poco 
tiempo después, la personera fue ejecutada.
10 de diciembre de 2002 
BOGOTÁ
Unos 80 hombres, presuntamente miembros de la Policía 
Metropolitana, vestidos de civil y sin ningún tipo de 
identificación externa, registraron la vivienda de Mercedes 
Corredor, integrante del Partido Comunista y militante de la 
Unión Patriótica (UP).
Mercedes Corredor fue víctima de agresiones verbales y 
fís icas y sometida a violenci a sexual, todo ello en presencia 
de su hija, de nueve años de edad, y de su hijo, que sufre 
retraso mental, los cuales fueron también víctimas de malos 
tratos verbales y físicos. Los miembros de la familia de 
Mercedes fueron filmados y sus habitaciones registradas. Sin 
embargo, lo único que encontraron fueron documentos 
legales que demostraban su filiación política.
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Octubre de 2002 
ARAUQUITA, A R A U C A
Violación perpetrada por las fuerzas de seguridad en zonas 
que fueron de rehabilitación y consolidación. En octubre de 
2002, en Arauquita (departamento de Arauca), al menos dos 
soldados pertenecientes al Batallón de Contraguerrilla 146 
“Héroes de Saraguro” llegaron a la finca La Primavera de la 
vereda Las Bancas Parte Baja. Eran aproximadamente las 
11:00 p.m. y los soldados al parecer obligaron a los que allí 
residían a encerrarse en sus viviendas con las luces 
apagadas. Según los informes, uno de los soldados entró por 
la fuerza en la casa de Francisco Guerrero y lo mató de un 
disparo. Después violó a su esposa, Inocencia Pineda 
Pabón, de 36 años de edad, en presencia de sus cuatro 
hijos, tres de ellos menores de edad. “Yo o í el disparo para 
escondérmele al man (sic) “sálgase de allá debajo de la 
cam a” y entonces yo empecé a llorar y le dije que por favor 
no me fuera a quitar la vida a mi, que yo tenía tres niños y 
que no tenía con quién dejarlos y me dijo que “no, yo no le 
voy a hacer daño a usted, se me acuesta aquí en la cama y 
se me está quieta" y cuando yo me acosté él se me subió 
encima y me dijo que tenía que estar con él o que si no que 
también me iba a morir. Me obligó a tener relaciones 
sexuales y cuando salió me dijo que no fuera a salir que 
porque él no respondía por mí, a mi me tocó quedarme un 
resto de noche ahí con el finado ahí, él en el piso yo en la 
cama, yo pasé una noche muy dura, muy muy dura.70
MOCOA, PUTUM AYO
De acuerdo a información oficial del Ministerio de Protección 
Social, las niñas y adolescentes desplazadas en Mocoa 
(departamento de Putumayo) que trabajan como empleadas 
domésticas muchas veces son víctimas de abusos sexuales 
o colocadas en prostíbulos.
13 de noviembre de 2003 
PUTUMAYO
Del colegio cuatro chicas se fueron con la guerrilla hace 
cuatro meses. Hace ocho días las chicas se volaron. Una me 
contó que las utilizaban si e líos querían relaciones sexuales. 
Las obligaban delante de todos. Les ponían inyecciones 




En octubre de 2003, una mujer que vivía sola con su hijo en 
el barrio de Medellin Las Independencias 3 fue retenida en 
su propia casa por dos paramilitares que le dijeron que se 
iban a quedar en la casa “porque podían quedarse donde 
quisieran”. Abusaron sexualmente de ella y la amenazaron 
para que no dijera nada.
PUTUMAYO
En Putum ayo, un miembro de las FARC  secuestró a una 
muchacha de 16 años y la obligó a vivir con la madre de su 
esposa, que se encontraba en prisión. El hombre abusaba 
sexualmente de ella y la maltrataba. La muchacha consiguió 
escapar a Ecuador, pero el guerrillero fue tras ella y continuó 
violentándola.
2002
BAR R A N CA BER M EJA ,
SANTANDER
En el 2002, en el barrio Miraflores de la ciudad de 
Barrancabermeja, dos lesbianas fueron violadas, 
presuntamente por paramilitares, según ellos, “para , 
mostrarles a estas chicas qué es sentir un hombre”.
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Cuando iba en la mitad del camino salieron cuatro 
muchachos. Tenían la cara cubierta y me preguntaron si 
quería ir a bailar. Me dio miedo. Dije que no. Entonces me 
preguntaron si en mí casa atendíamos al ejército que 
acampaba al lado y les dábamos agua. Yo respondí que no 
podíamos negarle el agua a nadie y que si ellos nos pedían 
también les dábamos. Preguntaron si tenía novio en el 
ejército. Les dije que no. De ellos el que más hablaba, me 
arrastró hasta una casa abando nada que quedaba más 
abajo y cuando me quise resistir me tapó la boca. Me dijo 
que si gritaba o si yo abría la boca, se desquitaban con mi 
familia o se levaban a mis hermanitos. Ellos dicen que les 
falta gente. Cuando llegamos a la casa esa, me dijo que me 
iba a dejar un recuerdito... Yo llevaba un vestidito y él me 
bajó la cremallera y comenzó a manosearme. Yo estaba muy 
asustada y no sabía qué hacer. Si hubiera sido uno... pero 
eran cuatro y yo no me podía defender. Me quedé quieta, no 
hice fuerza por defende rme, ni les dije nada, ni grité nada 
porque tenía miedo. Lo único en que pensaba era en que no 
le hicieran nada a mi mamá y no se levaran a mis 
hermanitos. Tres vigilaban, dos un poco arribita de la casa y 
uno más abajo. El otro entró conmigo a la casa. El me violó y 
me dijo que eso era un recuerdito para que no olvidara que 
ellos no hablan en vano, que ellos cumplían su palabra. Que 
se habían cansado de que las muchachas del pueblo no 
hicieran caso de no meterse con los soldados. Dijo que les 
tocaba actuar para que escucharan. También me dijo que 
me tenía que salir del pueblo, por el bien de mí familia. E llos 
dijeron que eran de  la s PARC.
2002
HUILA
En un municipio del departamento de Huila, a mediados de 
2002 una muchacha fue violada por presuntos miem bros de 
las FARC, que habían hecho llegar advertencias a las 
jóvenes que tenían relaciones o contacto con miembros del 
ejército.
Agosto de 2003
SIERRA  NEVADA DE SANTA
MARTA
Estaba terminando mi trabajo cuando se presentó la 
guerrilla. “Usted no pidió pe rmiso”, dijo Ornar López Beltrán, 
al mando de mi detención. Las FARC  enviaron una carta a la 
Empresa Dusakawi [donde trabajaba] exigiendo que pague 
15 millones de pesos [5.600 $ estadounidenses] de “multa”, 
que es la forma de pedir rescate. Los indígenas ar huacos se 
movieron ante mi secuestro. Mi secuestro fue puesto en 
conocimiento de las autoridades. Estando secuestrada, 
Beltrán me acosaba. Que si alguien hablaba conmigo lo 
castigaba. Yo lloraba ante todo ese acoso. Finalmente hablé 
con una guerrillera, y me dijo que él era así. Que siempre lo 
hacía. A  las mujeres les pedía que lo masturbaran. Cuatro 
noches después, cansado de mí negativa, cogió mi seno y lo 
maltrató de forma salvaje, y me violó. Hubo mucho ruido 
porque forcejeé. La noche siguiente volvió a repetirlo. Una 
guerrillera me preguntó “que pasó, escuché que te 
quejabas”. Beltrán la castigó por haber sido “chismosa”. A s í 
intimidaba a todos. Me tenía aterrorizada. Como era un 
abusivo todos estaban contra él. Lo encararon a Beltrán y se 
le volteó la tropa. Ya habíamos empezado a descender para 
ser liberada. Él saltó diciendo que era mentira. Que le 
querían malograr la hoja de vida de 14 años en la guerrilla.
Yo sostuve la mirada y dije que prefería que me matara. Los 
otros guerrilleros no iban a permitir que me matara. Me
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decían denúncielo para que los mandos nos crean,
[,..]Beltrán quería dinero para liberarme. Los indígenas 
dijeron que no podían dar dinero, Beltrán no quería ya 
liberarme, pero a la vez ya no me soportaba pues había 
perdido control sobre su tropa. Finalmente me dijo que podía 
irme, pero sola. Tenía mucho miedo hasta que unos 
indígenas me reconocieron. Me llevaron al “mamo”
(autoridad espiritual indígena) para orar y agradecer. Cuando 
me liberaron yo quería echarme agua y quitarme toda esa 
asquerosidad, pero yo me había empeñado en denunciarlo. 
Muchas mujeres secuestradas en el Cesar son violadas, 
pero no hablan.
2003
LO S  MEDIOS, MUNICIPIO DE 
GRAN AD A
Durante el desarrollo de la Operación Marcial, una operación 
militar a gran escala oontra las fuerzas guerrilleras en el 
departamento deAntioquia que se inició a principios de 
2003, la tropa entró a la vivienda de “Matilde", mujer 
residente de la vereda Los Medios, del municipio de 
Granada. Se entrevistaron con ella y le dijeron que debí 
a ir a buscar a su marido. Ella salió por la 
carretera y en el camino fue presuntamente violada por 
militares de la IV Brigada del ejército. Se formuló denuncia 
ante la F iscalía Seccional de Santuario, pero hasta la fecha 
ningún responsable ha sido llevado ante la justicia. De 
acuerdo a la información recogida por Amnistía Internacional, 
varias mujeres fueron violadas en el marco de dicha 
operación
9 de enero de 1999 
CORREG IM IENTO  EL TIGRE, 
MUNICIPIO DE HORMIGA, 
PUTUMAYO
Se  produjo una incursión param ¡litar, según los informes con 
la colaboración de la Brigada XXIV y agentes de la policía. Al 
menos 26 personas fueron ejecutadas y 14 
“desaparecieron". Al parecer, algunas de las personas 
ejecutadas fueron sometidas previamente a tortura y 
mutilaciones de índole sexual. Entre las víctimas figuran 
desde niños y adolescentes hasta ancianas y mujeres 
embarazadas. Esta masacre marcó el comienzo de la 
ofensiva paramilitar en Putumayo, departamento que había 
estado bajo control de las FARC. A  raíz de estos hechos,
700 personas de este corregimiento y otras poblaciones 
cercanas se desplazaron por toda la región, huyendo 
inclusive hacia el vecino Ecuador.
21 de diciembre de 1999 
TULÚA, VALLE  DEL C A U C A
Una niña de 13 años, hija de Martha Olaya, dirigente sindical 
e integrante de la organización de mujeres de la Asociación 
Nacional de Mujeres Campesinas, Negras e Indígenas de 
Colombia (ANMUCIC), fue violada y muerta en el 
corregimiento de Monteloro, al parecer por miembros del 
ejército. Las fuerzas de seguridad mostraron el cadáver 
vestido con ropas de uso militar, para dar la impresión de 
que era una guerrillera muerta en combate. Al funcionario de 
medicina legal que le practicó la autopsia lo mataron una 
semana más tarde. El 31 de julio de 2000, la casa de Martha 
Olaya fue quemada, presuntamente por paramilitares.
15 de abril de 2002 
CORREG IM IENTO  DE SAN 
ANTONIO, MUNICIPIO DE 
JAM UND l, VALLE  DEL C A U C A
Los paramilitares sacaron violentamente de una reunión a 
“Elisabeth” y la condujeron a un parque, en donde fue.obj eto 
de torturas atroces. Le cortaron los senos, luego los brazos y 
finalmente la decapitaron. Los paramilitares, del Frente 
Farallones, la acusaban de ser informante de la guerrilla.
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Marzo de 2003
BARRIO ACACIO , MUNICIPIO 
JAMUNDÍ, VALLE DEL C A U CA
“Marta”, entonces de 15 años de edad, tuvo un altercado con 
una persona conocida como paramilitar. Los paramilitares la 
golpearon. Después comenzaron a perseguirla. Hacia finales 
de febrero de 2003 la sacaron de su casa, la subieron a un 
automóvil y la violaron. Unas personas la encontraron y la 
llevaron al hospital con hemorragias. La F iscalía se negó a 
recibir la denuncia porque dijeron que los paramilitares eran 
muy peligrosos y que matarían a su madre y a sus 
hermanos. “Marta" quedó embarazada como resultado de 
dicha violación.
Informes sobre violencia sociopolítica  contra mujeres, jóvenes y niñas en 
Colom bia, de la Mesa de Trabajo Mujer y Conflicto Arm ado10
I Informe 11
30 de marzo de 1996 
BUENAVENTURA, VALLE DEL 
CAU CA
El 30 de Marzo de 1996 en Buenaventu ra, departamento del 
Valle del Cauca, tropas del Batallón de Infantería de Marina 
incursionaron en un resguardo indígena y maltrataron, 
golpearon y violaron a varias mujeres indígenas. Una de las 
mujeres fue amenazada verbalmente si no accedía a las 
peticiones de los uniformados. Otra de las víctimas indicó 
que “me pusieron un cuchillo en la nuca y me prohibieron 
que mirara a donde estaba la otra compañera que estaba 
siendo maltratada”, y por último un indígena indicó que su 
esposa fue víctima de tratos crueles y golpeada"
"...después de que sacaron de la vivienda a mi compañero, 
los hombres vestidos de camuflados que quedaron, uno se 
quedó en la pieza con la niña y el otro, el moreno de pelo 
encrespado, me sacó al patio hacia el lado del lavadero... Al 
cabo de un rato regresó el que se había llevado a mi 
compañero, entonces el moreno me tomó por la fuerza 
diciéndome que, si no hacía lo que quería, mataría a ese hijo 
de puta, refiriéndose a mi compañero. Le pedí que respetara, 
él parecía estar borracho o drogado y abusó de mí... 
Después de abusar de mí el moreno, lo hizo el que había 
llegado de la calle”
Octubre de 1993 
EL BOSQUE, RIOFRÍO, VALLE 
DEL CA U CA
En octubre de 1993, en El Bosque, el municipio de Riofrío, 
departamento del Valle del Cauca, miembros del ejercito y 
de las fuerzas paramilitares sacaron a rastras de sus 
viviendas, torturaron y mataron a varios miembros de dos 
familias, entre los que se encontraban se is mujeres. Según 
testigos presenciales, hombres en uniforme de combate, 
algunos de ello s con uniforme del ejército y la policía... los 
hombres armados torturaron y mataron a siete miembros de 
la familia Ladino. Los jefes militares declararon que las 
víctimas eran miembros del ELN, versión que rechazaron los 
testigos presenciales, los cuales afirmaron que los muertos 
eran campesinos... A  cinco de las mujeres las violaron antes 
de matarlas.
TURBO, CORREGIM IENTO 
DEL BAJO  DEL OSO, 
ANTIOQUIA
"...Esta zona (Municipio de Turbo) esta ahora dominada por 
los paramilitares, por los “paracos" como le s decíam os en el 
pueblo. Anteriormente existía la dominación del Ejercito de 
Liberación Nacional (ELN) de las Fuerzas Armadas 
Revolucionarias de Colombia (FARC). En el barrio que
10. Informes elaborados por la Mesa de Trabajo "Mujer y Conflicto Armado”, conformada por diferentes organizaciones de mujeres y 
de derechos humanos en Colombia. Años 2001-2006.
11. Primer avance del informe sobre violencia contra las mujeres y las niñas en el conflicto armado colombiano, Bogotá, abril de 2001.
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Revolucionarias de Colombia (FARC). En el barrio que 
nosotros vivíamos anteriormente a la dominación del 
paramilitarismo, dominaba el Ejército Popular de Liberación 
(EPL)... ellos también asesinaban, asesinaron incluso a 
mujeres, jóvenes y niños. Yo veía los muertos, a veces 
asesinatos selectivos, uno o dos y colectivos de veinte en 
adelante. Yo recuerdo las masacres de Honduras y la Chinita 
y la finca el "Bajo del O so” en donde murieron como 20 
personas. Ah í cayeron como seis mujeres. Una de ellas fue 
violada en una finca bananera, esa finca se llamaba 
Arrecifes y en ese tiempo había presencia de la guerrilla. 
Recuerdo que el cadáver estaba completamente desnudo, 
se le notaban los balazos, la muchacha tenía la ropa interior 
agarrada de su mano. La muchacha no era de 
la zona, la tiraron en un zanjón de una finca bananera. Cerca 
de esa zona quedaba el río León en donde frecuentemente 
aparecían cadáveres comidos por los peces. Tuve 
conocimiento de cuatro masacres, yo sentía terror, agonía, 
angustia, yo viví en esa zona 12 años."
Febrero de 2000 
EL SALADO
"Durante los d ías 18, 19 y 20 de febrero del 2000 un 
numeroso grupo de paramilitares 40 pertenecientes a las 
Autodefensas Campesinas de Córdoba y Urabá (ACCU) 
incursionaron al corregimiento de "El Salado" donde 
torturaron y ejecutaron aproximadamente a 46 campesinos. 
Por lo menos 30 personas fueron degolladas, algunas fueron 
golpeadas ha sta la muerte y otras fueron ejecutadas con 
arma de fuego. Del total de las personas ejecutadas, por lo 
menos siete (7) eran mujeres, respecto de las cuales existen 
diferentes versiones que afirman que fueron violadas 
sexualmente'
Se  tiene información relacionada con el hecho de que 
también algunas de las mujeres sobrevivientes de la 
masacre fueron violadas por el grupo paramilitar. Dentro de 
estos hechos se sabe que algunas mujeres fueron obligadas 
a comer cactus y luego violadas. Del mismo modo se 
conoció que un integrante del grupo, para obligar a una 
mujer a que les cocinara tomó a su hija, menor de edad, y le 
puso un cuchillo en el cuello.
II Informe12
7 de diciembre de 2000 
SAN M IGUEL DEL TIGRE, 
YONDÓ, AINTIOQUIA
Paramilitares de las Autodefens as Unidas de Colombia-AUC- 
ingresaron en San Miguel del Tigre, Municipio de Yondó 
(Antioquia), el 7 de diciembre de 2000, ejecutaron a una 
persona, desaparecieron forzadamente a otra y violaron a 
una mujer.
YURAYACO , CAQ U ETÁ
Yo me vine de Yurayaco (Caquetá) porque un día pasó un 
grupo de paramilitares a las on ce de la mañana. Estaba con 
mis hijos y en estado de embarazo, me obligaron a ponerme 
boca abajo a pesar de mi estado. Estando boca abajo uno de 
esos tipos lastimó a mi niña Deisi de se is años, penetrándole 
un dedo en los genitales, a la niña todavía le duele.
SANTANDER
Afína les de año iba con otras cinco niñas a casa de una tía, 
cuando vimos que al lado paró una camioneta, se bajaron 
varios hombres y nos obligaron a subir. A  la salida del pueblo 
nos sacaron y empezaron a violamos. Sentía que me iba a
* Reportado también en el informe de Amnistía Internacional “Cuerpos marcados, crímenes silenciados”, 2004 y en el Banco de datos 
Noche y Niebla.
12. Segundo avance del Informe sobre violencia contra las mujeres y las niñas en Colombia. Bogotá, noviembre de 2001.
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morir, que me estaba desgarrando y me asfixiaba con su 





En Domingodó, llegaron las AUC, los maridos huyeron al 
monte y entre 5 y 10 hombres violaron mujeres de 19 a 30 
años. Hay dos matrimonios separados. Los maridos 
quedaron decepcionados de las mujeres a las que violaron, 
se avergonzaron de ellas. Uno de ellos se fue. E llas se 
sentían avergonzadas. Las otras mujeres que supieron de 
las violaciones no querían llegar al casco urbano por temor 
de que les pasara eso. Huyeron al monte. Las FARC  las 
presionaron para que huyeran al monte.
A  una mujer indígena desplazada la violaron los armados 
cuando estaba pescando en el río. Ahora ninguna quiere ir al 
río. Las m ujeres tienen miedo de ir al río porque temen que 
les pueda pasar lo mismo.
M EDELLlN
Yo iba para el colegio a pagar un dinero. En el camino, me 
interceptaron se is hombres vestidos con pantalones 
camuflados, camisetas verdes claritas, botas y 
encapuchados. Todos estaban armados con armas largas y 
cortas y tres de ellos tenían brazaletes que decían “A U C ”.
Me preguntaron para dónde iba y yo les dije que para el 
colegio y les di la espalda. Dos de ellos me sujetaron de los 
brazos y otro me vendó los ojos con un trapo negro. Me 
obligaron a caminar por fuera de la carretera hacia abajo. 
Luego de unos cuatro o cinco minutos de caminar -durante 
esos minutos sentía que salían más hombres, por las voces, 
por las risas, ya no eran se is eran más, creo que por ahí 
unos 15 hombres -  cuando nos detuvimos, uno de ellos, al 
parecer el jefe, se paró frente a mí y comenzó a decir: 
“Decíme la verdad, vos de dónde sos. Te conocemos, 
sabemos qué hacés, sabemos que sos guerrillera, que sos 
revolucionaria, decínos la verdad. Si nos decís mentiras te va 
a ir peor.” (...) Luego otro se arrimó y me dijo: “Te vamos a 
matar, pero primero vamos a gozar con vos un rato". Se 
sentía que movían armas, se reían, había varios 
radioteléfonos. Uno al parecer recibió una llamada y dijo 
“aquí está”. Luego me tiraron al suelo y me sujetaron los 
brazos, las piernas abiertas y me violaron unos tres hombres 
diferentes, me rasgaron la ropa, me hirieron en reiteradas 
ocasiones con algo cortopunzante, al parecer una cuchilla de 
afeitar, mientras todos me manoseaban. Me cortaron la 
boca, los senos, los muslos, las nalgas. Me jalaban el cabello 
y hacían una especie de turno, uno de ellos me cogió el 
antebrazo y al parecer con la cuchilla me marcó en la piel las 
siglas AUC . Luego me pararon bruscamente, yo me c a i y me 
arrastraron del cabello, me subieron nuevamente hasta la 
carretera y en el camino me decían: “Si hablás, te matamos, 
si te movilizás, te matamos. Te vas para tu casa, que si te 
volvemos a ver en esta zona de nosotros, te matamos.
Segundo semestre de 1997 
SANTANDER
En 1997, en zona rural del departamento de Santander, en la 
que confluyen dos actores armados (paramilitares y 
guerrilla), fueron violadas dos niñas de 6 y 8 años y su
13. Informe sobre violencia sociopolítica contra las mujeres, las jóvenes y las niñas. Bogotá, febrero 2003.
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madre obligada varias veces a sostener relaciones sexuales 
con el violador de su hija mayor, para evitar que volviera a 
abusar de la niña. A  la niña mayor la violó un guerrillero y 
como castigo, lo mataron los mismos miembros de su grupo. 
La niña de 6 años fue violada por un vecino con la 
complicidad de otro hombre, y los paramilitares mataron a 
los agresores delante de la niña, “para que eso no volviera a 
pasar”. La niña dejó de hablar por mucho tiempo porque 
pensaba que a ella le podía pasar lo mismo y se sentía 
culpable de la muerte de los dos hombres. Este caso se 
mantuvo en silencio durante cinco años.
Agosto 1997 
M EDELLlN
En agosto de 1997 en un barrio en Medellin, Antioquia, 
cuatro amigas estaban conversando frente a la casa de una 
de ellas. Como a la una de la madrugada llegaron unos siete 
u ocho muchachos milicianos a quienes las muchachas 
reconocían. Estaban muy violentos, las trataron mal, las 
insultaron y les pegaron puños y patadas. A  una líder juvenil, 
de 22 años, la amenazaron, le dijeron que le iban a dar 
golpes en la cara y a matar si no hacía lo que ellos pedían. 
Luego, cuatro de ellos la llevaron a un callejón, la pusieron 
contra una pared, le bajaron los pantalones y subieron su 
blusa. Ella no gritó porque no pudo, tenía mucho miedo. 
Trataron d e penetrarla por delante y por detrás, no lo 
lograron. La obligaron a que tuviera sexo oral con todos. La 
mantuvieron como hora y media allí. Luego le dijeron que se 
fuera, pero uno de ellos que estaba muy disgustado porque 
no pudo penetrarla, dijo que "es o no se quedaba as í”. La 
condujo junto con otros dos hasta un lugar más apartado 
donde había un carro y en la parte de atrás del carro, la 
violaron los tres. Aproximadamente a las tres de la mañana 
la dejaron ir. Tuvo mucho miedo de volver a su casa y acudo 
a un integrante del grupo juvenil, a él contó lo sucedido y 
pidió ayuda.
CALI
No soporto que nadie me hable de eso. Mi mamá no sabe 
que me violaron. Yo no quería fallarle, yo siempre quise ser 
el orgullo de ella. Me daba pena decirle lo que me pasó. No 
avisé que estaba botando bastante sangre. Solo pensaba 
que si quedaba embarazada me mataba, me envenenaba.
Me apretaba el estómago y odiaba la idea de que podía estar 
embarazada. No podía concentrarme en el estudio durante 
los dos meses que demoré en salir del pueblo. Todos me 
decían que yo estaba rara. Me quería morir, yo no podía 
contarle eso a nadie. Un día encontré un veneno para 
fumigar matas y me lo quería tomar, pero me daba no se 
qué... Desesperada, me fui donde la monjita y le conté. Ella 
me ayudó.
M ED ELLlN
Una mujer violada por un actor armado denunció el hecho 
ante una Casa de Justicia. La F iscalía la llamó a declarar 
como a los dos días y sus hermanos la hicieron desistir de la 
denuncia por miedo a que los agresores les hicieran daño a 
ellos. Cuando el fiscal la llamó dar declaraciones, ella dijo 
otras cosas por miedo a que les pasara algo a sus 
hermanos. Cuatro años después la F iscalía averiguó por ella 
para cerrar el caso. La negaron en su casa.
M EDELLlN
Tengo 21 años y trabajaba en un bar. Un día llegó un 
miliciano de la FARC y nos propuso a mi y a otras 
compañeras si queríamos viajar para trabajar con los 
muchachos. Me pidieron todos mis documentos, porque ellos 
dicen quién va y quién no... me prometieron que ganaría tres
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M EDELLlN
dicen quién va y quién no... me prometieron que ganaría tres 
millones de p esos en tres meses y que después podría 
volver a Medellin. Me mandaron en avión y todo a lo full con 
otras como yo... El primer día nos han mostrado el lugar 
donde viviríamos y trabajaría - mos pero el asunto se 
complicó cuando vi la fila de hombres que me tocaban, 
sucios y con unas pintas que me daba asco... Me obligaron 
a acostarme con todos ellos y los que llegaran. También 
debía participar de las jornadas comunitarias, eso es barrer 
las calles, raspachinear coca, cocinar y extra tirar con ellos, 
no se puede imaginar lo terrible que fue, estoy aquí porque 
me enfermé y me dejaron salir, de lo contrario estará allí 




En octubre de 2002 un efectivo de un batallón adscrito a la 
Brigada XVIII irrumpió en una casa del municipio de 
Arauquita. Después de disparar y matar a un hombre, violó a 
una mujer. La F iscalía abrió investigación contra el soldado, 
que, según información de Amnistía Internacional, se escapó 
estando bajo custodia en la Brigada 40.
Noviembre de 1998 
LA CABUYA
Violación y mutilación de una mujer embarazada en 
noviembre de 1998 en el marco de la masacre de La Cabuya 
en el municipio de Tame. En la investigación disciplinaria la 
Procuraduría encontró que el bloque paramílitar de las A U C  
actuó en coordinación con efectivos de la Brigada XVI *
Diciembre de 2002 
SARAVENA
En diciembre de 2002, hombres armados, encapuchados y 
vestidos de camuflaje pararon a una familia campesina que 
viajaba en un camión por una carretera que conduce a 
Saravena. Después de obligar a la familia a salir del vehículo 
y a tenderse en el suelo, se llevaron a una mujer a un 
matorral y la violaron tras amenazarla con matar a sus hijos. 
Los hechos ocurrieron en una zona fuertemente militarizada 
cercana al oleoducto*
5 de mayo de 2003
V ELAQ U ER O S
V ELA SQ U ER O S
Paramilitares en la parcialidad de Parreros (parte del 
resguardo), Omalra Fernández, una muchacha indígena de 
16 años, embarazada de se is meses, fue violada y 
asesinada. Los atacantes le abrieron el vientre, le sacaron el 
feto e Introdujeron los cadáveres en una bolsa que arrojaron 
a un río. En Velasqueros, tres niñas indígenas de 11, 12 y 15 
años fueron también violadas por el mismo grupo, según 
indican los informes.
16 agosto 2003 
SARAVENA
El 16 de agosto de 2003, en un barrio de Saravena, una 
mujer y un joven fueron interceptados por un encapuchado 
que portaba un arma. Después de ser conducidos a una 
pieza, la mujer fue violada.
Una mujer de 26 a ños de edad, trabajadora sexual, había 
llegado de Bucaramanga en busca de oportunidades 
laborales y por ser una persona “nueva” en la ciudad fue 
í . r - ,. estigmatizada como posible colaboradora de la guerrilla. El 2
SANTANDER de 0CtUbr6 de 2003 fü6 secuestrada Y tor turada P°r
miembros de grupos paramilitares que operan en
Barracabermeja. Ese día tres hombres armados fueron a su
lugar de trabajo, se embriagaron y siguieron a la mujer “Me
entraron a pata y puño, que les dijera la verdad que si me
14. Informe sobre violencia sociopolítica contra mujeres, jóvenes y niñas en Colombia. Bogotá, octubre 2004. 
* Amnistía Internacional. Colombia: un laboratorio de guerra
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habían mandado [la guerrilla]. Me cogieron del pelo y me 
daban contra la pared. Me amarraron, me quitaron toda la 
ropa, me voltearon, me dieron palo, con un casco me 
rompieron la cabeza (...) uno agarró un cuchillo y dijo que me 
iba a quitar los senos (...). Quisieron abusar de mí pero no 
me dejé, cerré las piernas pero uno de ellos me metió la 
mano dentro de la vag ina.”
17 octubre 2003 
B A R R A N C A BE R M E JA
Una mujer fue abordada en una calle por dos hombres 
armados que se identificaron como paramilitares. Los 
hombres la obligaron a subi rse a una motocicleta en la que 
se desplazaban, la llevaron a una casa ubicada en un 
céntrico sector de la ciudad, la golpearon fuertemente, le 
quitaron toda su ropa y uno de ellos la violó.
PA R R ER O S
En la comunidad de Parreros fueron asesinados cuatro 
indígenas y violadas cuatro niñas de 11,12, 15 y 16 años
Junio de 2003 
CORO ZAL, S U C R E
En junio de 2003, tropas de la Infantería de Marina llegaron a 
una vereda del municipio de Corozal (Sucre). La comunidad 
denunció que los militares asediaron y acosaron 
sexualmente a las mujeies, además de otros maltratos a la 
población c iv ill 3.
Septiembre 2003 
BELLAVISTA, CH O CÓ
En septiembre de 2003 paramilitares del Bloque Élmer 
Cárdenas de las A U C  ocuparon durante cinco d ías el 
territorio de una comunidad indígen a en Bellavista (Chocó). 
Durante ese lapso detuvieron a 20 indígenas adultos y 
menores de edad durante dos días, torturaron a varios de los 
hombres e intentaron violar a las mujeres.
15 de julio de 2004 
SONSÓ N, ANTIOQUIA
El jueves 15 de julio de 2004, hacia las 7 de la noche, dos 
niñas de 16 y 17 años fueron abordadas por un grupo de 
aproximadamente 10 miembros de la IV Brigada del Ejército 
Nacional cerca al parque principal de Sonsón (Antioquia). 
Ante la negativa de las menores de abordar un vehículo, los 
hombres las obligaron tapándoles la boca y arrastrándolas 
de pies y manos, inmediatamente las trasladaron hasta las 
afueras del municipio, en donde el grupo de soldados les 
quitó la ropa y las violó. Luego las abandonaron a la entrada 
del casco urbano del municipio. La denuncia de estos 
hechos fue presentada ante la F iscalía el 6 de agosto de 
2004. Según información aportada en la denuncia, ios 
hechos fueron puestos en conocimiento del comandante de 
la unidad militar, quien dijo haber destituido a un so Idado y 
estar investigando a siete más. El mando militar ofreció 
indemnizar a las víctimas con $150.000 durante ocho meses. 
Después de presentar la denuncia, las menores y sus 
familias han sido víctimas de intimidaciones y amenazas.
9 febrero 2003 
M ED ELLlN
El lunes 9 de febrero, a las 3:00 de la tarde, Luisa Fernanda 
Calle  Marín, de 15 años, fue asesinada con arma de fuego 
en el barrio Manrique. E l m iércoles 4 de febrero había 
desaparecido cuando iba adonde una tía, y el sábado 7 la 
encontraron muerta. El Gaula ruralde la IV Brigada capturó a 
tres hombres de las AUC, que violaron, torturaron y 
asesinaron a Luisa en el sector nororiental de la ciudad (le 
Medellin. Según las investigaciones, los sujetos sindicados 
del crimen pretendían cobrar 12 millones de pesos por la 
libertad de la m enor.
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2003 y 2004 
BOLIVAR 11
•
En los años 2003 y 2004 las integrantes de Liga de Mujeres 
Desplazadas de Bolívar11 sufrieron ataques y amenazas 
directas: dos de ellas fueron víctimas de violencia sexual; la 
representante legal y la directora del comité técnico 
recibieron am enazas telefónicas contra dos de las sedes de 
la organización.
30 de marzo de 2004 
MEDIO ATRATO
El 30 de marzo de 2004, soldados pertenecientes al batallón 
de la zona llegaron a una comunidad embera wounaan del 
medio Atrato. Durante el primer día del operativo militar 
algunos soldados encañonaron a dos mujeres indígenas y 
les arrancaron a la fuerza la ropa, obligándolas a que les 
dijeran dónde estaba la guerrilla. Como las mujeres no 
respondieron nada, los so ldados las acusaron de guerrilleras 
y les dijeron que merecían que las mataran. Otros soldados, 
acompañados por un informante civil, llegaron a una casa en 
la que se encontraban dos mujeres y una menor de edad.
Los soldados las cogieron a la fuerza, a cada una se la 
llevaron a diferentes partes de la casa, les arrancaron la ropa 
y amenazaron con violarlas.
2004
En otra comunidad se denunció que durante el mismo 
operativo cinco soldados intentaron violar a tres indígenas, 
una de ellas menor de edad.
Junio de 2004 
BO JAYÁ
En junio de 2004, soldados del m ismo batallón llegaron a 
una comunidad indígena desplazada en el municipio de 
Bojayá. Ésta denunció que los soldados abusaron de varias 
mujeres indígenas, tocándoles sus cuerpos, cuyo dorso 
va siempre descubierto
V  Informe 15
SANTA ELENA, MEDELLÍN
Caso de una mujer de 25 años encontrada en la vía al 
corregimiento de Santa Elena (zona rural de Medellin), en 
descomposición y después de haber sido violada y 
asesinada con arma blanca.
CIUDAD BOLIVAR
Una mujer de uno de los barrios que limitan con Ciudad 
Bolívar relata que en horas de la noche hombres fuertemente 
armados entraron a una de las viviendas, pusieron en estado 
de indefensión a sus ocupantes bajo amenaza de muerte y 
violaron a una joven mujer en presencia de las demás 
personas. Posteriormente, la familia fue obligada a 
abandonar la zona.
2004
NORTE DEL C A U CA
“Indignadas denunciamos la violación de una niña de 11 
años en el 2004 por parte de un agente de policía quien, 
abusando de su poder, at emorizó a la niña con el argumento 
de “que si no estaba con él es porque compartía con la 
guerrilla”.
CA U C A  Y  RISARALDA
[...] que miembros del Ejército Nacional violaron a una joven 
de 19 años, hirieron a una señora y dieron muerte a otra de 
20 años. Los hechos se presentaron en el resguardo de 
Coconuco (Cauca) y el corregimiento de Villa Claret, 
municipio de Pueblo R ico (Risaralda). En el primer caso, 
sucedido el pasado 9 de agosto, la joven estudiante de grado 
11, Emérita Guaña Guañarita, fue abordada por cuatro 
uniformados en momentos en que sa lía de su colegio hacia
15. Informe sobre violencia sociopolítica contra las mujeres, jóvenes y niñas. Bogotá, junio 2005.
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la vereda Yaquiva, resultando víctima de acceso carnal 
violento por parte de un integrante del Ejército Nacional 
adscrito al Batallón No. 03 de Artilleros del José Hilario 





Era de noche. Llegaron dos hombres armados que vestían 
prendas militares, camuflados y armas, y se identificaron 
como paramilitares. Se llevaron a mi esposo fuera de la casa 
y todo el tiempo le apuntaron con el arma [...] Yo logré 
calmar la niña y la arrullé hasta que se durmió. Entonces el 
hombre me sacó de la habitación y me llevó al corredor para 
interrogarme, me amenazó con matarme si no me dejaba.
Me quitó la ropa, me tapó la boca y me forzó. Me violó. 
Luego me dijo que me vistiera y también dijo: “Aquí no pasó 
nada. Las mujeres, al fin y al cabo son para esto”
24 de febrero de 2005 
EL CHARCO , NARIÑO
Presuntos paramilitares de las AUC, al mando de alias 
Giovanny, secues traron, torturaron y abusaron sexualmente 
de Yeni Zurley Toro Bonilla. La víctima es la encargada de la 
coordinación de la organización no gubernamental 
Fundación Desarrollo y Paz (Fundepaz), en este municipio. 
La sede de dicha organización fue quemada y un 
computador portátil fue robado por el mismo grupo 
paramilitar*.
CATATUMBO, NO RTE DE 
SANTANDER
La otra vez llegaron a una casa, al señor lo amarraron, le 
cogieron a la señora y a una hija y las violaron delante del 
esposo y los otros hijos. Ella die e que: “poner la denuncia y 
decir que el Ejército hizo eso conmigo es como decir que yo 
voy a buscar el camino hacía la muerte, porque si yo hago 
eso, no puedo volver a salir del pueblo”.
Banco de Datos sobre Derechos Humanos y Violencia política del CINEP (Centro de 
Investigación y Educación Popular)17
2 de febrero de1998 
SAN JOSE, LA  CEJA , 
ANTIOQUIA
Paramilitares ejecutaron a siete campesinos, saquearon las 
viviendas y ei comercio y "amenazaron con matar a quien 
fuera colaborador de la guerrilla". En la vereda La Loma, 
corregimiento San José, una de las víctimas fue violada y 
torturada. Desde allí los campesinos iniciaron un 
desplazamiento. Los hombres armados recorrieron 11 
veredas, en donde prohibieron a los campesinos contratar 
gente para recoger I a cosecha de café, la que se perdió por 
falta de recolectores.
14 de septiembre de1998 
MUTATA, ANTIOQUIA
Dos soldados de la Brigada 17 del Ejército Nacional 
violentaron sexualmente a dos mujeres indígenas del grupo 
étnico Embera en presencia de sus hijos y esposos a 
quienes encañonaron mientras consumaban sus actos. 
Finalmente amenazaron a las víctimas para que no 
denunciaran el hecho.
13 de diciembre de 1999 
NEIVA, HUILA
Un soldado perteneciente al Batallón Tenerife, violó en el 
dispensario médico de la Brigada 9 a una niña de seis años. 
El hecho sucedió luego que la menor fuera llevada a dicho 
dispensario por su madre para que le realizaran una consulta 
médica.
* Relatado en el Banco de Datos de Derechos Humanos y Violencia Política de Cinep (BDC), Noche y Niebla - Panorama de derechos 
humanos y violencia política en Colombia, núm. 31, Bogotá, BDC, 2005, p 98.
16. Informe de seguimiento a las recomendaciones emitidas por la Relatora Especial de NNUU sobre violencia contra la mujer en su 
visita a Colombia en 2001.
17. Banco de Datos de Derechos Humanos y Violencia Política de Cinep (BDC), Noche y Niebla -Panorama de derechos humanos y 
violencia política en Colombia, núm. 31, Bogotá, BDC, 2005.
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30 de enero de 2000
LA PESQ UERA , ARAUQUITA,
ARAU CA
Paramilitares de las Autodefensas del Sarare, irrumpieron en 
la vereda La Pesquera, ejecutaron a un pescador y abusaron 
sexualmente de dos mujeres. Aproximadamente 30 
hombres, con sus rostros cubiertos, llegaron al lugar y se 
dirigieron hacia una vivienda en la que se realizaba una 
fiesta de cumpleaños, y obligaron a los hombres a tenderse 
en el piso boca abajo, ejecutando en el acto a Armando. Los 
pobladores manifestaron que: "No entendemos como pudo 
presentarse la incursión cuando se encontraba personal 
militar en el lugar de los hechos y cuando a pocos kilómetros 
quedan las bases militares"
18 de febrero de 2000 
EL SA LA D O ", EL CARM EN  DE 
BOLIVAR, BOLIVAR
Paramilitares del Bloque Norte y Anorí de las ACCU, 
comandados por Enmanuel Ort¡z (ex guerrillero de las 
FA R C -EP  que se entregó a los paramilitares con 15 hombres 
m s), con la aquiescencia y complicidad de tropas del 
Batallón de Fusileros de Infantería de Marina, Bafím No 5, 
adscritas a la Brigada 1, comandadas por el teniente coronel 
Harold Mantilla, ejecutaron extrajudicialmente a 46 
campesinos, luego de torturarlos, degollarlos y de abusar 
sexualmente de varias mujeres, hechos que comenzaron en 
la mañana del viernes 18 y se extendieron hasta la tarde del 
sábado 19 de febrero. El viernes, los paramilitares llegaron al 
corregimiento El Sa lado, jurisdicción de El Carmen de 
Bolívar, portando fusiles AK-47 y ametralladoras. Según 
testigos, "entraron disparando ráfagas de ametralladora y 
gritando repetidamente muerte a los guerrilleros, al tiempo 
que amenazante sobrevolaba un helicóptero verde y blanco, 
desde el que se disparaban ráfagas, obligando a los 
hombres, mujeres y niños a buscar refugio debajo de las 
camas. Llegaron tirando puertas, preguntando por los 
hombres, nos insultaron y nos ordenaron que saliéramos a 
una charla en la cancha. A  unos, los metieron a una pieza 
(mujeres y niños) y a otros, nos dejaron ahí en la cancha. A 
los que nos encerraron, nos sacaron en horas de la noche 
entre risas y s tiras, con la orden de que cada cual tenía que 
irse para su casa, sin mirar atrás".
31 de mayo de 2002 
BOGOTÁ DISTRITO CAPITAL
Se is miembros de la Policía Nacional, cinco patrulleros y un 
subintendente, abusaron sexualmente de una niña de 11 
años de edad, en el barrio Casablanca, ubicado en la 
localidad de Suba. Según la fuente el hecho sucedió: 
"Cuando la niña, que para la fecha tenía 11 años, comenzó a 
ser cortejada por un patrullero del Centro de Estudios 
Policiales (Cespo), en el sector de Suba, noroccidente de 
Bogotá. La niña vive en el barrio Casablanca-contiguo a la 
sede policial - y pasaba todos los días por allí al colegio. 
Entonces el uniformado la conquistó y comenzaron una 
relación amorosa y sexual, que ella mismo, dijo, consentía 
(...) luego que el patrullero fue trasladado, la menor tuvo 
relaciones aisladas con los otros cinco uniformados (..) Ella 
en su versión ante los investigadores aseguró que nunca fue 
obligada. Claro que esto no exime de culpa a los polícías, 
porque ellos como servidores de la ley saben que incurren 
en un delito”. Por el hecho fueron detenidos en Popayán, 
Medellin y Bogotá Alexánder Merchán Maya, Alexánder 
Espejo Parra, Julio Víllamll Sanchéz, Edllson Montes López, 
Diego Barrios Celem ín y Segundo Fidel Chávez.
* Reportado también por el informe de Amnistía Internacional "Cuerpos marcados, crímenes silenciados”, de 2004 y en el informe I 
sobre violencia sociopolítica contra mujeres, niñas y jóvenes en Colombia, de la Mesa de Trabajo Mujer y Conflicto Armado, año 
2000.
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19 de noviembre de 2002 
PATIA (EL BORDO), CA U C A
Cinco paramilitares ejecutaron de un impacto de bala en la 
cabeza a una menor de edad, en la vereda Cajones. Según 
la fuente: "al parecer los cinco paras iban a abusar 
sexualmente de la ¡oven quien se opuso".
16 de diciembre de 2002 
PUENTE DE BOJABA, 
SARAVENA, A R A U C A
Veinte personas aproximadamente fueron amenazadas por 
uniformados del Batallón 27 de la Brigada 18 del Ejército 
Nacional, en inmediaciones de la inspección de policía 
Puente de Bojaba; acción que se presentó bajo la 
declaratoria de Conmoción Interior y reglamentación de las 
Zonas de Rehabilitación y Consolidación en que esta 
inmerso el departamento. Agrega la denuncia que: "Siendo 
aproximadamente las 5:10 p.m. en la vereda la Pavita, 
cuando los trabajadores del acueducto regional del Sarare se 
disponían a terminar la jornada de trabajo, fueron 
interceptados por un uniformado cubierto con una capucha 
negra y portando fusil, quien procedió a encañonarlos y 
hacerlos tender en el piso, también procedieron a vaciar sus 
bolsillos, posteriormente fueron trasladados junto a donde se 
encontraba otro grupo de personas detenidas y que se 
movilizaban en un camión tipo estaca hacia Saravena. 
Después de amenazas verbales y golpes con los fusiles, los 
hicieron tender en el piso junto a los otros detenidos, donde 
había mujeres y niños completando un grupo de veinte 
personas aproximadamente. En este lugar, le dijeron a una 
señora que tenían que acompañarlos por cinco minutos y 
que sino lo hacía, los hijos le iban a quedar huérfanos. Ante 
la amenaza, la señora procedió a acompañarlos, 
escuchándose llantos y gritos desde el lugar donde la tenían; 
y regreso a los veinte minutos, al llegar fue golpeada y 
obligada a tenderse en el piso. Luego los amenazaron que si 
levantaban la cabeza, se la rellenaban a plomo, quince 
minutos después se levantaron todos y decidiera n buscar los 
documentos y las llaves de los vehículos, ahí fue cuando 
descubrieron que les habían robado el dinero y un celular.
Ya llegando a Saravena, la señora contó que había sido 
violada por los uniformados encapuchados".
08 de febrero de 2003 
BAHIA SO LANO  (MUTIS), 
CH O CÓ
Una enfermera que hacía su año rural en la Base de la 
Infantería de Marina ubicada en esta localidad, fue abusada 
sexualmente y golpeada por el infante de Marina Freddy 
A lvarez Castellanos. Agrega la fuente que: "Hacia las 2:00 
de la madrugada, el infante, irrumpió en el alojamiento de la 
enfermera en jefe, abuso de ella, la golpeo brutalmente y 
luego trató de ahorcarla con un cable de la electricidad que 
arrancó de la pared (...). Los médicos le diagnosticaron a la 
víctima politraum atismo, traumatismo cráneofacial, trauma 
perineal y contusión raquimedular cervical severa con 
cuadriplejía. Hoy no puede caminar".
03 de mayo de 2003 
PEREIRA, R ISARALDA
Una trabajadora sexual fue violada y estrangulada por dos 
militares del Ejército Nacional en el barrio Rosales, luego que 
salieran del sitio nocturno en el que trabajaba en un vehículo 
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05 de mayo de 2003 
BETOYES, TAME, AR A U CA
Tropas del Ejército Nacional al mando del Teniente Coronel 
Alberto Padilla Torres, del Batallón Navas Pardo, de la 
Brigada 18, haciéndose pasar como paramilitares ejecutaron 
a cuatro indígenas e hirieron a dos más, miembros de la 
etnia Guahíbo, ubicada en la inspección de policía Betoyes. 
Según la denunc ia: "Estos miembros del Ejército Nacional 
llegaron con brazaletes de las AU C  a las veredas Julieros, 
Velazqueros, Parrero, Roqueros y Genareros del resguardo 
Betoyes, asesinando a sangre fría y ante la mirada del resto 
del grupo a tres hombres y también violaron a cuatro 
muchachas de 11 ,12 ,15  y 16 años". Agrega la denuncia 
que: "Escogieron a las niñas indígenas más bonitas. Luego 
se las llevaron hacia las afueras de sus resguardos, donde 
abusaron de ellas y les advirtieron que no podían 
denunciarlos o las matarían. Los hombres que no se fueron 
con las niñas se quedaron en las comunidades saqueando 
las fincas y conminaron a los indígenas a abandonar sus 
tierras". Completa la denuncia afirmando que una de las 
niñas violadas Omaira Fernández de 16 años de edad: 
"Estaba embarazada y la comunidad Guahíbo tuvo que ver 
horrorizada como los supuestos paramilitares le abrían el 
vientre a la joven, le extraían el feto, lo trozaban, introducían 
sus partes en una bolsa plástica y la arrojaban al río junto a 
la madre, le faltaban tres meses para tener el niño". La 
acción originó el desplazamiento forzado de cerca de 369 
indígenas hacia otros lugares del departamento.
17 de agosto de 2003 
SARAVENA, ARAU CA
Un soldado adscrito al Grupo de Caballería Mecanizado 
Reveiz P iza rro del Ejército Nacional, violó a una señora y 
torturo a una joven quien quiso defenderla. E l hecho sucedió 
en el barrio San Luis.
17 de agosto de 2003 
SAN PABLO, BOLIVAR
Paramilitares violaron a una menor de edad y posteriormente 
la desaparecieron.
17 de septiembre de 2003 
SAN JUAN D EAR AM A , META
Paramilitares conocidos con los alias de "Abraham", 
"Mazamorra" y "Víctor Loco", torturaron, violaron y 
ejecutaron a dos mujeres en hechos ocurridos en el sitio 
denominado Angosturas. Los cadáveres de las dos mujeres 
fueron arrojados al caño Curias en la vía que comunica con 
el municipio de Mesetas.
2 de octubre de 2003
BAR R AN CABERM EJA ,
SANTANDER
Dos personas esposos entre sí, fueron detenidas 
arbitrariamente, am enazadas y torturadas por paramilitares 
del Bloque Central Bolívar de las AUC , en una vivienda del 
barrio Miraflores de la Comuna 5. Agrega la fuente que: 
"Hacia las 7:00 a.m., las víctimas fueron interceptadas por 
los paramilitares que se movilizaban en una motocicleta R X  y 
un taxi a la altura de la estación del Ferrocarril y llevados 
hasta una vivienda ubicada en el barrio Miraflores de la 
Comuna 5. Asegura la mujer, que cuando llegamos a esa 
casa me golpearon con palos, rejos, cables de luz y de 
parabólica, con la cacha de una pistola, con el ca seo de una 
motocicleta y nos amarraron una bolsa plástica en la cabeza. 
Me decían que cantara de una vez, que para quién trabajaba 
(...). Relata la mujer que fue desnudada totalmente, al tiempo 
que intimidaron a su cónyuge para que le disparara y que si 
no lo hacía lo molían a palo. Uno de los paramilitares le 
introdujo la mano completa en la vagina mientras los demás 
miraban (...).
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23 de octubre de 2003 
TOLUVIEJO , S U C R E
Miembros de la Policía Nacional detuvieron arbitrariamente a 
la esposa del Secretario General de Síndagricultores. El 
hecho sucedió en un retén establecido por los policías en el 
sitio La siria, ubicado en la vía que de Tolú Viejo conduce al 
municipio de Colosó. Según la denuncia: "Los agentes a 
cargo, luego de intentar agredirla sexualmen te y maltratarla 
físicamente e instarla a colaborar con la fuerza pública 
mediante un prolongado interrogatorio, le retuvieron el 
teléfono que portaba, marca Nokia 5120, de BellSouth, 
otorgado a su esposo Ruddy Robles Rivero, por el Programa 
de Protección a Líderes Sociales del Ministerio del 
Interior.Luego, al entregar la señora Yorman el teléfono y 
aclarar su procedencia (presentando el carné y contrato del 
mismo), los agentes le increparon verbalmente, burlándose 
de sus apreciaciones y tratándola de subversiva, para 
posteriormente decomisar el teléfono y entregarle solamente 
la batería".
10 de enero de 2004 
REM EDIOS, ANTIOQUIA
El sábado 10 de enero, en la vereda El Porvenir, municipio 
de Remedios (Antioquia) entraron más de 200 hombres 
armados a las 10 a.m. Según testigos, eran miembros de los 
batallones Tacines y Palaguas del Ejército acompañados por 
paramilitares encapuchados. Dos campesinos fueron 
asesinados: a Hermán Restrepo de 60 años le arrancaron su 
barba junto con la piel, con un machete, luego lo sometieron 
a otras torturas hasta que murió en medio de las torturas. 
Todas sus propiedades fueron robadas, incluyendo 70 
cabezas de ganado; al otro campesino de apellido Correa y 
conocido como "Caifás" lo asesinaron y Odilia, su esposa, 
fue brutalmente torturada y violada, y hurtaron sus 
propiedades. Los hombres también robaron todas las muías, 
pollos, animales domésticos y lo que encontraron por el 
camino. Ocho d ías antes, el 2 de enero, hubo combates 
entre paramilitares y miembros de la guerrilla de I as FARC  y 
el ELN. Se  presume que esta incursión es una retaliación 
contra la población civil.
29 de marzo de 2004 
RIO QUITO, CH O CÓ
Tropas adscritas al Batallón Alfonso Manosalva Flórez del 
Ejército Nacional arribaron a las comunidades indígenas 
Gengadó y Quijaradó, ubicadas en el río Quito y procedieron 
a realizar detenciones arbitrarias, actos de tortura, intentos 
de violación a varias jóvenes y acciones de pillaje. Según la 
denuncia: "El día 29 de marzo en horas de la tarde, 
miembros del ejército pertenecientes al batallón Alfonso 
Manosalva Flórez en la boca del río apartado, municipio Río 
Quito, detuvieron a la indígena Mirian Tapí Cabrera de 
aproximadamente 25 años de edad junto con sus tres hijos:
2 niñas y 1 niño cuyas edades están entre 3 y 8 años y solo 
la soltaron hasta el día 30 de marzo de 2004 en las horas de 
la mañana, sin darle alimentación durante este tiempo. La 
detuvieron para que dijera lo que sabía de la guerrilla. El día 
30 de marzo de 2004, aproximadamente 76 miembros del 
ejército pertenecientes la batallón Alfonso Manosalva Flórez 
(de un grupo aproximado de 250 soldados que estaban 
haciendo recorrido por la zona, según lo expresó uno dé los 
soldados), llegaron a la comunidad indígena de Gengadó, 
municipio R ío  Quito, a la 1:00 pm y a las 2:00 pm un grupo 
de ellos sacaron de la casa a la fuerza al señor Elver Lana
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Cabrera y lo llevaron al cementerio que queda al frente de la 
comunidad y le preguntaron dónde estaba la guerrilla. A  esa 
misma hora otro grupo del mismo ejército que llegó a 
Gengadó sacó de la casa a la fuerza al señor Girineldo 
Rubiano Cabrera y se lo llevaron detrás de una casa de la 
comunidad y lo obligaron a que hiciera un hueco de 
aproximadamente un metro y medio de ancho, de un metro 
de profundidad y de un metro con setenta centímetros de 
largo. Luego lo obligaron a ir a la comunidad de Quíjaradó, 
ubicada aproximadamente a 20 minutos en canoa de la 
comunidad de Gengadó, junto con el señor John Jairo 
Caizam o a quien también lo habían sacado a la fuerza de su 
casa y les orden aron que averiguaran si estaba la guerrilla 
en esa comunidad de Quíjaradó. El mismo día a las 3:00 pm 
en la casa del señor John Jaira Caizamo, mientras él se 
había ido a la comunidad de Quijaradó, entraron 2 soldados 
del ejército, maltrataron a las indígenas Beyarcila Lana 
Isama y Esmira Tapí Lana, las dos de aproximadamente 28 
años de edad, encañonándolas con un arma larga, las 
golpearon azotándolas contra el piso, las encuellaron 
apretándoles los collares de chaquiras y luego les arrancaron 
a la fuerza la ropa, obligándoles a que les dijeran dónde 
estaba la guerrilla. Como las mujeres no respondieron nada, 
los soldados las acusaron de guerrilleras y les dijeron que 
merecían que las mataran por eso. A  las m ismas 3:00 pm, 4 
soldados y un civil apodado Colach o llegaron a la casa del 
señor Enrique Lana Saitamo, que queda ubicada en la boca 
de la quebrada Gengadó a 5 minutos de la comunidad 
bajando por la misma orilla del río y encontrando en la casa 
a Rosalba Caizam o Mecheche, Ana Melania Lana Mecheche 
y a María Fermina Lana Caizamo de 40, 17 y 20 años 
respectivamente, los soldados las cogieron a la fuerza y a 
cada una se la llevaron a diferentes partes de la casa y les 
arrancaron la ropa y las intentaron violar. Como cada una de 
ellas se defendió no las pudieron violar. Luego los soldados 
se las llevaron a la comunidad de Gengadó y después de 
hablar con el comandante a cargo, las soltaron. El ejército 
permaneció en la comunidad de Gengadó hasta el día 31 de 
marzo a las 7:00 a.m., y a esa hora se dirigieron a la 
comunidad de Quijaradó, antes de llegar allá, faltando dos 
vueltas encontraron por el camino a los indígenas Ramón 
Caizam o Rojas y Ascensión Conde Cabrera, de 16 y 21 años 
respectivamente, quienes se dirigían en canoa a la 
comunidad de Gengadó. Un comandante y varios soldados 
detuvieron a los indígenas y a Ramón Caizam o lo torturaron, 
cogiéndolo del pelo le metieron la cabeza en el río y luego lo 
sacaban casi ahogándolo, tortura que duró 15 minutos, luego 
le metieron un arma en la boca y luego le sacaron a la fuerza 
la lengua y lo amenazaron con cortársela con un cuchillo, 
luego lo golpearon fuertemente todo el cuerpo y en los 
testículos. Mientras tanto al indígena Ascensión Conde 
Cabrera, le pegaron un puño en la cara y lo encañonaron en 
el pecho y luego lo golpearon fuertemente con el fusil en el 
pecho. Tanto al señor Ramón como a Ascensión, fueron 
presionados por el ejército, exigiéndoles que dijeran dónde 
estaba la guerrilla. A l otro día un indígena, en la comunidad 
de Quijaradó, le tocó pedir permiso al comandante del______
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ejército para llevar al indígena Ramón Caizam o Rojas al 
hospital de Quibdó, pero él dijo que no podía llevarlo, que le 
diera cualquier pastilla, luego le ordenó a un soldado 
aplicarle una inyección para el dolor y no dio permiso para 
salir. E l día primero de abril, después de haberle insistido al 
Comandante para llevar al indígena Ramón a Quibdó, el 
comandante llamó al Gobernador de la Comunidad de 
Quijaradó y le dijo que llevara el enfermo a Quibdó, que le 
llevara luego a él mismo la factura de los medicamentos que 
no pasara de un millón de pesos y que no denunciara lo 
sucedido, que los que habían hecho eso "era gente bruta". A  
las 12 del medio día del 31 de marzo, los soldados que 
estuvieron en la comunidad de Gengadó y en sus 
alrededores (aproximadamente 250 soldados), llegaron a la 
comunidad de Quijaradó y 5 soldados entraron en una casa 
e intentaron violar a 3 mujeres indígenas: María Norma Lana 
Tapí, Omaira Conde Conde y Servelina Lana Saitamo, de 
16, 16 y 18 años de edad respectivamente.
18 de mayo de 2004 
YOPAL, CA SA N A R E
Paramilitares ejecutaron no sin antes someter a vejámenes 
sexuales y torturas a la educadora, quien laboraba en el 
colegio Jorge Eliécer Gaitán, de Yopal. Isabel, fue hallada 
con las manos amarradas.
23 de mayo de 2004 
CARTAGENA, BOLIVAR
Entre 10 y 15 integrantes de un grupo de "limpieza social" 
quienes vestían cam isas de color rojo y portaban cascos de 
motociclistas irrumpieron violentamente en horas de la 
madrugada en tres fincas ubicadas en inmediaciones del 
sector de invasión de Nelson Mandela y sus alrededores. En 
su recorrido los armados luego de dejar sin luz eléctrica el 
sector y dañar las bombillas eléctricas amenazaron a los 
ocupantes de las viviendas con lanzarles granadas si no 
salían. Hacia las 12:30 am., llegaron a la finca Albarena, 
donde asesinaron de un impacto de bala en la cabeza a 
Juan Gabriel y abusaron sexualmente de su esposa, de allí 
hurtaron dinero y los documentos de identidad del 
asesinado. Posteriomente hacia la 1:30 a.m., irrumpieron en 
la finca Villa Gloria y luego de amenazar a los ocupantes 
saquearon la finca y enseres de los propietarios. Una hora 
después los armados llegaron hasta otra finca y asesinaron a 
María Gutierrez y causaron heridas a su esposo. Aseguró la 
fuente que: "Eran las 9:30 p.m., cuando llegaron varios 
individuos a una de esas tiendas y nos dijeron a los que 
estabamos presentes que nos acostaramos temprano que 
iba a ver una limpieza"
7 de agosto de 2004 
URIBE, EL TAMBO, C A U C A
Dos paramilitares, violaron y ejecutara n a dos niñas de 5 y 
13 años respectivamente. Según la fuente:"... la madre de 
las niñas regresó a su casa a la 1:30 p.m. y sus hijas ya no 
se encontraban (...) sintiendo un mal presentimiento salieron 
a buscarlas, en el camino hacia La Cruz se cruzaron c on los 
dos victimarios, que provenían del lugar de los hechos (...) 
todos vieron a los presuntos culpables. Eran conocidos, 
sabían quiénes eran, y antes de responder a algunas 
preguntas, huyeron (...) unos treinta minutos a pie, el cuerpo 
de la niña de cinco años fue encontrado sin vida. Presentaba 
varios golpes en todo su cuerpo, incluyendo la cabeza. La 
frente era un sólo moretón. La molieron a palos y me la
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•
frente era un sólo moretón. La molieron a palos y me la 
mataron relataría su madre, muriendo asfixiada (...) La 
búsqueda prosiguió hasta encontrar la niña de 13. Aún 
estaba viva. Se encontraba desnuda y presentaba un 
moretón en la frente, tenía mordiscos en la mejillas, una 
herida abierta en la nuca, su cuello tenía signos de intento de 
estrangulamiento y su cuerpo estaba molido a palos (...) la 
trasladaron al Hospital Santa María de El Tambo, debido a la 
gravedad fue remitida al Hospital San José  de Popayán, 
donde murió".
7 de agosto de 2004
PAEZ (BELALCAZAR), CA U C A
Paramilitares, violaron y ejecutaron a una mujer indígena de 
18 años de edad, en el Resguardo Indígena de Lame.
9 de agosto de 2004 
SO NSO N, ANTIOQUIA
Efectivos del Batallón Juan del Corral pertenecientes a la 
Brigada 4 del Ejército Nacional siguen violando los derechos 
humanos de las comunidades asentadas en el Oriente 
Antioqueño, denunciaron defensores de derechos humanos. 
Según la denuncia: "La Corporación Jurídica Libertad se 
permite poner en conocimiento los nuevos hechos 
relacionados con la agresión sexual de la que fueran 
víctimas dos menores de edad en el municipio de Sonsón 
Antioquia por parte de personal perteneciente al Batallón 
Juan del Corral, adscrito a la Brigada IV del Ejército 
Nacional. Mediante denuncia pública del 9 de agosto del 
presente año pusimos en conocimiento la agresión por 
acceso carnal violento de la que fueran víctimas dos niñas 
de 16 y 17 años de edad habitantes del municipio de 
Sonsón; hechos atribuidos a personal militar que presta sus 
servicios en esta localidad, algunos de los cuales fueron 
identificados por las víctimas. Una de estas menores ha 
venido recibí endo llamadas telefónicas en las que se le 
conmina a abandonar el municipio de lo contrario su vida e 
integridad personal no serán garantizadas. En los 
alrededores de su vivienda han hecho presencia algunos de 
los uniformados denunciados como autores del h echo, en lo 
que constituye un claro y abierto acto de intimidación. El 
lunes 16 de agosto al finalizar la tarde uno de los familiares 
de la menor se  percató que una persona uniformada 
intentaba ingresar al interior de su domicilio por la parte 
trasera mien tras que otro grupo de uniformados prestaba 
seguridad en la parte externa.
16 de agosto de 2004 
S A R A V E N A ,A R A U C A
Tropas de los batallones Héroes de Saraguro y del Reveiz 
Pizarra del Ejército Nacional detuvieron arbitrariamente a 
una mujer, quien se encontraba en estado de embarazo. El 
hecho sucedió en momentos en que los militares adelantan 
en zona rural un operativo militar denominado "Tormenta II". 
Según la denuncia Rocio quien fue señalada por los militares 
como integrante del Frente 45 de las FARC-EP, manifesto 
que: "Quienes me detuvieron trajeron a dos personas que 
venían uniformadas, me dijeron que eran guerrilleros que se 
habían reinsertado y aseguraron que yo era guerrillera y que 
me llamaba María”. Agrega la fuente que "Al cabo de unos 
minutos los militares verificaron los antecedentes de Rocio y 
desvirtuaron los señalamientos que los reinsertados habían 
hecho en su contra. Me trajeron una boleta de buen trato para 
que la firmara y que luego me dejarían ir, entonces la firmé y
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aparentemente me iban a dejar ir, pero no fue así". 
Complementa la denuncia afirmando que "en otro operativo 
que se adelantaba de manera simultánea los uniformados 
capturaron a un guerrillero que aseguró ser uno de los 
supuestos subalternos de Rocio. Los militares aseguraron 
que el detenido había dicho que iba a entregar una caleta 
que era mía y al rato llegaron con una armas, me las 
mostraron y dijeron que si las conocía, que eran mías, relata 
que en reiteradas ocasiones negó su responsabilidad. Ellos 
me llamaban Sulay y como ese no era mi nombre, pues yo 
no contestaba, y me insultaban y me decían que cuántos 
soldados había matado”. Posteriormente, Rocio fue 
trasladada a una casa ubicada en la vereda Las Palmas. 
"Ahí los soldados trataron de tocarme y me acosaron 
sexualmente yo le dije al sargento Morales y a otros 
soldados que no me tocaran porque yo estaba 
embarazada...allí estuvimos toda la noche". Dos d ías 
después, Rocio fue dejada en libertad al no hallársele 
pruebas en su contra.
20 de septiembre de 2004 
LAG O S DEL DORADO, 
M IRAFLORES, GUAVIARE
Guerrilleros de las FARC  -EP  irrumpieron en la inspección de 
policía Lagos del Dorado donde violaron a una niña de 13 
años de edad y amenazaron a James y a María sus padres, 
e igualmente a sus dos hermanas. El hecho originó el 
desplazamiento forzado de la familia.
22 de octubre de 2004 
REM OLINO DEL CAGUAN , 
CARTAG EN A  DEL CHAIRA, 
CAQUETA
Unidades de la Infantería de Marina, Armada Nacional, al 
mando del Capitán Barragán detuvieron a dos campesinos.
A  la señora en mención, dos infan tes abusaron sexualmente 
de ella y otros tantos torturaron a Alirio. De igual forma otros 
proferían amenazas contra la comunidad: "al pueblo de 
Remolinos del Caguán valía la pena levantarlos a bombas". 
Mientras señalaban a sus pobladores de ser auxiliadore s de 
la guerrilla y disparaban sin blanco fijo. De igual forma 
incineraron la vivienda de un campesino con sus enseres y 
alimentos aue se encontraban en la misma.
25 de octubre de 2004 
SAN MIGUEL, PUTUM AYO
Tropas adscritas a la Brigada de Selva 27, Ejér cito Nacional, 
al mando del Teniente Parada y el Sargento Sierra, obligaron 
a las comunidades de las veredas Arizona y La 
Independencia a reunirse y en el lugar donde se produjo la 
misma, amenazaron a los campesinos de ambas 
poblaciones. En la noche, allanaron ¡legalmente dos 
viviendas y de allí sacaron a cada una de las víctimas 
precediéndolos a detener arbitrariamente. Ambos fueron 
torturados y posteriormente ejecutados. Juan Guillermo 
contaba con 15 años de edad y Rosa con 22, a esta última 
los militares adicionalmente la violaron. Ambos militares al 
igual que el sargento Sierra, han sido vistos patrullando en 
conjunto con los paramilitares conocidos con los alias del 
Flaco, Camilo, Mechas y el Negro Sixto, en el área de Santa 
Ana, San Pedro y Puerto Caicedo.
19 de noviembre de 2004 
CO VEÑ AS , S U C R E
Dos mujeres fueron violadas por grupos paramilitares.
27 de enero de 2005 
SIN CELEJO , S U C R E
El patrullero Cárdenas Flórez de la Policía Nacional Intimidó 
y abusó contra la integridad de una mujer de 25 años, ál 
interior del comando de la policía en éste municipio. E l hecho 
ocurrió en horas de la madrugada cuando la víctima fue a
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visitar a su esposo que se encontraba recientemente 
detenido. Señala la víctima que el patrullero "Me hizo creer 
que me iba a lleva r hasta donde estaba Ornar y yo entré con 
él y luego me dirigió hacia un lugar oscuro por donde 
estaban unas escaleras y un pasillo y empezó a faltarme al 
respeto. Cuando yo reaccioné para devolverme para que me 
llevara a donde estaba mi marido el policía m e jalo del 
cabello y me empujó contra una pared...”
24 de febrero de 2005 
EL CHARCO , NARIÑO
Paramilitares de las A U C  al mando de alias Giovanny, 
detuvieron, torturaron y abusaron sexualmente de Yeni 
Zurley Toro Bonilla, encargada de la coordinación de 
Fundepaz en el municipio del Charco. La sede de esta 
organización fue quemada y un computador portátil fue 
robado por esta grupo.
05 de marzo de 2005 
DABEIBA, ANTIOQUIA
Paramilitares torturaron y ejecutaron extrajudicialmente a 
Irma, líder campesina y testigo de diversos crímenes 
cometidos por los paramilitares en la región. Según la 
denuncia: "IRM AAREIZA, campesina antioqueña, habitante 
del poblado Llano Grande, en el municipio de Dabeiba fue 
asesinada por los "civiles" armados de la estrategia 
paramilitar el pasado 5 de marzo, luego de haber sido 
obligada a bajarse de un bus de servicio público en el que 
iba junto con su hijo de 5 años de edad, al ser acusada de 
ser auxiliadora de la guerrilla. IRMA apareció en cercanías 
de la Finca El Pital, base paramilitar, ubicada a pocos 
minutos del casco urbano de Dabeiba con signos de 
maltrato. Su hijo fue entregado a la iglesia del municipio. El 
automóvil en que fue detenida arbitrariamente y 
desaparecida junto con su hijo fue visto horas después en 
frente de la Estación de Policía de Dabeiba. IRMA 
desplazada desde 1.996 denunció a instancias nacionales e 
internacionales el desplazamiento forzoso, los crímenes de 
sus fam iliares exigiendo Verdad, Justicia y Reparación, pues 
además, fue testiga de excepción de varios crímenes de 
Lesa Humanidad y de sus responsables". Agrega la 
denuncia que: "El Sábado 5 de marzo a las 6:00 a m, la 
campesina IRM AAREIZA  abordó el bus tipo escalera en 
dirección al caserío Llano Grande, municipio de Dabeiba, 
departamento de Antioquia. A  la altura del punto de Yerbal 
Seco, cerca al Puente de Urama, el vehículo fue obligado a 
detenerse por “civiles” armados de la estrategia paramilitar, 
quienes abordaron a IRMA, y la interrogaron por las compras 
que había realizado en el casco urbano, entre ellos varios 
pares de botas. De acuerdo con los testigos, pasajeros del 
vehículo, los armados presionaron a IRMA para que afirmara 
que las botas iban para la guerrilla, la forzaron junto con su 
hijo de 5 años de edad a que abordara una camioneta de 
color blanco con vidrios polarizados que se dirigió en 
dirección al casco urbano de Dabeiba hacia la base 
paramilitar ubicada en la finca El Pital, a escasos minutos del 
centro del municipio en la carretera que conduce a Medellin. 
El Domingo 6 de marzo hacia la s  10:00 a.m. a un costado de 
la carretera que conduce a Medellin cerca a la finca El Pital 
fue encontrado el cuerpo de IRMA, semidesnuda, y con su 
ropa interior rasgada con signos de tortura en su rostro". 
Concluye la denuncia: "El hijo de IRMA fue entregado por
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desconocidos a autoridades eclesia les de Dabeiba, horas 
después fue recogido por familiares suyos. Este mismo día, 
la camioneta con las mismas características en la que 
trasportaron a IRMA y al menor, fue vista al frente de la 
estación de policía del municipio de Dabeiba. IRMAAREIZA, 
formó parte del grupo de desplazados de la Balsita que 
después de la actuación de los "civiles" armados de la 
estrategia paramilitar en noviembre de 1997 buscaron 
refugio en el municipio de Dabeiba. IRMA era familiar de 
EDILBERTO  AREIZA  de 32 años y de R ICAURTE M ONROY 
AREIZA  de 16 años, quienes fueron asesinados ese año en 
el marco del desplazamiento forzado. IRMA fue parte del 
comité coordinador de los desplazados en Dabeiba, en el 
año 2001, ella decidió con sus hijos y esposo ubicarse en 
Llano Grande. Antes de su reubicación habitó en los 
albergues humanitarios, participó en reuniones con la 
administración municipal, con el gobierno departamental de 
Antioquia y con el gobierno nacional en busca de una 
reubicación digna para sus familias, formó parte de grupos 
de familiares de víctimas exigiendo Verdad, Justicia y 
Reparación Integral. IRMA participó en espacios de acciones 
internacionales en la búsqueda de justicia IRMA sintetizó su 
dolor y esperanza en la frase: NOS DUELE R EC O RD A R
________________________ PE R O  M AS NOS D UELE  OLVIDAR"._______________________
Tropas del Ejército Nacional, detuvieron arbitrariamente, 
torturaron, amenazaron y robaron bienes propiedad a Gloria 
H incapié Malagón y sus dos hijos Edinson de 12 años y 
Elicenid de 9. A l igual que abusaron sexualmente de Gloria. 
Los hechos se presentaron en Caño Huitoto, Vereda Brasilia. 
Señala la fuente que las tres personas iban de pesca por el 
río en una pequeña embarcación, cuando de repente el 
ejército les d io la orden de detenerse o sino los mataba en el 
acto, cuando se acercaban a la orilla uno de los militares les 
volteo la embarcación y como ellos no sabían nadar casi se 
ahogan. A l llegar a la orilla los militares les vendaron los ojos 
a los dos niños con pañuelos que humedecieron con alcohol, 
razón por la cual los niños lloraban de dolor y esposaron a 
los tres, ammarándole los pies a Gloria y golpeándola con 
puntapiés, la tiraron al piso y allí la siguieron golpeando, los 
trataban de gonorreas, guerrillero s hijueputas. A  la niña le 
decía Güera sapa hijueputa, cierto que su papá es guerrillero 
(Los niños son huérfanos). Luego amarraron a los niños por 
los pies y los tiraron al piso, les decían que los trataban así 
porque ellos eran de la Ley Uribísta, que se acostumbraran a 
que los trataran a s í porque por allí los tenían que seguir 
viendo. A s í estuvieron de las 9:00 a.m. hasta las 3:00 p.m. A  
esa hora un soldado que lo llamaban el Mono se masturbó y 
le hecho el semen dentro de la boca a Gloria, que si no se lo 
tomaba los mataba a los tres. Luego los llevaron hasta la 
casa de su propiedad, allí los amarraron a un árbol con los 
ojos vendados, les revolcaron toda la casa, les robaron 20 
gallinas, los alimentos, artículos de cocina. Por ultimo les 
dijeron que se tenían que ir de allí, que al día siguiente iban 
a volver y que si los veían los quemaban con todo. La 
persecución contra esta familia es evidente si se tiene en 
cuenta que el ejercito ejecutó a su hijo Alexander colgándolo 
de un árbol.
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24 de mayo de 2005 
SARAVENA, ARAU CA
Un paramilitar con la aquiescencia, apoyo y tolerancia de 
miembros del Grupo de Caballería Mecanizado 18, Gabriel 
Revéiz Pizarra del Ejército Nacional, violó a una mujer. El 
hecho sucedió luego que la joven fuera detenida junto a su 
esposo por miembros de dicho Batallón. Según la denuncia 
la víctima "después de ser reseñada y fotografiada en la 
oficina del S2, fue entregada a una persona de civil por quien 
le tomaba los datos, el cual dirigiéndose al de civil le dijo, 
que estaba en manos de él, y que él vería lo que hacía con 
ella. Posteriormente fue llevada por éste a uno de los baños 
donde fue violada".
9 de agosto de 2005 
PU R A CE  (COCONUCO), 
CA U CA
Dos soldados adscritos al Batallón José Hilario López,
Ejército Nacional, abusaron sexu almente de la indígena en 
mención, manifestándole que lo hacían porque ella era 
guerrillera. El hecho se presentó en el caserío El Alto. Al día 
siguiente, miembros de la comunidad le solicitaron a los 
militares que informaran el nombre del victimario, pero estos 
se abstuvieron, negando su responsabilidad. Sin embargo, el 
día 11 de agosto, dos d ías después del hecho un militar de 
apellido Vélez, reconoció que uno de los hombres adscritos a 
este batallón había sido responsable, negándose a dar su 
nombre y por el contrario argumentando que no pedía 
disculpas porque esto eran cosas que solían ocurrir.
30 de agosto de 2005 
LA  LLANADA, NARIÑO
Un soldado del Batallón Batalla de Boyacá al mando del 
Coronel Martín Andrés Pulgarín, abusó sexualmente de una 
joven, en el casco urbano de este municipio.
30 de agosto de 2005 
EL CARM EN , NORTE DE 
SANTANDER
Paramilitares del Bloque Norte de las A U C  comandados por 
el paramilitar “Jorge 40” siguen violando los derechos 
humanos de la población campesina asentada en la región 
de El Catatumbo. Según testimonios de víctimas y afectados, 
un numeroso grupo de paramilitares que partieron desde el 
municipio de Curumaní, Cesar, incursionó simultáneamente 
en las veredas El Para íso y Playas Ricas, pertenecientes al 
municipio El Carmen (Catatumbo, Norte de Santander). En la 
vereda El Para íso los paramilitares retuvieron y 
posteriormente asesinaron al señor D O VER  JAIMES. 
También retuvieron al señor CIRO NAVARRO  quien 
posteriormente fue liberado - y cometieron diversos actos de 
pillaje contra los bienes de la población civil. En la vereda el 
Descanso, adyacente a El Paraíso, ejecutaron al campesino 
EDU ARD O  GAR C IA ”. Agrega la denuncia: “En la vereda 
Playas Ricas, los paramilitares rompieron las puertas y 
ventanas de las casas, golpearon in discriminadamente a los 
residentes que encontraron y saquearon las casas de los 
campesinos y quemaron la tienda comunitaria. De una de 
estas casas sacaron a un ciudadano llamado OM AR, a quien 
le pegaron varios tiros en las piernas y luego lo asesinaron a 
pedradas. En ese mismo lugar, sometieron a abuso sexual a 
la esposa de la víctima. Posteriormente los paramilitares 
reunieron a un grupo de personas y las forzaron, bajo 
amenaza de muerte, a acompañarlos en su regreso a la 
base paramilitar ubicada en zona rural del municipio de 
Curumaní, en el Cesar. El grupo de retenidos estaba 
conformado al menos por once niños, algunos de ellos de 
brazos, y 13 adultos, incluyendo mujeres embarazadas, 
obligándolos a marchar delante de la tropa paramilitar y del 
ganado y mu las que habían hurtado, muchos de ellos a 
medio vestir y sin zapatos. En Playas R icas los paramilitares 
además quemaron una tienda particular cuyas pérdidas son
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saquearon la tienda comunal, de donde sus trajeron bienes 
estimados en 8 millones de pesos, y otro almacén, del que 
hurtaron mercancías calculadas en 5 millones de pesos. En 
el caserío y sus alrededores le hurtaron a los pobladores 
todo el ganado que encontraron (73 cabezas de ganado 
vacuno), así como muías y caballos. Adem ás destruyeron 
bienes de los habitantes”. Continúa la denuncia: “E l grupo de 
retenidos permaneció secuestrado algo más de 48 horas, 
lapso en el que fueron forzados a caminar día y noche, 
desde la vereda Playas R icas hasta la vereda Los 
Corazones, municipio de Curumaní, Cesar. En la vereda Los 
Corazones, los paramilitares liberaron a once niños y ocho 
adultos, bajo la conminación de que debían dirigirse a la 
cabecera urbana del municipio de Curumaní; mientras a 
otras dos personas,los campesinos OLVER  M ONTOYA 
C A C E R E S  y EVER T  BO NET QUINTERO, les obligaron a 
continuar con los paramilitares, desconociéndose su suerte 
durante 20 días. Por presiones de la O EA  y comunidad 
internacional fueron liberados posteriormente, pero 
conminados a no regresar a la zona y permanecer en el área 
urbana de Curumaní, bajo la amenaza de asesinar a sus 
familiares. Igualmente por información de un poblador de la 
vereda Playas Ricas, la señora ARM ELIA  QUINTERO, quien 
iba retenida en el grupo pero desapareció, se supo que logró 
escapar y apareció varios d ías después de permanecer en la 
selva. Los liberados, en el trayecto que emprendieron hacia 
Curumaní, se encontraron con tropas del Ejército Nacional 
en el sitio conocido como Casa de Zinc. Las familias 
retenidas le expusieron a los militares, a las autoridades 
locales y a organismos humanitarios, un relato preciso del 
secuestro y los otros crímenes de los que han sido víctimas, 
quedando claro que no se trató de un desplazamiento 
forzado”. Concluye la denuncia: “ El 31 de agosto de 2005, la 
Asociación MINGA, denunció públicamente los crímenes 
cometidos por paramilitares del “Bloque Norte” comandado 
por "Jorge 40” en las veredas Playas R icas y El Paraíso, 
municipio de El Carmen, departamento de Norte de 
Santander, e n especial el secuestro del numeroso grupo 
campesinos, lo cual fue negado por la Quinta Brigada del 
Ejército Nacional y el propio gobernador de Norte de 
Santander, y justificando las retenciones como una “acción 
humanitaria" realizada por los paramilitares".
12 de febrero de 2006 
ARGELIA , ANTIOQUIA
Un soldado del Ejército Nacional llegó hasta la vivienda de 
una familia campesina, exigiendo que le entregaran una niña 
de 14 años. Ante tal despropósito el padre de la menor se 
rehusó y fue agredido por el militar, que se llevó la niña y la 
violó sexualmente. El hecho se presentó en la vereda Gitana.
22 de marzo de 2006
BAR R A N C A BER M EJA ,
SANTANDER
Paramilitares de las AU C  quienes actúan con la complicidad, 
apoyo y aquiescencia de los miembros de la Fuerza Pública 
torturaron, violaron y ejecutaron a Yamile, líder de la 
Organización Femenina Popular, OFP. Según la denuncia: 
“Nada Justifica la violencia contra la mujer, ni contra ningún 
ser humano. YAMILE AG U D ELO  PEÑ ALO ZA fue  
brutalmente torturada, violada y asesinada; su cuerpo 
encontrado en un basurero, en la vía al corregimiento El 
Llanito, el 22 de marzo, e identificado dos días después por 
sus padres A LFO N SO  A G U D ELO  y M AR ISBEL PEÑ ALO ZA
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*
integrante también de la Organización Femenina Popular. 
Exigimos investigación sobre este hecho que hoy nos enluta 
y castigo para los autores. Rechazam os la afirmación que las 
autoridades entregan a los medios de comunicación local, 
donde la presentan como una posible "pimpinera del sector”, 
cuando ni siquiera había sido reconocido ni identificado su 
cuerpo. ¿Cóm o entonces podría saberse cuál era su oficio?” 
Agrega la denuncia: “Rechazam os también los argumentos 
que las autoridades locales suelen dar para justificar las 
muertes, como si la muerte tuviera justificación, catalogand o 
los posibles motivos como delincuencia común, crimen 
pasional, o limpieza social, cuando lo que se encubre es su 
inoperancia para garantizar la vida y la integridad de 
ciudadanos y ciudadanas, y evitar la violencia venga de 
donde venga. Nos resistimos al proyecto de muerte de los 
violentos, que hoy nos arrebata la vida de una joven mujer 
llena de aspiraciones: YAMILE A G U D ELO  PEÑALO ZA , con 
26 años de edad, madre de una pequeña de 8 años, 
integrante de la Organización Femenina Popular, luchadora 
de sus derechos”. Concluye la denuncia: “Denunciamos el 
accionar de los paramilitares a pesar de la supuesta 
desmovilización de sus estructuras militares. Rechazam os el 
control social, político y económ ico que logran a través de la 
intimidación, la amenaza, la desaparición, la tortura y el 
asesinato en Barrancabermeja y el Maqdalena Medio”.
9 de abril de 2006 
FORTUL, AR AU CA
El día 09 de abril, siendo aproximadamente las 10:00 p.m., 
fue víctima de acceso carnal violento, una señora, madre de 
dos hijos, en la zona rur al del municipio de Fortúl, según su 
denuncia, por parte de “un miembro de la guerrilla”. Agrega 
la denuncia que: “De otra parte, continúa en el departamento 
la fumigación de las tierras, sustento de los campesinos, con 
el pretexto de combatir los cultivos de uso ilícito. Han 
resultado afectados pobladores de varias veredas, en los 
municipios de Saravena, Fortúl, Tame, Arauquita y en las 
sabanas de Arauca. Esta Fundación, ha recibido denuncias 
de pérdidas de cultivos de pan coger, pastos y deterioros en 
el m ismo suelo; afecciones a animales, e incluso de algunas 
personas con problemas de salud”. Concluye la denuncia: 
“Esta serie de hechos violentos, aparte de demostrar, una 
vez más que la política de seguridad democrática no ha 
servido para poner fin al agud o conflicto por el que atraviesa 
el país, y al contrario, la violencia se sigue incrementando, y 
la población civil es la más damnificada, indica, los niveles 
de degradación a que ha llegado esta guerra. Reiteramos a 
los actores armados del conflicto interno, la necesidad de 
terminar la guerra y pactar la paz, sacar inmediatamente a la 
población civil del m ismo y avanzar ya en la firma de 
compromisos y acuerdos humanitarios”.
13 de agosto de 2006
BARR AN CABER M EJA ,
SANTANDER
Paramilitares siguen violando los derechos humanos de la 
población civil de Barrancabermeja. Según la denuncia: 
“Vilma Cecilia Salgado Benavides, secretaria de la junta 
directiva de la Asociación de Desplazados Asentados en el 
municipio de Barrancabermeja (Asodesamuba) fue 
secuestrada en esa ciudad el 13 de agosto por paramilitares, 
quienes la sometieron a tortura física y psicológica durante 
tres días, y finalmente la abandonaron cerca de la carretera
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que conduce a Puerto Wiiches. La dirigente social se 
recupera en un centro médico, ya que estuvo privada de 
alimentos durante su secuestro, en el que también fue 
sometida a abusos sexuales, golpes y amenazas. Al parecer, 
su libertad se logró gracias a la intervención oportuna de 
organizaciones humanitarias y medios de comunicación". 
Agrega la denuncia: “La persecución contra la organización 
de desplazados no es nueva. Otros integrantes de 
Asodesamuba han sido asesinados, desaparecidos y 
desplazados hacia otros lugares del país. E l 24 de abril de 
2001, los paracos asesinaron al fiscal de la junta directiva, 
Luis Adolfo Cossio, y el 23 de diciembre de 2002, raptaron a 
Henry Palomo Robles, vicepresidente de Asodesamuba, a 
quien liberaron después gracias a la intervención de la 
Defensoría del Pueblo y la Policía de Barrancabermeja”. 
Concluye la denuncia: “Los miembros de Asodesamuba 
denuncian que siguen siendo objeto de persecución, 
am enazas y seguimientos por parte de paramilitares de la 
región, quienes están en proceso de negociación con el 
gobierno nacional y supuestamente dejaron las armas. Los 
m ismos "desmovilizados" vienen cometiendo ejecuciones 
extrajudiciales, desapariciones forzadas, desplazamientos, 
am enazas e imponiendo reglas de comportamiento social, a 
pesar de que Barrancabermeja es una ciudad absolutamente 
militarizada”.
25 de septiembre de 2006 
SAM ANIEGO , NARIÑO
Según denuncia: "En horas de la madrugada cerca de 70 
miembros de la Fuerza Pública se asentaron en la vereda 
Buena Vista y retuvieron a 15 personas quienes hasta el día 
siguiente estuvieron detenidas en este punto, dos días 
después fueron puestas a disposición de la F isca lía  General 
de la Nación (...) muchas personas fueron golpeadas y 
algunas mujeres fueron agredidas sexualmente...”. De igual 
forma, "allanaron ilegalmente la vivienda de Elvia Cárdenas, 
causando daños en las estructuras de la vivienda y 
sustrayendo de la misma una motosierra". Paralelamente, 
"sustrajeron de viviendas medicamentos básicos, productos 
agrícolas, gasolina, cemento, alimentos para animales y 
alimentos en general (...) afectando a cerca de 575 familias 
entre ellos 445 niños...".
27 de agosto de 2001 
YURUM ANGUI, 
BUENAVENTURA, VALLE
Paramilitares de las A U C  ejecutaron a siete personas y 
dejaron heridas dos personas más, luego que irrumpieran a 
ta 1:00 a.m., en la comunidad El Firme, inspección de policía 
Yurumanguí. Según la denuncia: "Un grupo de ocho a diez 
hombres armados, piden a los hombres que salgan de sus 
casas y dejen a las mujeres allá. Al no tener respuesta, 
empiezan a tocar en las casas y logran detener a cinco de 
las víctimas y junto a la guardería los asesinan con hacha. A 
todos les partieron el cráneo por la mitad, algunos 
presentaban heridas en las manos y en las piernas. Cerca de 
sus casas se encontraron a las otras dos victimas, las cuales 
asesinaron a tiros... dos paramilitares sacaron a una de las 
mujeres y delante de su hija de 3 años le destrozaron la 
ropa, la arrastraron de los cabellos y la internaron en la* 
maleza, alumbrándole la cara constantemente con linternas, 
luego procedieron a violarla. Los victimarios portaban capas 
y a uno de ellos se logró distinguir que llevaba un
136
ANEXO 1
DOCUMENTACIÓN SOBRE VIOLENCIA SEXUAL CONTRA LAS MUJERES EN COLOMBIA
uniforme(camuflado). Estos dejaron letreros que decían: 
venimos del Naya y aquí nos quedamos, muerte a sapos, 
A U C  presentes, muerte a guerrilla". En el hecho quemaron 
dos guarderías infantiles y una vivienda, además originaron 
el desplazamiento forzado de los pobladores.
•
1 de enero de 2002 
SAN JO SE  DE APARTADO, 
APARTADO, ANTIOQUIA
Un miembro del Ejército Nacional abuso sexualmente de una 
mujer luego que la interceptara en horas de la mañana, en la 
inspección de policía San José de Apartado. Según la 
denuncia: "Entre las 8:30 y las 9:00 horas, la joven María 
Grimanesa Florez, quien llevaba a su hijo de 5 meses, es 
obligada a salirse del camino que conduce del casco urbano 
de San José al caserío El Mariano, a la altura del sitio 
conocido como La Sucia. A llí el agente estatal intentando 
ocultar su rostro con el arma larga, la intimidad y la lleva 
hacia un pequeño monte, donde luego de amenazarla de 
muerte, la obliga a tener relaciones sexuales con él a la 
fuerza. Al terminar el militar partió en dirección a la tropa que 
desde el 31 de diciembre se ubicó a 15 minutos del casco 
urbano de San José a donde varios testigos los vieron 
dirigirse".
6 de enero de 2002 
SANTANDER DE QUILICHAO, 
CAU CA
Paramilitares det uvieron arbitrariamente en zona rural a 
cuatro mujeres menores de edad, una de las cuales según la 
denuncia "fue violada como método para obtener 
información". De igual manera los paramilitares amenazaron 
de muerte a los pobladores de las veredas Paéz, Aguila, 
Vilachi y el Cóndor. Agrega la denuncia que: "La población 
se encuentra atemorizada frente a esta nueva modalidad 
utilizada por los paramilitares con el objetivo de exigirles a 
sus retenidos que mencionen los nombres de las personas 
de estas comunidad es que supuestamente tienen vínculos 
con los grupos armados que operan en este sector, para 
según las am enazas de los paramilitares, en próximos días 
iniciar la ejecución”.
4 de mayo de 2002 
RIOSUCIO, CHOCÓ
Paramilitares violaron en zona rural a una menor de edad.
18 de mayo de 2002 
YONDO  (CASABE), 
ANTIOQUIA
Cerca de 100 paramilitares vestidos con prendas militares y 
con distintivos de las AUC, irrumpieron en las veredas San 
Juan de Ité y La Congoja, a llí impidieron el paso de varios 
vehículos y suspendieron el servicio telefónico. Los 
paramilitares además ejecutaron a quince campesinos y 
violaron a una mujer, según la fuente: "Bajo la sindicación de 
ser auxiliadores de las FARC", además amenazaron al resto 
de pobladores de estas veredas aduciendo que: "correrían la 
misma suerte si no abandonaban la región en la próximas 24 
horas”.
23 de agosto 2002 
SANTIAGO APÓSTOL, SAN 
BENITO ABAD, SU CR E
Paramilitares de las AUC, unos 60 hombres fuertemente 
armados, arribaron a la inspección de policía Santiago 
Apóstol y tras intimidar a sus pobladores, violaron en 
presencia de sus hijos por lo menos a cuatro mujeres, 
golpearon y causaron heridas a un número indeterminado de 
campesinos; saquearon cinco tiendas y hurtaron más de 100 
televisores. E l hecho ocurrió entre las 8 de la noche del 23 
de agosto y las 4 de la madrugada del día siguiente, 
causando el desplazam iento forzado de unas 50 familias. 
Según la denuncia: "Los alimentos empezaron a escasear 
especialmente azúcar, cebolla, ajo y también algunos
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medicamentos, los cuales fueron hurtados...". Agrega la 
denuncia que, miembros del Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar, afirmaron: "La comisión enviada detectó 
una población con crisis sicológica, estrés postraumático y 
ansiedad generalizada...".
2 de octubre de 2002 
ARAUQUITA, A R A U C A
Un campesino fue ejecutado y su esposa violada por 
miembros del Batallón de Contraguerrilla 46, Héroes de 
Saraguro, en la finca La Primavera, vereda Las Bancas parte 
baja, región que hace parte de la zona de Rehabilitación y 
Consolidación del departamentro de Arauca, decretada en 
desarrollo de la declaratoria de Conmoción Interior. Según la 
denuncia: "Aproximadamente a las 11:00 p.m., en momentos 
en que la pareja se había levantado a recoger la ropa para 
que no se mojara debido a la lluvia que estaba cayendo; 
llegó el soldado profesional JHON JAIRO FLO R EZ  R O JAS  
armado y con pasamontañas, adscrito al Batallón de 
Contraguerrilla 46 Héroes de Saraguro, bajo el mando del 
capitán DAVID LEO N ARDO  GO M EZ PULIDO, el cual les 
dijo: No vayan a prender las luces y éntrense a la habitación. 
Posteriormente empezó a golpear la puerta para que le 
abrieran. Cuando el labriego FRANCISCO  G U ER R ER O  
G U E R R E R O  abrió la puerta fue asesinado por el soldado 
profesional JHON JAIRO  FLO R EZ  R O JA S  con un disparo 
del fusil de su dotación. Después de asesinarlo procedió a 
violar a la señora INOCENCIA PINEDA PAVON, de 36 años 
de edad esposa de la víctima fatal'” .
30 de abril de 2004 
CARTAG EN A  DEL CHAIRA, 
CAQUETA
Tropas del Ejército Nacional, allanaron ilegalmente la 
vivienda del señor Fernando Giraldo, deteniendo 
arbitrariamente a tres personas, las cuales fueron 
amarradas, golpeadas y las metían de cabeza al río Danto, 
cuando ya se estaban ahogando, los sacaban y les 
preguntaban acerca de la guerrilla, esto se repitió varias 
veces. Posteriormente, fue desnudada Dinora, abuzando de 
ella. A  los otros dos los vistieron con uniforme militar y les 
tomaron fotos. Estos hechos se presentaron en zona rural de 
este municipio.
5 de agosto de 2006 
PU ERTO  ASIS, PUTUMAYO
La Asociación Para la Promoción Social Alternativa Minga, 
denuncia ante la comunidad nacional e internacional, nuevas 
violaciones a los derechos humanos cometidas por grupos 
paramilitares contra pobladores del Putumayo. El 5 de 
agosto de 2006, fue asesinado DO UGLAS ANTONIO 
P E R E Z  SIVAJA, indígena Nasa perteneciente al Resguardo 
Kiwnas Chxab de la vereda Villa de Leyva. Un grupo de 
aproximadamente 50 hombres armados y en traje de fatiga, 
interrumpieron en horas de la noche una fiesta comunitaria 
desarrollada en esta vereda. Congregaron a los habitantes 
en la gallera, los tiraron boca abajo, los insultaron, los 
golpearon y amenazaron, a las mujeres las humillaron y 
algunas fueron sometidas a abusos sexuales distintos del 
acceso carnal, hurtaron las pertenencias de los retenidos y el 
dinero recaudado durante la actividad cultural. Los presuntos 
paramilitares detuvieron a Douglas y se lo llevaron consigo, 
dos d ías después las autoridades del resguardo Kiwnas 
Chxab, lo encontraron en la morgue del municipio de Puerto 
Asís, reportado por el ejército como guerrillero muerto en 
combate, su cadáver estaba vestido con uniforme de
* Este caso ha sido registrado también por Amnistía Internacional en su informe de 2004 "Cuerpos marcados, crímenes silenciados”.
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camuflado. Desde el 15 de septiembre de 2006, según 
testimonios de pobladores, aproximadamente 10 hombres, 
con armas cortas y largas, que visten de civil, se 
establecieron en el caserío de Puerto Vega. Estas personas 
fueron reconocidas por la población como antiguos 
paramilitares del comando urbano de Puerto A s ís  y 
actualmente se presentan como integrantes de Los 
Rastrojos. Estos hombres tenían residencia en una casa 
ubicada a 3 kilómetros del caserío de Puerto Vega, 
permanecen armados, patrullan la zona y obligan bajo 
amenaza a los transportadores públicos para que los 
movilicen en la región. Estos hechos se suman a una serie 
de asesinatos y desapariciones ocurridas en medio del 
proceso de negociación del gobierno con los paramilitares y 
con posterioridad a su desmovilización. Resaltamos que 
estos crímenes han ocurrido en la región Puerto Vega 
Teteyé, la cual se encuentra fuertemente militarizada por 
miembros del Batallón para la Protección de Infraestructura 
Vial y Energética No 11 y batallones contraguerrilla, quienes 
hacen presencia a lo largo de la vía con dos bases ubicadas, 
una en Quillacinga (Teteyé), y la otra en El Porvenir-Alto 
Cuembí. Asim ismo los militares mantienen retenes 
permanentes en el muelle de Puerto Vega y en el caserío 
Campo Alegre. Estos militares han estado involucrados 
repetidamente en una serie de violaciones a los derechos 
humanos de las comunidades, habiéndose denunciado 
casos de ejecución extrajudicial, abusos sexuales a mujeres, 
hurtos de bienes de campesinos e indígenas, continuos 
maltratos a la población, toma de las escuelas y en especial 
del Colegio Ecológico El Cuembí, en el que han instalado un 
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Anexo 2
Denuncias de Violencia sexual contra mujeres 2001 -  2006 
reportadas por la Fiscalía General de la Nación
VIOLENCIA SEXUAL CONTRA MUJERES PERIODO 2001 A 2006. FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN
No. Seccional Delito Estado Edad Victima Autor
1 ANTIOQUIA Acto sexual con menor de 14 años Inactiva 8 Ejército Nacional
2 ANTIOQUIA Acceso carnal violento Inactiva 25 Ejército Nacional
3 ANTIOQUIA Acceso carnal con incapaz de resistir Inactiva Discapacitada Eiérclto Nacional
4 ANTIOQUIA Acceso carnal violento Inactiva Sin reporte Ejército Nacional
5 ANTIOQUIA Acceso carnal violento Inactiva Sin reporte Ejército Nacional
6 ANTIOQUIA
Acceso carnal o acto sexual abusivo con 
incapaz de resistir Inactiva Sin reporte Eiército Nacional
7 ANTIOQUIA Acto sexual con menor de 14 años Inactiva 11 Policía Nacional
8 ANTIOQUIA Acceso carnal violento Activa Mavor Policía Nacional
9 ANTIOQUIA Acto sexual con menor de 14 años Inactiva Sin reporte Policía Nacional
10 ANTIOQUIA Acceso carnal violento Inactiva Sin reporte Ejército Nacional
11 ANTIOQUIA Acceso carnal violento Inactiva Sin reporte Eiército Nacional
12 ANTIOQUIA
Acceso carnal abusivo con incapaz de 
resistir Inactiva 16 Ejército Nacional
13 ANTIOQUIA Acto sexual violento Inactiva Sin reporte Policía Nacional
14 ANTIOQUIA Acceso carnal violento Inactiva Sin reporte FARC
15 ANTIOQUIA Acceso carnal violento Activa 21 Ejército Nacional
16 ANTIOQUIA Acto sexual violento Inactiva Mayor Ejército Nacional
17 ANTIOQUIA Acto sexual violento Inactiva Mayor Eiército Nacional
18 ANTIOQUIA Acceso carnal violento Inactiva Menor Policía Nacional
19 ANTIOQUIA Acceso carnal violento Inactiva Menor Eiército Nacional
20 ANTIOQUIA Acceso carnal violento Inactiva Sin reporte Eiército Nacional
21 ANTIOQUIA Acceso carnal violento Activa 20 Policía Nacional
22 ANTIOQUIA
Acceso camal o acto sexual abusivo con 
menor de 14 años Activa 13 AUC
23 BOGOTA Acceso carnal violento Investigación 24 Ejército Nacional
24 BOGOTA Acto sexual violento indagación 16 Policía Nacional
25 BOGOTÁ
Acceso carnal abusivo con menor de 14 
años Condenado 7 Eiército Nacional
26 BOGOTÁ
Acceso carnal abusivo con menor de 14 
años Indagación 12 Eiército Nacional
27 BOGOTA Acceso carnal violento Condenado 28 Policía Nacional
28 BOGOTA Actos sexuales con menor de 14 años indagación 3 Policía Nacional
29 BOGOTA Acceso carnal violento Sumario 13 Eiército Nacional
30 BOGOTA Acto sexual con menor de 14 años Juicio 5 Ejército Nacional
31 BOGOTA Acceso carnal violento Sumario 18 AUC
32 BOGOTÁ
Acceso carnal abusivo con menor de 14 
años Condenado 7 Policía Nagonai
33 BOGOTA Acceso carnal violento Pruebas 19 Ejército Nacional
34 BOGOTA Actos sexuales con menor de 14 años Pruebas 6 Eiército Nacional
35 BOGOTA Acceso carnal violento Pruebas 17 Policía Nacional
36 BOGOTA Acceso carnal violento Pruebas 28 Policía Nacional
37 BOGOTA Acceso carnal violento Previa 24 Eiército Nacional
38 BOGOTA Acceso carnal violento Sumario 17 Policía Nacional
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39 BOGOTA Acceso carnal violento Previa 15 Ejército Nacional
40 BOGOTA Acto sexual con menor de 14 anos Archivado 12 Ejército Nacional
41 BOGOTA Acto sexual violento Sumario 24 Ejército Nacional
42 BOGOTÁ Actos sexuales con menor de 14 artos Archivado 13 Policía Nacional
43 BUCARAMANGA
Acceso carnal abusivo con menor de 14 
años Activa 11 AUC
44 BUCARAMANGA
Acceso carnal abusivo con menor de 14 
años Activa 14 AUC
45 BUCARAMANGA
Acceso carnal o acto sexual abusivo con 
incapaz de resistir Activa 19 Policía Nacional
46 VALLE Acceso carnal Activa 10 Ejército Nacional
47 CARTAGENA Activa 16 Policía Nacional
48 CUCUTA Acceso carnal violento Activa 41 FARC
49 CUCUTA Acceso carnal con incapaz de resistir Inhibitorio 15 ELN
50 CUCUTA Acceso carnal violento Inhibitorio AUC
51 CUCUTA Acceso carnal violento Inhibitorio 16 AUC
52 CUCUTA Acceso carnal violento Inhibitorio 14 AUC
53 CUCUTA Acceso carnal violento Inhibitorio 17 AUC
54 CUCUTA
Acceso carnal abusivo con menor de 14 
años Inhibitorio 13 Policía Nacional
55 CUCUTA Acceso carnal violento Preclusión Policía Nacional
56 CUCUTA Acceso carnal con incapaz de resistir Inhibitorio 41 Policía Nacional
57 CUCUTA
Acceso carnal abusivo con menor de 14 
años Juicio 8 Policía Nacional
58 CUCUTA
Acceso carnal abusivo con menor de 14 
artos Juicio 9 Policía Nacional
59 CUCUTA
Acceso carnal abusivo con menor de 14 
años Juicio 11 Policía Nacional
60 CUCUTA Acceso carnal violento Inhibitorio 18 Ejército Nacional
61 CUCUTA Acceso carnal violento Inhibitorio 32 Eiército Nacional
62 CUCUTA Acceso carnal violento Activa 15 Ejército Nacional
63 CUCUTA Actos sexuales con menor de 14 años Activa 9 Eiército Nacional
64 CUCUTA Acceso carnal violento Activa 20 Ejército Nacional
65 CUCUTA
Acceso carnal abusivo con menor de 14 
arios Activa 12 Ejército Nacional
66 GUADUAS
Acceso carnal abusivo con menor de 14 
artos Activa 13 Ejército Nacional
67 SOACHA Acto sexual violento Activa Policía Nacional
68 SOACHA Acceso carnal violento Archivado 18 Policía Nacional
69 SOACHA Actos sexuales con menor de 14 años Archivado 13 Ejército Nacional
70 SOACHA Actos sexuales con menor de 14 años Activa 13 Ejército Nacional
71 SOACHA
Acceso carnal abusivo con menor de 14 
años Archivado 13 Policía Nacional
72 GACHETÁ
Acceso carnal abusivo con menor de 14 
anos Activa 21 Policía Nacional
73 FLORENCIA Acceso carnal Activa 16 Ejército Nacional
74 FLORENCIA Acceso carnal abusivo Inactiva 12 Ejército Nacional
75 FLORENCIA Acceso carnal abusivo Activa 26 Policía Nacional
76 I BAGUÉ Acceso carnal violento
Activa pero 
en Jueces 17 AUC
77 IBAGUÉ Acceso camal violento
Activa pero 
en Justicia 
Penal Militar 24 Eiército Nacional
78 IBAGUÉ Acceso carnal violento
Activa pero 
en Jueces 12 Policía Nacional
79 IBAGUE Acceso carnal violento Inactiva 18 Ejército Nacional
80 IBAGUE Acceso carnal violento Inactiva 19 Ejército Nacional
81 IBAGUÉ Acceso carnal violento Inactiva 16 Ejército Nacional
82 IBAGUÉ Acceso carnal violento Activa 14 Policía Nacional
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83 IBAGUÉ Actos sexuales con menor de 14 años
Activa pero 
en Jueces 12 AUC
84 I BAGUE Actos sexuales abusivos Inactiva 22 Ejército Nacional
85 IBAGUÉ
Acceso carnal abusivo con menor de 14 
años
Activa pero 
en Jueces 12 Policía Nacional
86 IBAGUÉ
Acceso carnal abusivo con menor de 14 
anos Inactiva 14 Policía Nacional
87 MANIZALES
Acceso carnal abusivo con menor de 14 
años Activa 14 Policía Nacional
88 MANIZALES Acceso carnal violento tentado Condenado 60 Elército Nacional
89 MANIZALES
Acceso carnal abusivo con menor de 14 
afíos Condenado 12 Policía Nacional
90 MANIZALES Acceso carnal violento Activa 23 DAS
91 MANUALES
Acceso carnal abusivo con menor de 14 
años Activa Policía Nacional
92 MANIZALES Acceso carnal violento agravado Archivado 17 AUC
93 MANIZALES Acceso carnal violento agravado Archivado 15 AUC
94 MANIZALES Acceso carnal violento Condenado Ejército Nacional
95 MANIZALES Acceso carnal violento Archivado FARC
96 MANIZALES Acceso carnal violento Activa 9 AUC
97 MANIZALES
Acceso carnal abusivo con menor de 14 
años Activa 13 Policía Nacional
98 MANIZALES Acceso carnal violento Indagación 15 FARC
99 MEDELLIN Acceso carnal Condenado 9 Reinsertado
100 MEDELLIN Acceso carnal Activa 6 Policía Nacional
101 MEDELLÍN
Acceso carnal abusivo con menor de 14 
años Condenado 11 Policía Nacional
102 PASTO Actos sexuales con menor de 14 años Activa 7 Policía Nacional
103 PASTO Acceso carnal violento Inactiva 15 AUC
104 PASTO Acceso carnal violento
Archivo con 
Inhibitorio 18 AUC





circuito 8 Ejército Nacional





circuito 20 Ejército Nacional
107 PASTO




Instrucción 13 Policía Nacional









109 PEREIRA Acceso carnal violento Inactiva 16 Policía Nacional
110 PER E IR A
Acceso carnal abusivo con menor de 14 
años Activa 13 v 25 Policía Nacional
111 PEREIRA
Acceso carnal abusivo con menor de 14 
años Inactiva 16 AUC
112 BOLIVAR Acceso carnal abusivo Activa 14 Ejército Nacional
113
SANTANDER DE 
QUILICHAO Acceso carnal violento Activa AUC
114 POPAYAN Causa 13 Policía Nacional
115 QUIBDO Acceso carnal Activa 36 Ejército Nacional
116 SAN GIL Acceso carnal violento tentativa Inactiva 14 Ejército Nacional
117 SAN GIL Acceso carnal abusivo Inactiva 14 Policía Nacional
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118 SAN GIL
Acceso carnal abusivo con menor de 14 
aflos Inactiva 13 Policía Nacional
119 MAGDALENA Acceso carnal violento Activa 17, 18, 22 Policía Nacional
120 MAGDALENA Acceso carnal violento Activa 27 Policía Nacional
121 MAGDALENA Acceso carnal violento Activa 19 Eiército Nacional
122 SIN C ELE JO Acceso carnal abusivo Activa 14 Policía Nacional
123 VALLEDUPAR Acceso carnal violento Acusación 22 AUC
124 VALLEDUPAR Acto sexual abusivo Acusación 16 Eiército Nacional
125 VILLAVICENCIO Acceso carnal violento Acusación 32 Policía Nacional
126 VILLAVICENCIO Acceso carnal violento Activa 19 Policía Nacional
127 VILLAVICENCIO Inducción a la prostitución Activa 13 Policía Nacional
Fuente: Fiscalía General de la Nación. Respuesta de la Dirección Nacional de Fiscalías a derecho de petición de Sisma Mujer. 
Junio 4 de 2007.
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Anexo 3 
Definición de los crímenes de violencia sexual en el 
Estatuto de Roma
Los Elementos de los Crímenes de Violencia Sexual.
1. Definición de Crímenes de Violencia Sexual.
A. Violación: Art. 7) l)g ) Estatuto de RomayArt. 7)g ) - l  de!documento anexo sobre Elementos 
de los Crímenes.
> Que el autor haya invadido el cuerpo de una persona mediante una conducta que haya 
ocasionado la penetración, por insignificante que fuera, de cualquier parte del cuerpo de la 
víctima o dei autor con un órgano sexual o del orificio anal o vaginal de la víctima con un 
objeto u otra parte del cuerpo.
> Que la invasión haya tenido lugar por la fuerza, o mediante la amenaza de la fuerza o 
mediante coacción, como la causada por el temor a la violencia, la intimidación, la detención, 
la opresión sicológica o el abuso de poder, contra esa u otra persona o aprovechando un 
entorno de coacción, o se haya realizado contra una persona incapaz de dar su libre 
consentimiento.
B. Esclavitud Sexual: Art 7) 1) g ) del Estatuto de Roma, Art. 7) g ) - 2  del Anexo Elementos de 
los crímenes y  en relación al art. 7)2) c)
> Que el autor haya ejercido uno de los atributos de propiedad sobre una o mas personas, 
como comprarlas, venderlas, prestarlas, o darlas en trueque, o todos ellos, o les haya 
impuesto algún tipo similar de privación de libertad.
> Que el autor haya hecho que esa o esas personas realizaran uno o mas actos de naturaleza 
sexual.
C. Prostitución Forzada: Art. 7) 1)g ) delEstatuto de RomayArt. 7) l )g ) - 3 delAnexo Elementos 
de los Crímenes.
> Que el autor haya hecho que una o más personas realizaran uno o más actos de naturaleza 
sexual por la fuerza, o mediante la amenaza de la fuerza o mediante coacción, como la 
causada por el temor a la violencia, la intimidación, la detención, la opresión psicológica o 
el abuso de poder contra esa o esas personas u otra persona, o aprovechando un entorno de 
coacción o la incapacidad de esa o esas personas de dar su libre consentimiento.
> Que el autor u otra persona hayan obtenido, o esperaran obtener, ventajas pecuniarias o de 
otro tipo a cambio de los actos de naturaleza sexual o en relación con ellos. »
D. Embarazo Forzado: Art. 7) 1) g )y  7)2) f ) Del Estatuto de Roma.
“Por embazazo forzado se entenderá el confinamiento ilícito de una mujer a la que se ha 
dejado embarazada por la fuerza, con la intención de modificar la composición étnica de
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una población o de cometer otras violaciones graves del derecho internacional. En modo 
alguno se entenderá que esta definición afecta a las normas de derecho interno relativas al 
embarazo.
E. Esterilización Forzada: A rt 7) l)g ) Del Estatuto de Roma.
> Que el autor haya privado a una o más personas de la capacidad de reproducción biológica.
> Que la conducta no haya tenido justificación en un tratamiento medico o clínico de la víctima 
o víctimas, ni se haya llevado a cabo con su libre consentimiento.
F. Violencia Sexual: Art. 7) l)g ) de!Estatuto de Roma.
> En relación con cualquier otra forma de violencia sexual, se exige que el autor haya realizado 
un acto de naturaleza sexual contra una o más personas o haya hecho que esa o esas personas 
realizaran un acto de naturaleza sexual por la fuerza, o mediante la amenaza de la fuerza, o 
mediante coacción, como la causadapor el temor a la violencia, la intimidación, la detención, 
la opresión psicológica o el abuso de poder contra la víctima o terceras personas, o bien, 
aprovechando un entorno de coacción o la incapacidad de esa o esas personas para dar su 
consentimiento genuino.
> Que esa conducta haya tenido una gravedad comparable a la de los demás crímenes del Art. 
7)l)g) del Estatuto.
2. Los Elementos de los Crímenes de Violencia Sexual y de Género como crímenes de Lesa 
Humanidad.
El artículo 7 contempla los siguientes como actos de violencia sexual y de género:
g) Violación, esclavitud sexual, prostitución forzada embarazo forzado, esterilización forzada 
u otros abusos sexuales de gravedad comparable.
h) Persecución de un grupo o colectividad con identidad propia fundada en motivos políticos, 
raciales, nacionales, étnicos, culturales, religiosos, de género definido en el párrafo 3, u otros 
motivos universalmente reconocidos como inaceptables con arreglo al derecho 
internacional, en conexión con cualquier acto mencionado en el presente párrafo o con 
cualquier crimen de la competencia de la Corte.
3. Violencia Sexual Como Crimen de Guerra.
Artículo 8: Crímenes de guerra.
Artículo 8 .2) b) x x ii)-l Crimen de guerra de violación.
Cometer actos de violación, esclavitud sexual, prostitución forzada, embarazo forzado, 
esterilización forzada y cualquier otra forma de violencia sexual que constituya una violación 
grave de los Convenios de Ginebra.
Artículo 8 .2) c) vi)
Cometer actos de violación, esclavitud sexual, prostitución forzada, embarazo forzado, definido 
en el apartado f) del párrafo 2 del artículo 7, esterilización forzada o cualquier otra forma de 




Comunicación a la Fiscalía General de la Nación.
ANEXOS VIOLENCIA SEXUAL, CONFLICTO ARMADO Y LEGISLACIÓN EN COLOMBIA
Bogotá, 12 de febrero de 2007 
Doctor
MARIO IGUARAN 
Fiscal General de la Nación
E. S. D.
Ref. Derecho de petición.
Atento saludo
La Corporación Sisma Mujer es una organización no gubernamental que trabaja en favor de los 
derechos de las mujeres en el país. El seguimiento que hace nuestra organización al proceso de 
desmovilización en el marco de la ley de justicia y paz y sus decretos reglamentarios, muestra 
graves limitaciones en cuanto a la incorporación de un enfoque de género que permita a las 
víctimas el acceso a sus derechos. Dadas las particularidades que presentan tanto las denuncias 
como la investigación criminal respecto de delitos de violencia sexual, se hace necesaria una 
atención especial a este respecto.
Diversos informes de Naciones Unidas así como del Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos, han denunciado en forma permanente las violaciones a los derechos humanos de las 
mujeres perpetradas por todos los actores del conflicto. A su vez, organizaciones defensoras de 
derechos humanos tales como Amnistía Internacional y la Mesa de Mujer y Conflicto armado en 
Colombia han documentado y hecho públicos innumerables casos de violaciones a los derechos 
humanos de las mujeres.
La Corporación Sisma Mujer ha extraído de los informes mencionados testimonios y denuncias 
concretas sobre violencia sexual contra las mujeres cometidas por grupos paramilitares, las 
cuales representan una mínima muestra de lo ocurrido realmente. Por medio de la presente, 
hacemos entrega al señor Fiscal General de la Nación de esta información, con el fin de quala 
misma sea tomada en cuenta como parte de las denuncias formuladas por las víctimas con miras 
a su investigación oficiosa, así como a su incorporación a los protocolos de preguntas de los 
fiscales encargados de aplicar la ley de justicia y paz a miembros de grupos paramilitares, 
especialmente al momento de recibir las declaraciones.
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Estamos seguras de que la Fiscalía General de la Nación tomará cartas en el asunto interviniendo 
de manera proactiva, a fin de garantizar que los procesos que se llevan a cabo contra 
paramilitares en el marco de la ley de justicia y paz, incorporen estas denuncias y permitan al
país conocer la verdad sobre lo ocurrido contra las mujeres.
•
De otra parte, el debate actual en torno a la publicidad de las actuaciones investigativas y 
jurisdiccionales adolece de una mirada sobre el derecho a la intimidad y al buen nombre de las 
víctimas que podría presentarse en el evento de que salgan a la luz pública casos de violencia 
sexual.
Los avances en estándares internacionales incorporados a la legislación colombiana a través 
de la ratificación de diversos tratados, permiten explorar en mecanismos que posibiliten a las 
colombianas víctimas de violencia sexual por grupos paramilitares la garantía de sus derechos 
a la verdad la justicia y la reparación. Con el fin de realizar un seguimiento efectivo a los procesos 
-dentro de las limitaciones legales y aportar elementos para un abordaje apropiado de la 
problemática, comedidamente solicitamos por medio de la presente una entrevista con usted o 
la persona que delegue para el efecto.
En espera de su respuesta
Cordialmente
CLAUDIA MARÍA MEJÍA DUQUE
Anexo: documento con testimonios y denuncias contenidos en informes sobre situación de 
derechos humanos en el país.
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Anexo 5 
Comparativo Estatuto de Roma y legislación penal 
ordinaria en Colombia sobre protección y participación 
de víctimas en los procesos.
PROTECCION A LAS VICTIMAS
Estatuto de Roma Legislación penal colombiana
Artículo 43. La Secretaría. El Secretario 
establecerá una Dependencia de V íctimas y 
Testigos dentro de la Secretaría. Esta 
Dependencia, en consulta con la Fiscalía, 
adoptará medidas de protección y dispositivos de 
seguridad y prestará asesoramiento y otro tipo de 
asistencia a testigos y víctimas que comparezcan 
ante la Corte, y a otras personas que estén en 
peligro en razón del testimonio prestado. La 
Dependencia contará con personal especializado 
para atender a las víctimas de traumas, incluidos 
los relacionados con delitos de violencia sexual. 
Art. 57.Funciones y atribuciones de la Sala de 
Cuestiones Preliminares.
3. La Sala de Cuestiones preliminares podrá: (...) 
c. Cuando sea necesario, asegurar la protección 
y el respeto de la intimidad de las víctimas y 
testigo, la preservación de pruebas, la protección 
de personas detenidas o que hayan comparecido 
en virtud d una orden de comparecencia, así 
como la protección de información que afecte la 
seguridad nacional.
Artículo 68. protección de las víctimas y los 
testigos y su participación en las actuaciones.
1. La Corte adoptará las medidas adecuadas 
para proteger la seguridad, el bienestar físico y 
psicológico, la dignidad y la vida privada de las 
víctimas y testigos. Con este fin, la Corte tendrá 
en cuenta todos los factores pertinentes, 
incluidos la edad, el género, definido en el párrafo 
3 del artículo 7 y la salud, así como la índole del 
crimen, en particular cuando éste entrañe 
violencia sexual o por razones de género o 
violencia contra los niños. (...)
2. Como excepción al principio de carácter 
público de las audiencias establecido en el 
artículo 67, las Sa las de la Corte podrán, a fin de 
proteger a las víctimas y los testigos o a un 
acusado, decretar que una parte del juicio se 
celebre a puerta cerrada o permitir la 
presentación de pruebas por medios electrónicos 
u otros medios especiales. En particular se 
aplicarán estas medidas en caso de una víctima 
de violencia sexual o de un menor de edad que 
sea víctima o testigo, salvo decisión en contrarío 
adoptada por la Corte atendiendo a todas las 
circunstancias, especialmente la opinión de la 
víctima o el testigo.
Ley 418 de 1997
Artículo 67. Créase con cargo al Estado y 
bajo la dirección y coordinación de la 
Fiscalía General de la Nación, el 
"Programa de Protección a Testigos, 
Víctimas, Intervínientes en el Proceso y 
Funcionarlos de la Fiscalía", mediante el 
cual se les otorgará protección integral y 
asistencia social, lo mismo que a sus 
familiares hasta el cuarto grado de 
consanguinidad, segundo de afinidad, 
primero civil y al cónyuge, compañera o 
compañero permanente, cuando se 
encuentren en riesgo de sufrir agresión o 
que sus vidas corran peligro por causa o 
con ocasión de la intervención en un 
proceso penal. En los casos en que la vida 
del testigo o denunciante se encuentre en 
peligro, la Fiscalía protegerá la Identidad 
de los mismos.
Artículo 69. Las personas amparadas por 
este programa podrán tener protección 
física, asistencia social, cambio de 
identidad y de domicilio, y demás medidas 
temporales o permanentes encaminadas a 
garantizar en forma adecuada la 
preservación de su Integridad física y 
moral y la de su núcleo familiar.
Cuando las circunstancias así lo 
justifiquen, dicha protección podrá 
comprender el traslado al exterior, 
incluidos los gastos de desplazamiento y 
manutención por el tiempo y bajo las 
condiciones que señale el Fiscal General 
de la Nación.
Las personas que se acojan al programa 
de protección se sujetarán a las 
condiciones que establezca la Fiscalía 
General de la Nación. •
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4. La Dependencia de Víctimas y Testigos podrá 
asesorar al Fiscal y a la Corte acerca de las 
medidas adecuadas de protección, los 
dispositivos de seguridad, el asesoramiento y la 
asistencia a que hace referencia el párrafo 6 del 
artículo 43.
5. Cuando la divulgación de pruebas o 
información de conformidad con el presente 
Estatuto entrañare un peligro grave para la 
seguridad de un testigo o de su familia, el Fiscal 
podrá, a los efectos de cualquier diligencia 
anterior al juicio, no presentar dichas pruebas o 
información y presentar en cambio un resumen de 
éstas. Las medidas de esta índole no podrán 
redundar en perjuicio de los derechos del 
acusado o de un juicio justo e imparcíal ni serán 
incompatibles con éstos.
Reglas de procedimiento y prueba.
R.16 Obligaciones del Secretario en relación con 
las víctimas y los testigos.
4. El secretario podrá negociar con los Estados, 
en representación de la Corte, acuerdos relativos 
a la instalación en el territorio de un Estado de 
víctimas traumatizadas o amenazadas, testigos u 
otras personas que estén en peligro por causa del 
testimonio dado por esos testigos y a la 
prestación del servicio de apoyo a esas personas. 
Estos acuerdos podrán ser confidenciales.
R.17. Funciones de la Dependencia, 
a. Con respecto a todos los testigos, las víctimas 
que comparezcan ante la Corte y las demás 
personas que estén en peligro por causa del 
testimonio dado por esos testigos, de 
conformidad con sus necesidades y 
circunstancias especiales: 
i. Adoptará medidas adecuadas para su 
protección y seguridad y formulará planes a largo 
y corto plazo para protegerlos; ii. 
Recomendará a los órganos de la Corte la 
adopción de medidas de protección y las 
comunicará además a los Estados que 
corresponda;
iii Les ayudará a obtener asistencia médica, 
psicológica o de otra índole que sea apropiada;
iv. Pondrá a disposición de la Corte y de las 
partes capacitación en cuestiones de trauma, 
violencia sexual, seguridad y confidencialidad
v. Recomendará, en consulta con la Fiscalía, la 
elaboración de un código de conducta en que se 
desataque el carácter fundamental de la 
seguridad y la confidencialidad para los 
investigadores de la Corte y de la defensa para 
todas las organizaciones intergubernamentales o 
no gubernamentales que actúen por solicitud de 
la Corte, según corresponda
Ley 906 de 2004
Artículo 92. Medidas cautelares sobre 
bienes. El juez de control de garantías, en la 
audiencia de formulación de la imputación o 
con posterioridad a ella, a petición del fiscal 
o de las víctimas directas podrá decretar 
sobre bienes del imputado o del acusado 
las medidas cautelares necesarias para 
proteger el derecho a la indemnización de 
los perjuicios causados con el delito.
La víctima directa acreditará sumariamente 
su condición de tal, la naturaleza del daño 
recibido y la cuantía de su pretensión.
Artículo 99. Medidas patrimoniales a favor 
de las victimas. El fiscal, a solicitud del 
interesado, podrá:
1. Ordenar la restitución inmediata a la 
víctima de los bienes objeto del delito que 
hubieren sido recuperados.
2. Autorizar a la victima el uso y disfrute 
provisional de bienes que, habiendo sido 
adquiridos de buena fe, hubieran sido objeto 
de delito.
3. Reconocer las ayudas provisionales con 
cargo al fondo de compensación para las 
víctimas.
Art 133. Atención y protección inmediata a 
las víctimas La Fiscalía General de la 
Nación adoptará las medidas necesarias 
para la atención de las víctimas, la garantía 
de su seguridad personal y familiar, y la 
protección frente a toda publicidad que 
implique un ataque indebido a su vida 
privada o dignidad.
Las medidas de atención y protección a las 
víctimas no podrán redundar en perjuicio de 
los derechos del imputado o de un juicio 
justo e imparcial, ni serán incompatibles con 
estos.
Artículo 134. Medidas de atención y 
protección a las víctimas. Las víctimas, en 
garantía de su seguridad y el respeto a su 
intimidad, podrán por conducto del fiscal 
solicitar al juez de control de garantías las 
medidas indispensables para su atención y 
protección
Igual solicitud podrán formular las victimas, 
por sí mismas o por medio de su abogado, 
durante el juicio oral y el incidente de 
reparación integral.
Articulo 135. Garantía de comunicación a 
las víctimas. Los derechos reconocidos 
serán comunicados por el fiscal a la víctima 
desde el momento mismo en que esta 
intervenga.
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vi. Cooperará con los Estados, según sea 
necesario, para adoptar cualesquiera de las 
medidas enunciadas en la presente regla.
b. Con respecto a los testigos:
i. Les asesorará sobre cómo obtener 
asesoramiento letrado para proteger sus 
derechos, en particular en relación con su 
testimonio
ii. Les prestará asistencia cuando tengan que 
testimoniar ante la Corte
iii. Tomarán medidas que tengan en cuenta 
las cuestiones de género para facilitar el 
testimonio de víctimas de actos de violencia 
sexual en todas las fases del procedimiento 
3. La Dependencia, en el ejercicio de sus 
funciones, tendrá debidamente en cuenta las 
necesidades especiales de los niños, las 
personas de edad y las personas con 
discapacidad. A fin de facilitar la participación y 
protección de los niños en calidad de testigos, 
podrá asignarles, según proceda y previo 
consentimiento de los padres o del tutor, una 
persona que les preste asistencia durante todas 
las fases del procedimiento.
R.18. Obligaciones de la Dependencia.
c. Pondrá asistencia administrativa y técnica a 
disposición de los testigos, las víctimas que 
comparezcan ante la Corte y las dem ás personas 
que estén en peligro por causa del testimonio 
dado por esos testigos en todas las fases del 
procedimiento y en lo sucesivo, según 
razonablemente corresponda
d. Hará que se imparta capacitación a sus 
funcionarios con respecto a la seguridad, la 
integridad y la dignidad de las víctimas y 
testigos, incluidos los asuntos relacionados 
con la sensibilidad cultural y las cuestiones 
de género
R.86. Principio General. Una Sala, al dar una 
instrucción o emitir una orden y todos los 
demás órganos de la Corte al ejercer sus 
funciones con arreglo al Estatuto o a las 
Reglas, tendrán en cuenta las necesidades de 
todas las víctimas y testigos de conformidad 
con el artículo 68, en particular los niños, las 
personas de edad, las personas con 
discapacidad y las victimas de violencia 
sexual o de género.
R. 87. Medidas de protección.
La Sala, previa solicitud del Fiscal o de la 
defensa, de un testigo o de una victima o su 
representante legal, de haberlo, o de oficio, y 
previa consulta con la Dependencia de víctimas y 
Testigo, según proceda, podrá, de conformidad 
con los párrafos 1 y 2 del artículo 68, ordenar que 
se adopten medidas para proteger a una víctima, 
un testigo u otra persona que corra peligro en
Igualmente se le informará sobre las 
facultades y derechos que puede ejercer 
por los perjuicios causados con el injusto, y 
de la disponibilidad que tiene de formular 
una pretensión indemnizatoria en el proceso 
por conducto del fiscal, o de manera directa 
en el incidente de reparación integral.
Artículo136. Derecho a recibir información.
A quien demuestre sumariamente su calidad 
de víctima, la policía judicial y la F iscalía 
General de la Nación le suministrarán 
información sobre:
1. Organizaciones a las que puede dirigirse 
para obtener apoyo.
2. El tipo de apoyo o de servicios que puede 
recibir.
3. El lugar y el modo de presentar una 
denuncia o una querella.
4. Las actuaciones subsiguientes a la 
denuncia y s u papel respecto de aquellas.
5. El modo y las condiciones en que puede 
pedir protección.
6. Las condiciones en que de modo gratuito 
puede acceder a asesoría o asistencia 
jurídicas, asistencia o asesoría sicológicas u 
otro tipo de asesoría.
7. Los requisitos para acceder a una 
indemnización.
8. Los mecanismos de defensa que puede 
utilizar.
9. El trámite dado a su denuncia o querella.
10. Los elementos pertinentes que le 
permitan, en caso de acusación o 
preclusion, seguir el desarrollo de la 
actuación.
11. La posibilidad de dar aplicación al 
principio de oportunidad y a ser escuchada 
tanto por la Fiscalía como por el juez de 
control de garantías, cuando haya lugar a 
ello.
12. La fecha y el lugar del juicio oral.
13. El derecho que le asiste a promover el 
incidente de reparación integral.
14. La fecha en que tendrá lugar la 
audiencia de dosificación de la pena y 
sentencia.
15. La sentencia del juez.
También adoptará las medidas necesarias 
para garantizar, en caso de existir un riesgo 
para las víctimas que participen en la 
actuación, que se les informe sobre la 
puesta en libertad de la persona Inculpada.
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razón del testimonio prestado por un testigo. La 
Sala, antes de ordenar la medida de protección, 
y, siempre que sea posible, recabará el 
consentimiento de quien haya de ser objeto de 
ella. (...)
La Sala podrá celebrar una audiencia respecto 
de la solicitud presentada con arreglo a la 
subregla 1, la cual se realizará a puerta cerrada, 
a fin de determinar si ha de ordenar medidas 
para impedir que se divulguen al público o a los 
medios de prensa o agencias de información de 
identidad de una víctima, un testigo u otra 
persona que corra peligro en razón del testimonio 
prestado por uno o más testigo, o el lugar en que 
se encuentre; esas medidas podrán consistir, 
entre otras, en que:
a. El nombre de la víctima, el testigo u otra 
persona que corra peligro en razón del testimonio 
prestado por un testigo o la información que 
pueda servir para identificarlos sean borrados del 
expediente público de la Sala.
b. Se prohíba al Fiscal, a la defensa o a cualquier 
otro participante en el procedimiento divulgar esa 
información a un tercero.
c. El testimonio se presente por medios 
electrónicos u otros medios especiales, con 
inclusión de la utilización de medios técnicos que 
permitan alterar la imagen o la voz, la utilización 
de tecnología audiovisual, en particular las 
videoconferencias y la televisión de circuito 
cerrado, y la utilización exclusiva de medios de 
transmisión de la voz;
d. Se utilice un seudónimo para la víctima, un 
testigo u otra persona que corra peligro en razón 
de un testimonio prestado por un testigo;
e . La Sala celebre parte de sus actuaciones a 
puerta cerrada.
R.88. Medidas especiales. Previa solicitud del 
Fiscal, de la defensa, de un testigo una 
víctima o su representante legal, de haberlo, o 
de oficio, y previa consulta con la 
Dependencia de Víctimas y testigo, según 
proceda, la Sala, teniendo en cuenta las 
opiniones de la víctima o el testigo, podrá 
decretar, de conformidad con los párrafos 1 y 
2 del artículo 68, medidas especíales que 
apunten, entre otras cosas, a facilitar el 
testimonio de una victima o un testigo 
traumatizado, un niño, una persona de edad o 
una víctima de violencia sexual. La Sala, 
antes de decretar la medida especial, siempre 
que sea posible, recabará el consentimiento 
de quien haya de ser objeto de ella.
Ley 360 de 1997.
Artículo 15. Derechos de las víctimas de los 
delitos contra la libertad sexual y la dignidad 
humana. Toda persona víctima de los delitos 
contra la libertad sexual y la dignidad 
humana tiene derecho a:Ser tratada con 
dignidad, privacidad y respeto durante 
cualquier entrevista o actuación con fines 
médicos, legales o de asistencia social.
Ser informada acerca de los procedimientos 
legales que se derivan del hecho punible.
Ser informada de los servicios disponibles 
para atender las necesidades que le haya 
generado el delito.
Tener acceso a un servicio de orientación y 
consejería gratuito para ella y su familia 
atendido por personal calificado.
Tener acceso gratuito a los siguientes 
servicios:
1. Examen y tratamiento para la prevención 
de enfermedades venéreas incluido el 
VIH/SIDA.
2. Examen y tratamiento para trauma físico 
y emocional.
3. Recopilación de evidencia médica legal.
4. Ser informada sobre la posibilidad de 
acceder a la indemnización de los perjuicios 
ocasionados con el delito.
Artículo 16. En todo el pais se crearán 
Unidades Especializadas de Fiscalía con su 
Cuerpo Técnico de Investigación para los 
Delitos contra la libertad Sexual y la 
Dignidad Humana. E llas conocerán 
infracciones consagradas en el título XI del 
Código Penal.
Cada una de las Unidades Especializadas 
de que trata el presente artículo. Deberá 
contar con un Psicólogo de planta, para que 
asesore a los funcionarios en el manejo de 
los casos entreviste y oriente a las víctimas, 
y rinda su concepto al fiscal.
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Artículo 65. Procedimiento en caso de 
declaración de culpabilidad.
4 . La Sala de Primera Instancia, cuando 
considere necesaria en interés de la justicia y en 
particular en interés de las víctimas, una 
presentación más completa de los hechos de la 
causa, podrá:
a. Pedir al Fiscal que presente pruebas 
adicionales, inclusive declaraciones de testigos; u,
b. Ordenar que
prosiga el juicio con arreglo al procedimiento 
ordinario estipulado en el presente Estatuto, en 
cuyo caso tendrá la declaración de culpabilidad 
por no formulada y podrá remitir la causa a otra 
Sala de Primera Instancia.
Artículo 68. Protección a las víctimas y testigos y 
su participación en las actuaciones.
La Corte permitirá en las fases del juicio que 
considere conveniente, que se presenten y 
tengan en cuenta las opiniones y observaciones 
de las víctimas si se vieren afectados sus 
intereses personales y de una manera que no 
redunde en detrimento de los derechos del 
acusado o de un juicio justo e imparcial ni sea 
incompatible con éstos. Los repesentantes 
legales de las víctimas podrán presentar dichas 
opiniones y observaciones cuando la Corte lo 
considere conveniente de conformidad con las 
Reglas de Procedimiento y Prueba.
Artículo 75. Reparación a las víctimas.
3. La Corte antes de tomar una decisión con 
arreglo a este artículo, podrá solicitar y tendrá en 
cuenta las observaciones formuladas por el 
condenado, las víctimas....
Reglas de procedimiento y prueba.
R.16. Obligaciones del Secretario en relación con 
las víctimas y los testigos.
1 . En relación con la víctimas, el Secretario será 
responsable del desempeño de las siguientes 
funciones de conformidad con el Estatuto y las 
presentes Reglas:
a. Enviar avisos o notificaciones a las víctimas o 
a sus representantes legales;
b. Ayudarles a obtener asesoramiento letrado y a 
organizar su representación y proporcionar a sus 
representantes legales apoyo, asistencia e 
información adecuados, incluidos los servicios 
que puedan ser necesarios para el desempeño 
directo de sus funciones, con miras a proteger 
sus derechos en todas las fases del 
procedimiento de conformidad con las reglas 89 
a 91;
c. Ayudarles a participar en las distintas fases del 
procedimiento de conformidad con las reglas 89 
a 91; .
Ley 600 de 2000
Art.30. La víctima o el perjudicado según el 
caso podrán ejercer el derecho de petición 
ante el funcionario judicial con el fin de 
obtener información o hacer solicitudes 
específicas, pudiendo aportar pruebas
Art. 137. Con la finalidad de obtener el 
restablecimiento del derecho y el 
resarcimiento del daño ocasionado por la 
conducta punible, el perjudicado o sus 
sucesores, a través de abogado, podrán 
constituirse en parte civil dentro de la 
actuación penal
Ley 906 de 2004.
Artículo 11. Derechos de las víctimas. El Estado 
garantizará el acceso de las víctimas a la 
administración de justicia, en los términos 
establecidos en este código.
En desarrollo de lo anterior, las víctimas tendrán 
derecho:
a) A recibir, durante todo el procedimiento, un 
trato humano y digno;
b) A la protección de su intimidad, a la garantía 
de su seguridad, y a la de sus familiares y 
testigos a favor;
c) A una pronta e integral reparación de los 
daños sufridos, a cargo del autor o partícipe del 
injusto o de los terceros llamados a responder en 
los términos de este código;
d) A ser oídas y a que se les facilite el aporte de 
pruebas;
e) A recibir desde el primer contacto con las 
autoridades y en los términos establecidos en 
este código, información pertinente para la 
protección de sus intereses y a conocer la verdad 
de los hechos que conforman las circunstancias 
del injusto del cual han sido víctimas;
f) A que se consideren sus intereses al adoptar 
una decisión discrecional sobre el ejercicio de la 
persecución del injusto;
g) A ser informadas sobre la decisión definitiva 
relativa a la persecución penal; a acudir, en lo 
pertinente, ante el juez de control de garantías, y 
a inteiponer los recursos ante el juez de 
conocimiento, cuando a ello hubiere lugar; ^
h) A ser asistidas durante el juicio y el incidente 
de reparación integral, si el interés de la justicia 
lo exigiere, por un abogado que podrá ser 
designado de oficio;
i) A recibir asistencia integral para su 
recuperación en los términos que señale la ley;
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d. Adoptar medidas que tengan en cuenta las 
cuestiones de género a fin de facilitar la 
participación de las víctimas de actos de 
violencia sexual en todas las fases del 
procedimiento.
2. Con respecto a las víctimas, los testigos y 
demás personas que estén en peligro por causa 
del testimonio dado por esos testigos, el 
Secretario desempeñará las siguientes funciones 
de conformidad con el Estatuto y las presentes 
Reglas:
a. Informarles de los derechos que les asisten 
con arreglo al Estatuto y las Reglas de la 
existencia, funciones y disponibilidad de la 
Dependencia de Víctimas y Testigos;
b. Asegurarse de que tengan conocimiento 
oportuno, con sujeción a las disposiciones 
relativas a la confidencialidad, de las decisiones 
de la Corte que puedan afectar a sus intereses.
3. A  los efectos del desempeño de sus 
funciones, el Secretario podrá llevar un registro 
especial de las víctimas que hayan comunicado 
su intención de participar en una causa 
determinada.
R.18. Obligaciones de la Dependencia
a. Velará porque sus funcionarios salvaguarden 
la confidencialidad en todo momento
b. Reconociendo los intereses especiales de la 
Fiscalía, la defensa y los testigos, respetará los 
intereses de los testigos, incluso, en caso 
necesario, manteniendo una separación 
apropiada entre los servicios para los testigos de 
cargo y de descargo y actuará imparcialmente al 
cooperar con todas las partes y de conformidad 
con las órdenes y decisiones de las Salas.
R.19. Peritos de la Dependencia. Personas 
expertas en: Protección y seguridad de testigos; 
asuntos jurídicos y administrativos, incluidas 
cuestiones de derecho humanitario y penal; 
administración logística; psicología en el proceso 
penal; género y diversidad cultural, niños, en 
particular niños traumatizados, personas de 
edad, particularmente en relación con los 
traumas causados por los conflictos armados y el 
exilio, personas con discapacidad, asistencia 
social y asesoramiento, atención a la salud, 
interpretación y traducción.
R.70. Principios de prueba en caso de 
violencia sexual
a. El consentimiento no podrá inferirse de 
ninguna palabra o conducta de la víctima 
cuando la fuerza, la amenaza de la fuerza, la 
coacción o el aprovechamiento de un entorno 
coercitivo hayan disminuido su capacidad para 
dar un consentimiento voluntario y libre
b. El consentimiento no podrá inferirse de 
ninguna palabra o conducta de la víctima
j)  A ser asistidas gratuitamente por un traductor 
o intérprete en el evento de no conocer el idioma 
oficial, o de no poder percibir el lenguaje por los 
órganos de los sentidos.
Art 137. Intervención de las víctimas en la 
actuación penal. Las víctimas del injusto, en 
garantía de los derechos a la verdad, la justicia y 
la reparación, tienen el derecho de intervenir en 
todas las fases de la actuación penal, de acuerdo 
con las siguientes reglas:
1. Las víctimas podrán solicitar al fiscal en 
cualquier momento de la actuación medidas de 
protección frente a probables hostigamientos, 
amenazas o atentados en su contra o de sus 
familiares.
2. El interrogatorio de las víctimas debe 
realizarse con respeto de su situación personal, 
derechos y dignidad.
3. Para el ejercicio de sus derechos no es 
obligatorio que las víctimas estén representadas 
por un abogado; sin embargo, a partir de la 
audiencia preparatoria y  para intervenir tendrán 
que ser asistidas por un profesional del derecho 
o estudiante de consultorio jurídico de facultad 
de derecho debidamente aprobada.
4. En caso de existir pluralidad de víctimas, el 
fiscal, durante la investigación, solicitará que 
estas designen hasta dos abogados que las 
represente. De no llegarse a un acuerdo, el fiscal 
determinará lo más conveniente y  efectivo.
5. Si la víctima no contare con medios 
suficientes para contratar un abogado a fin de 
intervenir, previa solicitud y comprobación 
sumaria de la necesidad, la Fiscalía General de 
la Nación le designará uno de oficio.
6. El juez podrá en forma excepcional, y con el 
fin de proteger a las víctimas, decretar que 
durante su intervención el juicio se celebre a 
puerta cerrada.
7. Las víctimas podrán formular ante el juez 
de conocim iento el incidente de reparación 
integral, una vez establecida la 
responsabilidad penal del imputado.
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cuando ésta sea incapaz de dar un
consentimiento libre c. El
consentimiento no podrá inferirse del silencio
o de la falta de resistencia de la víctima a la
supuesta violencia sexual
d. La credibilidad, la honorabilidad o la
disponibilidad sexual de la víctima o de un
testigo no podrán inferirse de la naturaleza
sexual del comportamiento anterior o
posterior de la víctima o de un testigo.
R.71. Prueba de otro comportamiento sexual.
(...) la Sala no admitirá pruebas del
comportamiento sexual anterior o ulterior de
la víctima o de un testigo
R.72. Procedimiento a puerta cerrada para
considerar la pertinencia o la admisibilidad de
pruebas. 1. Cuando se tenga la
intención de presentar u obtener, incluso
mediante el interrogatorio de la víctima o de
un testigo, pruebas de que la víctima
consintió en el supuesto crimen de violencia
sexual denunciado, o pruebas de las
palabrea, el comportamiento, el silencio o la
falta de resistencia de la víctima o de un
testigo a que se hace referencia en los
apartados a) a d) de la regla 70, se notificará a
la Corte y describirán la sustancia de las
pruebas que se tenga la intención de
presentar u obtener y la pertinencia de las
pruebas para las cuestiones que se planteen
en la causa. 2.
La Sala, al decidir si las pruebas a que se
refiere la subregla 1 son pertinentes o
admisibles, escuchará a puerta cerrada las
opiniones del Fiscal, de la defensa, del
testigo y de la víctima o su representante
legal, de haberlo (...)
R.88. 5. La Sala, teniendo en cuenta que la
violación de la privacidad de un testigo o una
víctima puede entrañar un riesgo para su
seguridad, controlará diligentemente la forma
de interrogarlo a fin de evitar cualquier tipo
de hostigamiento o intimidación y prestando
especial atención al caso de las víctimas de
crímenes de violencia sexual.
R.89. Solicitud de que las víctimas participen en
los procesos.
1. Las víctimas, para formular sus opiniones y
observaciones, deberán presentar una solicitud
escrita al Secretario, que la transmitirá a la Sala
que corresponda. (...) la Sa la especificará •
entonces las actuaciones y la forma en que se
considerará procedente la participación, que
podrá comprender la formulación de alegatos
iniciales y  finales.
R.90. Representantes legales de las victimas.
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1. La victima podrá elegir libremente un 
representante legal. (...)
5. La victima o grupo de víctimas que carezca de 
los medios necesarios para pagar un 
representante legal común designado por la 
Corte podrá recibir asistencia de la Secretaría e 
incluida, según proceda, asistencia financiera.
R.91. Notificación a las víctimas y a sus 
representantes legales. (...)
A fín  de que las victimas puedan pedir 
autorización para participar en las actuaciones 
de conformidad con la regla 89, la Corte les 
notificará la decisión del Fiscal de no abrir una 
investigación o no proceder al enjuiciamiento (...)
5. notificaciones a las víctimas: a) las 
actuaciones de la Corte, con inclusión de la 
fecha de las audiencias o su aplazamiento y la 
fecha en que emitirá el fallo; b)las peticiones, 
escritos, solicitudes y otros documentos 
relacionados con dichas peticiones, escritos o 
solicitudes. (...)
6. En caso de que las víctimas o sus 
representantes legales hayan participado en una 
cierta fase de las actuaciones, el Secretario les 
notificará a la mayor brevedad posible las 
decisiones que adopte la Corte en esas 
actuaciones.
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